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RESOLUCIONES 
 

D.G.T.M. Y M.M. ORDINARIO N° 12600/123  VRS. 
 
 

OTÓRGASE PERMISO AMBIENTAL SECTORIAL 
A LA EMPRESA COMPAÑÍA PESQUERA 
CAMANCHACA S.A., PROYECTO 
“MEJORAMIENTO SISTEMA EMISARIO 
SUBMARINO”, PARA DESCARGAR RESIDUOS 
INDUSTRIALES LÍQUIDOS EN AGUAS 
SOMETIDAS A LA JURISDICCIÓN NACIONAL 
EN EL LUGAR Y CONDICIONES QUE SE INDICA. 

 
 
 
VALPARAÍSO, 01 de Febrero de 2005. 
 
 
 
  VISTO: lo dispuesto en el artículo 142 del D.L. N° 2.222 de 1978, Ley de Navegación; 
artículo 140 del D.S. (M) N° 1 de 1992, Reglamento para el Control de la Contaminación Acuática; artículos 
3 y 4 del Convenio Internacional para la Protección del Medio Marino y Zonas Costeras del Pacífico Sudeste, 
promulgado por D.S. N° 296 del 20 de Marzo de 1986 y publicado el 14 de Junio de 1996; el artículo VI del 
Protocolo para la Protección del Pacífico Sudeste contra la Contaminación proveniente de Fuentes Terrestres 
y sus Anexos, promulgado por D.S. N° 295 de 1986 y publicado en el Diario Oficial del 19 de Junio de 1986; 
la Ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente; D.S. N° 30 de 1997, Reglamento sobre el  
Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental; D.S. N° 90 del 2000 (MINSEGPRES), Norma de Emisión para 
la Regulación de Contaminantes Asociados a las Descargas de Residuos Líquidos a Aguas Marinas y 
Continentales Superficiales y, 
 
 
 

CONSIDERANDO: 
 
 

1.-   Los antecedentes presentados por la empresa Compañía Pesquera Camanchaca S.A., para su 
proyecto “Mejoramiento Sistema Emisario Submarino”, para la descarga directa al mar, en el área 
comprendida en la jurisdicción de la Gobernación Marítima de Iquique.  

 
2.-   La Resolución Exenta N° 148/2004, de fecha 12 de Noviembre de 2004, de la Comisión 

Regional de Medio Ambiente de la I Región de Tarapacá, que se pronuncia favorablemente respecto del 
“Mejoramiento Sistema Emisario Submarino” de la empresa Compañía Pesquera Camanchaca S.A. y certifica 
que se cumplen todos los requisitos de la normativa nacional ambiental. 

 
3.-   Lo expresado por el Gobernador Marítimo de Iquique, mediante memorándum Ord. N° 

12.600/10, de fecha 13 de Enero de 2005. 
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R E S U E L V O : 

 
 
 
1.-   OTÓRGASE a la empresa Compañía Pesquera Camanchaca S.A.. Permiso Ambiental 

Sectorial, para su proyecto “Mejoramiento Sistema Emisario Submarino” para descargar residuos industriales 
líquidos provenientes de sus sistemas de descarga y lavado de la planta elaboradora de harina de pescado. 

  
 

2.-   La empresa Compañía Pesquera Camanchaca S.A., deberá dar cumplimiento al Programa 
de Vigilancia Ambiental, dispuesto por resolución citada en punto número 2 de los Considerando.  

 
3.-   La Autoridad Marítima de Iquique, será responsable del control, fiscalización y 

cumplimiento de los aspectos y condiciones establecidas en la presente resolución. 
 
4.-   Que, no se faculta a su titular para efectuar ocupación del sector, ni para la instalación y 

operación del emisario submarino, sin contar previamente con el correspondiente Decreto de Concesión 
Marítima, otorgado por el Ministerio de Defensa Nacional (Subsecretaría de Marina), conforme lo dispone el 
D.S. (M) N° 660 de 1988, sin perjuicio de otras autorizaciones que deba solicitar el titular de ésta a otros 
organismos públicos para la ejecución de ciertas obras, de acuerdo a las leyes o reglamentos vigentes. 

 

5.-    La presente resolución está sujeta a un cobro de US$ 46.58, conforme a lo dispuesto por el 
D.S. (M.) N° 427, de fecha 25 de Junio de 1979. 

 
 

ANÓTESE, PUBLÍQUESE Y COMUNÍQUESE a quienes corresponda, para su 
conocimiento y cumplimiento. 
 
 
 

POR ORDEN DEL SR. DIRECTOR GENERAL 
 
 
 
 

(Fdo.) 
 
 

NILTTON DURÁN SALAS 
CAPITÁN DE NAVÍO LT 

DIRECTOR DE INTERESES MARÍTIMOS 
Y MEDIO AMBIENTE ACUÁTICO 
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D.G.T.M. Y M.M. ORDINARIO N° 12600/168  VRS. 
 
 

OTÓRGASE EL PERMISO AMBIENTAL 
SECTORIAL AL QUE SE REFIERE EL ART. N° 73 
DEL REGLAMENTO DEL SISTEMA DE 
EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL A LA 
EMPRESA MINERA ESCONDIDA LTDA., 
“PLANTA DESALINIZADORA INDUSTRIAL”, 
PARA DESCARGAR SALMUERA EN AGUAS 
SOMETIDAS A LA JURISDICCIÓN NACIONAL 
EN EL LUGAR Y CONDICIONES QUE SE INDICA. 

 
 
 
VALPARAISO, 8 de Febrero de 2005. 
 
 
 
  VISTO: lo dispuesto en el artículo 142 del D.L. N° 2.222 del 21 de Mayo de 1978, Ley de 
Navegación; artículo 140 del D.S. (M) N° 1 del 6 de Enero de 1992, Reglamento para el Control de la 
Contaminación Acuática; artículos 3 y 4 del Convenio Internacional para la Protección del Medio Marino y 
Zonas Costeras del Pacífico Sudeste, promulgado por D.S. N° 296 del 20 de Marzo de 1986 y publicado en el 
D.O. el 14 de Junio de 1996; el artículo VI del Protocolo para la Protección del Pacífico Sudeste contra la 
Contaminación proveniente de Fuentes Terrestres y sus Anexos, promulgado por D.S. N° 295 de 1986 y 
publicado en el D.O. del 19 de Junio de 1986; la Ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, 
publicada en el D.O. Nº 34.810, del 9 de marzo de 1994; D.S. N° 95 del 21 de Agosto de 2001, que modifica 
el Reglamento sobre el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental; D.S. N° 90 del 30 de Mayo del 2000 
(MINSEGPRES), Norma de Emisión para la Regulación de Contaminantes Asociados a las Descargas de 
Residuos Líquidos a Aguas Marinas y Continentales Superficiales y, 
 
 
 

CONSIDERANDO: 
 
 

1.-   Los antecedentes presentados por la empresa Minera Escondida Ltda., para la descarga 
directa al mar de salmuera, proveniente de la “Planta Desalinizadora Industrial”, que forma parte del proyecto 
“Lixiviación de Sulfuros”; en el área comprendida en la jurisdicción de la Gobernación Marítima de 
Antofagasta.  

 
2.-   La Resolución Exenta N° 0136/2003, de fecha 8 de Septiembre de 2003, de la Comisión 

Regional de Medio Ambiente de la II Región de Antofagasta, que se pronuncia favorablemente respecto del 
Estudio de Impacto Ambiental del proyecto “Lixiviación de Sulfuros”, sus Adenda, incluyendo sus anexos, y 
el Informe Consolidado de Evaluación de la empresa Minera Escondida Ltda., la cual certifica que cumple 
todos los requisitos de la normativa nacional ambiental. 

 
3.-   Lo expresado por el Gobernador Marítimo de Antofagasta, mediante memorándum Ord. N° 

12.600/22, de fecha 26 de Enero del 2005. 
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R E S U E L V O : 
 

 
 

1.-   OTÓRGASE a la empresa Minera Escondida Ltda., Permiso Ambiental Sectorial, para su 
proyecto “Lixiviación de Sulfuros”, para descargar la salmuera proveniente de la Planta Desalinizadora 
Industrial, ubicada en el sector de las instalaciones industriales del Terminal de Embarque Coloso, en la 
jurisdicción de la Gobernación Marítima de Antofagasta, bajo las condiciones y prevenciones que a 
continuación se indica: 
 
 
a.- El Proyecto consiste en la implementación de una planta desalinizadora de agua de mar mediante el 

proceso de osmosis inversa, con una eficiencia estimada de 50%. 
 
b.- El efluente corresponde a agua de rechazo (salmuera) la cual será descargada al mar, a través de un 

emisario submarino, con un difusor de boquilla, aproximadamente a 440 metros de la línea de costa, el 
que se encontrará ubicado a una profundidad mínima de 10 metros, quedando el primer punto de 
descarga del difusor a lo menos 30 metros mar adentro de la ZPL y, en las siguientes coordenadas: 

 
UTM Geográficas 
Norte (m) Este (m) Latitud Sur Longitud Weste 
7.371.981 349.964 23° 45’ 21,43” 70° 28’ 19,86” 

 
 
c.- La Empresa deberá considerar las condiciones de invierno, en la que se produce el mayor ancho de la 

ZPL, donde la altura de la ola rompiente (Hb), tiende a ser mayor, con un valor máximo de 276,58 m.  
 
d.- Se dará cumplimiento a la Norma de Emisión para la Regulación de Contaminantes Asociados a las 

Descargas de Residuos Líquidos a Aguas Marinas y Continentales Superficiales (Decreto Nº 90/2000 
MINSEGPRES), fuera de la Zona de Protección Litoral (ZPL). 

 
e.- Una vez entrada en operación la Planta Desalinizadora, se efectuará la caracterización de la descarga 

de acuerdo a la Tabla “Establecimiento Emisor”, del punto 3.7, del D.S. Nº 90/2000; el lugar de la 
toma de muestra considerará una cámara o dispositivo, de fácil acceso, especialmente habilitada para 
tal efecto y que no será afectada por el Cuerpo Receptor (pág. 60, del Informe Consolidado).  

 
f.- El Titular se ha comprometido a efectuar un Plan de Monitoreo del Medio Marino circunscrito al 

monitoreo de los efectos de la descarga de salmuera, tanto en la columna de agua como en el medio 
biótico, sin perjuicio del Plan de Vigilancia Ambiental ya existente.  

 
g.- El monitoreo a efectuar en cumplimiento del Decreto Supremo Nº 90/2000, se verificará en la descarga 

de salmuera de la planta desalinizadora, de acuerdo a lo señalado en la Tabla Nº 5 del mencionado 
cuerpo legal, considerando los siguientes parámetros: Sólidos Suspendidos Totales, Aluminio, 
Arsénico, Cadmio, Cobre, pH y Zinc. 

 
 

2.-    La Autoridad Marítima de Antofagasta, será responsable del control, fiscalización y 
cumplimiento de los aspectos y condiciones establecidas en la presente resolución. 
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3.-    Que, la presente resolución no faculta a su titular para efectuar ocupación del 

sector, ni para la instalación y operación del emisario submarino, sin contar previamente con el 
correspondiente Decreto de Concesión Marítima, otorgado por el Ministerio de Defensa Nacional 
(Subsecretaría de Marina), conforme lo dispone el D.S. (M) N° 660 de 1988, sin perjuicio de otras 
autorizaciones que deba solicitar el titular de ésta a otros organismos públicos para la ejecución de ciertas 
obras, de acuerdo a las leyes o reglamentos vigentes. 

 

4.-     La presente resolución está sujeta a un cobro de US$ 158,36, conforme a lo 
dispuesto por el D.S. (M.) N° 427, de fecha 25 de Junio de 1979. 

 
 
ANÓTESE, PUBLÍQUESE Y COMUNÍQUESE a quienes corresponda, para su 

conocimiento y cumplimiento. 
 
 
 

POR ORDEN DEL SR. DIRECTOR GENERAL 
 
 

(Fdo.) 
 
 
 
JUAN PABLO HEUSSER RISOPATRÓN 

CAPITÁN DE NAVÍO LT 
DIRECTOR DE INTERESES MARÍTIMOS 

Y MEDIO AMBIENTE ACUÁTICO SUBROGANTE 
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D.G.T.M. Y M.M. ORDINARIO Nº 12.600/169  VRS.  

 
 

 APRUEBA  PLAN DE CONTINGENCIA PARA EL 
CONTROL DE DERRAMES DE 
HIDROCARBUROS DE LA EMPRESA PESQUERA 
EL GOLFO S.A. - TALCAHUANO. 

 
 
 
VALPARAÍSO,  8 de Febrero de 2005. 
 
 
 
  VISTO: la solicitud presentada por la empresa Pesquera El Golfo S.A., lo informado por el 
Departamento de Preservación del Medio Ambiente Acuático y Combate a la Contaminación, respecto al 
cumplimiento del Capítulo 2°, Titulo III del Reglamento para el Control de la Contaminación Acuática (D.S.(M) 
N° 1 de 06-ENE-92), y teniendo presente las facultades que me confiere el D.L. N° 2.222, Ley de Navegación, de 
fecha 21 de Mayo de 1978, 
 
 
 
  R E S U E L V O: 
 
 
 

1.-   APRUÉBASE el Plan de Contingencia para el control de derrames de hidrocarburos de la 
empresa Pesquera El Golfo S.A., para la bomba surtidora de petróleo diesel ubicada en el Molo Blanco - 
Talcahuano, quién será responsable ante la Autoridad Marítima en los aspectos de contaminación de esta 
instalación. 
 
  El antes citado plan contiene los lineamientos básicos recomendados por la Organización 
Marítima Internacional y la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, para asegurar 
una respuesta oportuna y efectiva ante la amenaza de un derrame de productos líquidos contaminantes o 
susceptibles de contaminar. 
 

2.-   Toda actualización que presente el plan, deberá ser registrada en la Ficha de Actualización, 
adjunta a la presente resolución, conforme al procedimiento establecido en la Directiva DGTM. Y MM. A-
53/002 de fecha 5 de Febrero del 2003. De igual manera, cada vez que se utilice éste para responder a un 
suceso, se evaluará su eficiencia y se realizarán las modificaciones que corresponda. 

 
3.-   El Plan de Contingencia con la presente resolución aprobatoria y su respectiva Ficha de 

Actualización, deberá encontrarse en la empresa, quién tendrá que mantenerlos ordenados, actualizados y en un 
número suficiente de copias las que deberán ser entregadas para su distribución al encargado de la estación de 
servicio y a la Autoridad Marítima local. 
 

4.-   El plan sólo puede ser modificado con aprobación de la Autoridad Marítima Nacional, 
debiendo la empresa hacer llegar a esta Dirección General los antecedentes para su posterior resolución. 

 
5.-  El uso de dispersantes para la lucha contra la contaminación aprobados por la Dirección General, 

deberán estar previamente autorizados por la Autoridad Marítima, para lo cual se contará con los elementos y 
sistemas necesarios para su correcta aplicación en el medio acuático, acorde a las prescripciones que para 
cada producto se determinen. 
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6.-   La presente resolución está sujeta a un cobro de US$ 37.26, conforme a lo dispuesto por el 

D.S. (M.) N° 427, de fecha 25 de Junio de 1979. 
    
 

   ANÓTESE y COMUNÍQUESE a quienes corresponda para su conocimiento y cumplimiento. 
 
 
 

     POR ORDEN DEL SR. DIRECTOR GENERAL 
 
 

     (Fdo.) 
 
 
 

     JUAN PABLO HEUSSER RISOPATRÓN 
     CAPITÁN DE NAVÍO LT 

     DIRECTOR DE INTERESES MARÍTIMOS Y 
     MEDIO AMBIENTE ACUÁTICO  SUBROGANTE 
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D.G.T.M. Y M.M. ORDINARIO Nº 12.600/170  VRS. 

 
 

APRUEBA PLAN DE EMERGENCIA DE A 
BORDO EN CASO DE CONTAMINACIÓN POR 
HIDROCARBUROS DE LA LANCHA “ANOKA”.  

 
 
 
VALPARAÍSO,  8 de Febrero de 2005. 
 
 
 
  VISTO: la solicitud presentada por la empresa Ian Taylor y Cía S.A., lo informado por el 
Departamento de Preservación del Medio Ambiente Acuático y Combate a la Contaminación, respecto al 
cumplimiento del artículo 12 del D.S. (M) N° 1, Reglamento para el Control de la Contaminación Acuática, del 6 
de Enero de 1992 y, teniendo presente las facultades que me confiere el D.L. N° 2.222, Ley de Navegación, de 
fecha 21 de Mayo de 1978, 
 
 
 
  R E S U E L V O: 
 
 
 

1.-   APRUÉBASE el Plan de Emergencia de a bordo en caso de contaminación por hidrocarburos 
de la LANCHA ANOKA (CB 8315) TRG 122 de Bandera Nacional, propiedad de la empresa Ian Taylor y Cía 
S.A., el cual contiene los lineamientos básicos recomendados por la Dirección General del Territorio Marítimo y 
de Marina Mercante, para asegurar una respuesta oportuna y efectiva ante la amenaza de un derrame de 
hidrocarburos. 
 
 

2.-   Toda actualización que presente el plan, deberá ser registrada en la Ficha de Actualización, 
adjunta a la presente resolución, conforme al procedimiento establecido en la Directiva DGTM. Y MM. A-
53/002 de fecha 5 de Febrero del 2003. De igual manera, cada vez que se utilice éste para responder a un 
suceso, se evaluará su eficiencia y se realizará las modificaciones que corresponda. 

 
 
 

3.-   El Plan de Emergencia, deberá encontrarse a bordo junto con una copia de la presente 
resolución aprobatoria y de la Ficha de Actualización, entregada al Oficial de Cargo, el que deberá mantenerlo 
ordenado y actualizado. 

 
 
 
4.-   El plan sólo puede ser modificado con aprobación de la Autoridad Marítima Nacional, 

debiendo el Armador hacer llegar a esta Dirección General, los antecedentes para su posterior resolución. 
 
 
 
5.-   La presente resolución está sujeta a un cobro de US$ 37.26, conforme a lo dispuesto por el 

D.S. (M.) N° 427, de fecha 25 de Junio de 1979. 
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   ANÓTESE y COMUNÍQUESE a quienes corresponda, para su conocimiento y cumplimiento. 

 
 
 

POR ORDEN DEL SR. DIRECTOR GENERAL 
 
 
 

(Fdo.) 
 
 
 
JUAN PABLO HEUSSER RISOPATRÓN 

CAPITÁN DE NAVÍO LT 
DIRECTOR DE INTERESES MARÍTIMOS Y 

MEDIO AMBIENTE ACUÁTICO  SUBROGANTE 
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D.G.T.M. Y M.M. ORDINARIO Nº 12.600/171  VRS. 

 
 

APRUEBA PLAN DE CONTINGENCIA POR 
DERRAME DE HIDROCARBUROS Y MEZCLAS 
OLEOSAS DE LA EMPRESA ECOSUR S.A.. 

 
 
 
VALPARAÍSO,  8 de Febrero de 2005. 
 
 
 
  VISTO: lo presentado por la empresa ECOSUR S.A., lo señalado en el artículo 15 del D.S. (M) 
N°1 del 06-ENE-92, lo dispuesto en el Título I del Reglamento para el Control de la Contaminación Acuática, 
teniendo presente las facultades que me confiere el D.L. No 2.222, Ley de Navegación, de fecha 21 de Mayo de 
1978, 
 
 
  R E S U E L V O: 
 
 

1.-   APRUÉBASE el Plan de Contingencia por derrame de hidrocarburos y mezclas oleosas de 
la empresa ECOSUR S.A., quién será responsable ante la Autoridad Marítima en los aspectos de seguridad y 
contaminación de los sectores involucrados en las faenas de retiro de mezclas oleosas. 

 
El antes citado Plan, contiene los lineamientos básicos respecto a la adopción de medidas 

tendientes, en caso de accidentes, a prevenir la contaminación o minimizar sus efectos, producto de derrames 
de sustancias contaminantes en aguas de jurisdicción nacional. 

 
 

2.-   Toda actualización que presente el plan, deberá ser registrada en la Ficha de Actualización, 
adjunta a la presente resolución. De igual manera, cada vez que se utilice el Plan para responder a un suceso, se 
evaluará su eficiencia y se realizará las modificaciones que corresponda. 

 
 

3.-   El Plan de Contingencia con la presente resolución aprobatoria y su respectiva Ficha de 
Actualización, deberá encontrarse en la empresa, quién tendrá que mantenerlos ordenados y actualizados.  

 
   Asimismo, se mantendrá un número suficiente de copias actualizadas las que deberán ser 

entregadas para su distribución a los responsables de las  operaciones de retiro, almacenamiento y transporte de 
mezclas oleosas en los puertos de jurisdicción de la Gobernación Marítima de Talcahuano, y a las 
correspondientes Autoridades Marítimas locales en cuyas jurisdicciones opere la empresa. 
 
 

4.-   El Plan sólo puede ser modificado con aprobación de la Autoridad Marítima Nacional, 
debiendo la empresa hacer llegar a la Dirección General los antecedentes para su posterior resolución. 
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5.-   Para el control de derrames frente a las operaciones de retiro de mezclas oleosas, la empresa 

deberá mantener un stock de material sorbente suficiente que permita controlar, en un primer momento, un 
derrame de las características presentadas en el plan. 

 
 
6.-   La presente resolución está sujeta a un cobro de US$ 37.26, conforme a lo dispuesto por el 

D.S. (M.) N° 427, de fecha 25 de Junio de 1979. 
 
 
   ANÓTESE, REGÍSTRESE y COMUNÍQUESE a quienes corresponda para su conocimiento y 

cumplimiento. 
 
 
 

POR ORDEN DEL SR. DIRECTOR GENERAL 
 
 

(Fdo.) 
 
 

 
JUAN PABLO HEUSSER RISOPATRÓN 

CAPITÁN DE NAVÍO LT 
DIRECTOR DE INTERESES MARÍTIMOS Y 

MEDIO AMBIENTE ACUÁTICO  SUBROGANTE 
                                  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
D.G.T.M .Y  M.M. 
BOL. INF. MARIT. 2/2005 
 

18

 
DGTM.Y MM. ORDINARIO N° 1300/ 2           VRS. 

 
 

NOMBRA ALCALDE DE MAR DE ISLAS 
WOLLASTON. 

 
 

 
VALPARAÍSO, 09 de Febrero de 2005. 
 
 
 
 VISTO: el oficio G.M.P.W. Y A.CH. Ord. N°  1120/1 DGTM. Y MM. de fecha 
03 de febrero del 2005; el mensaje DIRECPERS R-271102-MAY-03;  la resolución DGTM. Y MM. Ord. N° 
12.000/63 Vrs. de fecha 29 de diciembre del 2004; la directiva DGTM. Y MM. P-12/004; teniendo presente 
las facultades que me confiere el Decreto con Fuerza de Ley N° 292, de 1953 y el Decreto Ley N° 2.222, de 
1978, 
 
 

 R   E   S   U   E   L   V   O: 
 
 

1.-  NÓMBRASE Alcalde de Mar en el lugar y entre las fechas que se indica, al 
siguiente personal de Gente de Mar: 

 
 DESDE EL 14 DE FEBRERO AL 15 DE ABRIL DEL 2005. 
 

ISLAS WOLLASTON: C1 (Mc.Mq.)  Wilson TAPIA Arancibia      NPI. 570893-6. 
 

 
2.-  DECLÁRASE que en el desempeño de sus funciones dependerá del CAPITÁN 

DE PUERTO DE PUERTO WILLIAMS, quien le impartirá las instrucciones sobre fiscalización, 
cumplimiento de las Leyes y Reglamentos Marítimos. 

 
 
  ANÓTESE,  comuníquese y  notifíquese a quienes corresponda, para su 

conocimiento y cumplimiento. 
 

 
 
        Fdo. 

 
 ERWIN FORSCH ROJAS 
 CONTRAALMIRANTE LT 

                                                            DIRECTOR GENERAL SUBROGANTE  
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DECRETO SUPREMO 
 
 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
 

Subsecretaría de Marina 
 

CORRIGE D.S. (M) Nº 79, DE 2004, QUE MODIFICO EL D.S. (M) Nº 371, DE 1993, QUE FIJO LAS 
AREAS APROPIADAS PARA EL EJERCICIO DE LA ACUICULTURA, 

EN LA X REGION DE LOS LAGOS 
 

(D.O. Nº 38.079, de 5 de Febrero de 2005) 
 
 

Núm. 348.- Santiago, 30 de noviembre de 2004.- Visto y teniendo presente: 
 
1.  El D.S. (M) Nº 79, de fecha 22 de marzo de 2004, que modificó el D.S. (M) Nº 371, de 1993, que 

fijó las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en la Xª Región de Los Lagos. 
2. Lo dispuesto en el D.F.L. N° 340, de 1960 sobre Concesiones Marítimas, y en el artículo 67 de la 

Ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, y sus modificaciones. 
3. El D.S. Nº 19, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 
4. Lo informado por el Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada (SHOA), en su oficio 

D.SHOA Ord. Nº 12.210/07/17 SSM, de fecha 28 de octubre de 2003, respecto de la transformación 
y certificación de coordenadas geográficas de áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en 
la Xª Región de Los Lagos, en el sector denominado Norweste Península Huequi. 

5. Lo señalado en el D.S. (M) Nº 79, de 2004, respecto de las coordenadas Longitud W., del sector 
denominado Norweste Península Huequi. 

6. Que, las citadas coordenadas transcritas en el D.S. (M) Nº 79, de 2004, no corresponden a lo 
informado por el SHOA en documento indicado en punto Nº 4. 

7. Que, debido al error en la transcripción de las coordenadas informadas por el SHOA, se hace 
necesario corregir el D.S. (M) Nº 79, de 2004, 

 
 

D e c r e t o : 
 
 

Artículo único: Corrígese el D.S. (M) Nº 79, de fecha 22 de marzo de 2004, que modificó el D.S. 
(M) Nº 371 de 1993, que fijó las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en la Xª Región de Los 
Lagos, en la siguiente forma : 
 

Sustitúyase en el número 3.2.- Área: Golfo de Ancud (Plano Nº 15), donde dice: 
 

Sector: Norweste Península Huequi. 
 
Punto   Latitud S.   Longitud W. 
1   42° 19’ 24,00’’  73° 50’ 20,00’’ 
2   42° 19’ 39,00’’   73° 50’ 20,00’’ 
3   42° 19’ 29,00’’  73° 51’ 02,00’’ 
4   42° 17’ 31,00’’  73° 51’ 10,00’’ 
5   42° 12’ 42,00’’  73° 44’ 45,00’’ 
6   42° 12’ 15,00’’  73° 42’ 15,00’’ 
7   42° 13’ 33,00’’  73° 42’ 15,00’’ 
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Por lo siguiente: 
 
Sector: Norweste Península Huequi. 

 
Punto  Latitud S.  Longitud W. 
1  42° 19’ 24,00’’  72° 50’ 20,00’’ 
2  42° 19’ 39,00’’  72° 50’ 20,00’’ 
3  42° 19’ 29,00’’  72° 51’ 02,00’’ 
4  42° 17’ 31,00’’  72° 51’ 10,00’’ 
5  42° 12’ 42,00’’  72° 44’ 45,00’’ 
6  42° 12’ 15,00’’  72° 42’ 15,00’’ 
7  42° 13’ 33,00’’  72° 42’ 15,00’’ 
 
 

Anótese, tómese razón, comuníquese, regístrese en el Ministerio de Bienes Nacionales y publíquese 
en el Diario Oficial.- Por orden del Presidente de la República, Jaime Ravinet de la Fuente, Ministro de 
Defensa Nacional. 
 

Lo que se transcribe para su conocimiento, Carlos Mackenney Urzúa, Subsecretario de Marina. 
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

 
Subsecretaría de Marina 

 
 

DECLARA AREA MARINA Y COSTERA PROTEGIDA “PUNTA MORRO-DESEMBOCADURA 
RIO COPIAPO” UN SECTOR DE LA COSTA DE LA III REGION DE ATACAMA ENTRE PUNTA 

MORRO Y LA DESEMBOCADURA DEL RIO COPIAPO Y TERRENOS DE PLAYA FISCALES 
DE LA ISLA CHATA CHICA E ISLA GRANDE 

 
(D.O. Nº 38.079, de 5 de Febrero de 2005) 

 
 

Núm. 360.- Santiago 9 de diciembre de 2004.-  
 
Vistos y teniendo presente: Lo dispuesto en el artículo 32º N° 8 y 19 Nº 8 de la Constitución Política 

de la República de Chile; el D.F.L. Nº 340, de 1960, sobre Concesiones Marítimas y su Reglamento, el D.S. 
(M) Nº 660, de 1988; el D.F.L. Nº 292, de 1953, que fijó el texto refundido de la Ley Orgánica de la 
Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante; el D.L. Nº 2.222, de 1978, Ley de 
Navegación; la Ley Nº 19.300 de Bases Generales del Medio Ambiente; el D.L. Nº 1.939, sobre Adquisición, 
Administración y Disposición de los Bienes del Estado; la Ley N° 18.892 y sus modificaciones, Ley General 
de Pesca y Acuicultura; el D.S. (M) Nº 1, de 1992, Reglamento para el control de la Contaminación Acuática; 
el D.S.(M) Nº 475, de 1994, que establece la Política Nacional deUso del Borde Costero del Litoral de la 
República; el D.S. Nº 1.963, de 1994, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que promulgó el Convenio 
sobre Diversidad Biológica; el D.S. Nº 771, de 4 de septiembre de 1981, del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, que promulgó la Convención sobre Zonas Húmedas denominada “Ramsar”; el D.S. N° 868, de 14 
de octubre de 1981, que ratificó la Convención para la Conservación de Especies Migratorias de la Fauna 
Salvaje; el Oficio ORD. DJ. Nº 040678/04, de 01 de abril de 2004, de la Directora Ejecutiva de la Comisión 
Nacional del Medio Ambiente; los DD.SS. (M) Nos. 414 y 415, ambos de 1999; el pronunciamiento de la 
Comisión Regional de Uso del Borde Costero, remitido en el Oficio ORD. Nº 387, de 31 de mayo de 2004; el 
Acuerdo adoptado en la sesión Nº 1/2004, de fecha 10 de agosto de 2004, de la Comisión Nacional de Uso del 
Borde Costero del Litoral de la República, que aprobó el proyecto presentado por la Comisión Nacional del 
Medio Ambiente;  
 
 

Considerando: 
 
 

Las facultades que le asisten al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, en relación 
con el control, fiscalización y supervigilancia de toda la costa y mar territorial de la República y la 
administración de los bienes y espacios que conforman el Borde Costero del Litoral de la República. 

 
Que los objetivos generales de la Política Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral de la 

República, establecida en el artículo 1º del D.S. (M) Nº 475, de 1994, son propender al desarrollo de los 
recursos y riquezas de cada área del litoral en consideración a su realidad geográfica; a la protección y 
conservación del medio ambiente marítimo, terrestre y aéreo; a una adecuada compatibilización y desarrollo 
equilibrado de las múltiples actividades que se realizan o puedan realizarse en esta zona, acorde con los 
intereses regionales, locales y sectoriales; y, contribuir a la identificación de las perspectivas y proyecciones 
futuras de cada una de las actividades que precisen ser ejecutadas en los espacios territoriales que conforman 
el borde costero, para evitar su uso inadecuado o inconveniente, tomando en consideración que éste constituye 
un recurso limitado y escaso. 
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Que el ordenamiento y definiciones que se adopten de acuerdo a la determinación de usos 

preferentes del Borde Costero, deben considerar prioritariamente aquellas áreas sobre las cuales el Estado 
estime necesario resguardar o reservar para proyectos futuros, mediante la implementación de un 
procedimiento de afectación que tienda a la debida protección de los espacios vulnerables y amenazados del 
patrimonio ambiental y natural del país. 
 

Que el Estado debe administrar un Sistema Nacional de Areas Silvestres Protegidas, con el objeto de 
asegurar la diversidad biológica, en todos sus aspectos: recursos genéticos, especies y ecosistemas; tutelar la 
preservación de la naturaleza, mediante el establecimiento de políticas, planes y programas destinados a 
asegurar la mantención de las condiciones que hacen posible la evolución y el desarrollo de las especies y de 
los ecosistemas del país; y conservar el patrimonio ambiental y los componentes del medio ambiente, 
especialmente aquellos propios del país que sean únicos, escasos o representativos, con el objeto de asegurar 
su permanencia y su capacidad de regeneración. 

 
Que el Convenio sobre Diversidad Biológica dispone que cada Estado parte deberá  establecer un 

sistema de áreas protegidas a fin de adoptar medidas especiales para conservar la diversidad biológica; 
elaborará directrices para la selección, el establecimiento y la ordenación de áreas protegidas; reglamentará o 
administrará los recursos biológicos importantes para la conservación de la diversidad biológica; promoverá 
la protección de ecosistemas y hábitat naturales y el mantenimiento de poblaciones viables en entornos 
naturales; y, promoverá un desarrollo ambientalmente adecuado y sostenible en zonas adyacentes a áreas 
protegidas, con miras a aumentar la protección de esas zonas. 

 
Que por “área protegida”, se entiende un área definida geográficamente que haya sido designada o 

regulada a fin de alcanzar objetivos específicos de conservación. 
 

Que el establecimiento del Área Marina y Costera Protegida “PUNTA MORRO-
DESEMBOCADURA RIO COPIAPÓ” ubicada en un sector de la costa de la IIIª Región de Atacama, entre 
Punta Morro y la desembocadura del río Copiapó y terrenos de playa fiscales de la Isla Chata Chica e Isla 
Grande, se enmarca dentro de un Proyecto GEF (Fondo para el Medio Ambiente Mundial), que considera la 
creación a lo largo de la costa chilena de áreas colocadas bajo protección oficial, en la que puedan conciliarse 
los principios de conservación del patrimonio ambiental, de preservación de la naturaleza y de protección del 
medio ambiente, con el desarrollo sustentable de actividades. 
 

Que sobre la base de la investigación y estudios realizados, la Comisión Nacional del Medio 
Ambiente, la Subsecretaría de Marina, la Subsecretaría de Pesca, el Servicio Nacional de Pesca y el 
Ministerio de Bienes Nacionales, han acordado desarrollar un conjunto de acciones destinadas a crear el Área 
Marina y Costera Protegida “PUNTA MORRO-DESEMBOCADURA RIO COPIAPÓ” e implementar un 
Plan General de Administración asociado a las actividades de conservación, ciencia y turismo, designando a 
la Comisión Nacional del Medio Ambiente como ente coordinador de dicho Plan. 
 

Que el área materia de afectación, es representativa de sistemas de importancia global y regional, y 
contiene los hábitat característicos del sistema de surgencias costeras de la corriente de Humboldt y de los 
ambientes submareales e intermareales del norte de Chile. Además, comprende sistemas de Islas, 
promontorios rocosos, humedales, salinas costeras, costas rocosas expuestas, semi-expuestas y playas de 
arena que constituyen lugares de importancia para la conservación de la biota marina. 
 

Que el conjunto de características geomorfológicas, oceanográficas y de hábitat del área en cuestión, 
le confieren carácter de generador de propágulos (larvas, esporas, estructuras reproductivas) para repoblar las 
áreas aledañas y mantener la diversidad y abundancia de las comunidades costeras, otorgándole un alto valor 
científico. 
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Que el área afectada es lugar de residencia permanente para poblaciones de especies en distintas 

categorías de conservación como: pato yunco (Pelecanoides gamotii), pingüino de Humboldt (Spheniscus 
humboldti), chungungo (Lontra felina), delfín nariz de botella (Tursiops truncatus), lobo marino (Otaria 
flavescens), y zorro chilla (Pseudalopex griseus), otorgándole al área un gran valor para el turismo de 
observación de la naturaleza. 
Que los bienes nacionales de uso público comprendidos en el área antes indicada, sólo pueden ser susceptibles 
de actos de administración por parte del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina,  
correspondiéndole, en consecuencia, a esta repartición materializar su declaración bajo la categoría de Área 
Marina y Costera Protegida. 
 
 

D e c r e t o : 
 
 

1.- Declárase Área Marina y Costera Protegida PUNTA MORRO-DESEMBOCADURA RIO 
COPIAPÓ, las porciones de agua, el fondo de mar, las rocas, la playa y los terrenos de playas fiscales que 
corresponden a los sectores comprendidos en el borde costero de la IIIª Región de Atacama entre Punta Morro 
( 27º 06’ 21,5’’ S. ; 70º 55’ 43,2’’ W.) y la ribera sur de la desembocadura del Río Copiapó ( 27º 19’ 24,5’’ S. 
; 70º 56’ 1,0’’ W.), junto con las superficies correspondientes a terrenos de playa fiscales de la Isla Chata 
Chica e Isla Grande. 
 

2.- En su parte marina, considera la columna de agua, fondo de mar y rocas contenidas en el 
polígono resultante de la proyección circular con radios de media milla proyectados a partir de la línea de 
base desde los puntos notables individualizados en la Tabla I del Informe Técnico que es parte integrante de 
este decreto, y la playa contigua a dicho polígono. 
La cabida terrestre del área es de 290,03 has. y la marina de 3.549,01 has., con un total de 3.839,04 has. en su 
conjunto. 
 

3.- La carta identificada SSM-AMCP-PTA.MORRO-RÍO COPIAPÓ-002, contiene la representación 
gráfica resultante del área a ser afectada como Área Marina y Costera Protegida, confeccionada sobre Base 
Cartográfica del Instituto Geográfico Militar IGM, cartas digitales Nº 2700-7045, Caldera (C-79), y Nº 2715-
7045, Puerto Viejo (C-90), Datum PSAD-56, 1ª ED. 1973, Proyección Universal Transversal de Mercator – 
UTM, de propiedad de la Subsecretaría de Marina. 
 
 

TABLA I 
 

VERTICES NOTABLES DEL ÁREA MARINA Y COSTERA PROTEGIDA PUNTA MORRO – 
DESEMBOCADURA RIO COPIAPO 

 
COORDENADAS GEOGRAFICAS 

 
Puntos    Latitud    Longitud 
 
1    27º7'40,35’’   70º56'08,2’’ 
2    27º7'40,31’’  70º56'11,1’’ 
3    27º20'44,3’’  70º56'08,47’’ 
4     27º20'44,8’’  70º57'34,3’’ 
5    27º19'40’’   70º57'37,6’’ 
6    27º18'17,7’’  70º57'26,6’’ 
7    27º17'23,8’’  70º58'50,6’’ 
8    27º17'38,5’’  70º58'06,53’’ 
9    27º17'53,4’’  70º59'59,5’’ 
10    27º16'06,05’’  70º58'0,47’’ 
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11    27º16'25,3’’  70º58'17,5’’ 
12    27º16'36,9’’  70º58'18,5’’ 
13    27º16'36,9’’  70º58'18,5’’ 
14    27º16'40,4’’  70º58'08,5’’ 
15    27º16'46,7’’  70º59'59,9’’ 
16    27º16'32,8’’  70º59'30,5’’ 
17    27º16'38,2’’  70º59'07,68’’ 
18    27º16'56,5’’  70º60'52,4’’ 
19    27º15'19,1’’  70º60'50,0’’ 
20    27º15'30,0’’  70º60'50,5’’ 
21    27º15'47,2’’  70º60'57,1’’ 
22     27º14'07,45’’  70º59'12,7’’ 
23    27º14'12,5’’   70º59'27,4’’ 
24    27º14'29,7’’  70º59'46,6’’ 
25    27º14'32,0’’  70º58'0,28’’ 
26    27º14'30,0’’  70º58'12,6’’ 
27    27º14'47,4’’  70º58'15,3’’ 
28    27º13'0,’’  70º58'25,4’’ 
29    27º13'4,51’’  70º58'32,8’’ 
30    27º13'12,5’’  70º58'28,9’’ 
31    27º13'24,5’’  70º58'24,8’’ 
32    27º13'45,4’’  70º59'47,2’’ 
33    27º13'56,4’’  70º59'37,9’’ 
34    27º12'18,3’’  70º59'27,5’’ 
35    27º12'45,0’’  70º59'06,8’’ 
36    27º11'8,49’’  70º59'15,5’’ 
37    27º11'19,9’’  70º59'12,3’’ 
38    27º11'30,9’’  70º59'13,7’’ 
39    27º10'7,87’’  70º59'05,89’’ 
40    27º10'38,0’’  70º59'28,1’’ 
41    27º10'48,0’’  70º59'48,6’’ 
42    27º10'55,0’’  70º58'01,66’’ 
43    27º9'19,8’’  70º58'09,75’’ 
44    27º9'34,6’’  70º58'25,0’’ 
45    27º9'34,63’’  70º58'25,0’’ 
46    27º9'55,13’’  70º58'16,1’’ 
47    27º8'19,54’’  70º58'24,7’’ 
48    27º8'35,6’’  70º58'38,9’’ 
49    27º8'56,48’’  70º58'48,3’’ 
50    27º7'06,52’’  70º58'56,5’’ 
51    27º7'15,93’’  70º57'0,44’’ 
52    27º7'26,54’’  70º57'05,44’’ 
53    27º7'40,23’’  70º57'15,9’’ 
54    27º7'57,29’’  70º57'33,3’’ 
55    27º6'08,46’’  70º57'54,3’’ 
56    27º6'10,87’’  70º56'08,72’’ 
57    27º20'44,3’’  70º56'11,4’’ 
 
 

4.- Se excluye de esta área los espacios de columna de agua y fondo de mar correspondientes a las 2 
Áreas de Manejo y Explotación de Recursos Bentónicos, denominadas Cisne Sector A y Cisne Sector B, 
establecidas mediante D.S. MINECON Nº 510, de 1997 y los DD.SS. (M) Nos. 414 y 415 ambos de 1999. 
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5.- La declaración de Área Marina y Costera Protegida, dispuesta por el presente decreto, tiene por 

objeto colocar bajo protección oficial los sectores antes singularizados, con el fin de establecer una gestión 
ambiental integrada sobre la base de estudios e inventarios de sus recursos y una modalidad de conservación 
in situ de los ecosistemas y los hábitat naturales, a fin de alcanzar objetivos específicos de conservación. 

 
Para asegurar el cumplimiento de estos objetivos, se implementará un Plan General de 

Administración, que promueva, principalmente, la investigación científica, la educación ambiental y el 
desarrollo sustentable de actividades como el turismo de observación y recreación, que se encuentren 
debidamente reguladas por los organismos competentes. 

 
Corresponderá al Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en uso de sus 

facultades legales, coordinar a los distintos Órganos de la Administración del Estado, que en cumplimiento de 
sus funciones propias, deban concurrir a la elaboración del mencionado Plan General de Administración. 

 
6.- La presente declaración no obsta a la aplicación de las medidas de conservación de recursos 

hidrobiológicos previstas en los artículos 2º, Nº 43; 3º letra d) y Nº 48, letra b), de la Ley Nº 18.892, General 
de Pesca y Acuicultura. Asimismo, no afectará la vigencia de las concesiones mineras de exploración y/o 
explotación, otorgadas de acuerdo al Código de Minería en el subsuelo correspondiente al área afectada, las 
que al momento de iniciar actividades de cualquier índole, deberán someterse al Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental conforme a la ley Nº 19.300 y al Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental. 

 
7.- Las disposiciones contenidas en el presente decreto en ningún caso afectarán la libre navegación 

y las áreas de fondeo. 
 

8.- La Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, deberá adoptar las medidas 
necesarias para la fiscalización del área y el cumplimiento de las disposiciones del presente decreto. 
 

Anótese, tómese razón, comuníquese, regístrese, en el Ministerio de Bienes Nacionales y publíquese 
en el Diario Oficial.- RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República.- Francisco Vidal Salinas, 
Ministro de Defensa Nacional Subrogante.- Eduardo Dockendorff Vallejos, Ministro Secretario General de la 
Presidencia.- Jorge Rodríguez Grossi, Ministro de Economía y Energía. 
 

Lo que se transcribe para su conocimiento, Carlos Mackenney Urzúa, Subsecretario de Marina. 
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

Subsecretaría de Marina 
 

MODIFICA DS (M) 240 DE 1998, QUE FIJO LA NOMINA OFICIAL DE CALETAS DE 
PESCADORES ARTESANALES, EN LA FORMA QUE SE INDICA 

 
(D.O  Nº 38.082, de 9 de Febrero de 2005) 

 
 

Núm. 337.- Santiago, 15 de noviembre de 2004.- Visto y teniendo presente: 
 

a) El artículo 32 Nº 8 de la Constitución Política de la República. 
b) DFL Nº 340, de 1960, Ley de Concesiones Marítimas. 
c) La Política Nacional de Uso del Borde Costero del itoral de la República, aprobado por decreto 
supremo (M) Nº 475, de 1994. 
d) El Instructivo Presidencial Of. (Gab. Pres.) Nº 001, de fecha 31 de enero de 1997, que instruyó a 
los Intendentes Regionales en orden a constituir las Comisiones Regionales de Uso del Borde 
Costero. 
e) Los oficios del Servicio Nacional de Pesca, Ords. Nº 170067802, de fecha 5 de junio de 2002, Nº 
170145302 de fecha 25 de octubre de 2002 y Ord/Xª/Nº 2286 de fecha 19 de diciembre de 2003. 
f) Los oficios de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, Ord. Nº 
12210/48 SSM, de fecha 12 de noviembre de 2002 y Ord. Nº 12210/19 de fecha 30 de marzo de 
2004. 
g) Los oficios de la Dirección de Obras Portuarias, Ord  DOP Nº 1.769, de fecha 13 de noviembre de 
2003 y Ord. DOP Nº 142, de fecha 27 de enero de 2004. 
h) Los oficios de la Comisión Regional de Uso del Borde Costero: III Región, Ord. Nº 390 de fecha 
2 de junio de 2004; IV Región, Ords. Nº SE 04-181 de fecha 5 de marzo de 2004 y Nº SE 04-501 de 
fecha 4 de junio de 2004; V Región, Ord. Nº 11 de fecha 19 de mayo de 2004; X Región, Ord. G.R. 
Nº 001211 de fecha 11 de junio de 2004; XI Región, Or d. Nº 556 de fecha 30 de abril de 2004 y XII 
Región, Ord. Nº 339 de fecha 29 de abril de 2004. 
i) El Acta de la Comisión Nacional de Uso del Borde Costero, correspondiente a la Reunión Nº 
1/2004, de fecha 10 de agosto de 2004. 

 
 

Considerando: 
 
 

a) Que, por DS (M) Nº 240, de 3 de agosto de 1998, se fijó la nómina oficial de caletas de pescadores 
permanentes, situadas en el borde costero del litoral de la República. 
b) Que, resulta necesario actualizar dicha nómina, que establece los lugares de la costa utilizados en 
forma permanente por los pescadores artesanales, en tareas propias de su actividad y hacer más 
eficiente el empleo de los recursos fiscales destinados a apoyarlos. 
c) Que, el art. 2 del DS (M) Nº 240 de 1998, prescribe que la Subsecretaría de Marina propondrá, 
previa consulta a los servicios pertinentes, la incorporación o eliminación de caletas de pescadores 
artesanales a la Comisión Nacional de Uso del Borde Costero. 
d) Que, a través de los documentos citados en e) de los Vistos, el Servicio Nacional de Pesca, solicitó 
la modificación del DS (M) 240 de 1998, en cuanto a incorporar nuevas caletas y eliminar o 
modificar el nombre de las existentes 
e) Que ,en el marco de la Comisión Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral de la República, 
se creó una subcomisión que analizó la modificación solicitada por el Servicio Nacional de Pesca. 
f) Que, el trabajo de la Subcomisión fue presentado y validado ante la Comisión Nacional de Uso del 
Borde Costero en su última Reunión según consta en Acta señalada en i) de los Vistos. 
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g) Que, fueron consultadas las respectivas Comisiones Regionales de Uso del Borde Costero, 
mediante Of. S SM Nº 6025/1690 de fecha 7 de abril de 2004, obteniéndose respuesta según se 
señala en h) de los Vistos, 

 
D e c r e t o: 

 
 

Modifícase el DS (M) Nº 240, de 3 de agosto de 1998, que estableció la nómina oficial de caletas de 
pescadores artesanales , en la forma que se indica: 
 
a) Agrégase al artículo Uno las siguientes caletas: 

 
I REGION DE TARAPACA 
 
Provincia Caleta 
Iquique  Caramucho 
 
II REGION DE ANTOFAGASTA 
 
Provincia Caleta 
Tocopilla  Urcu 
 
VIII REGION DEL BIO-BIO 
 
Provincia Caleta 
Arauco   Morguilla 

Pangue 
Huentelolén 
Antiquina 

 
X REGION DE LOS LAGOS 
 
Provincia Caleta 
Valdivia  Chan-chan 
Llanquihue Chauquear 

Chope 
Aguantao 

Puerto Montt Panitao Bajo 
Palena  Huequi 

Redelhue 
Chiloé  Tac (Isla Tac) 

El Dique 
Pilluco 
Pulelo 
Pullihue 
Alqui 
Mapué 
San José de Tranqui 
Isla Acui 
Blandchard 
Candelaria 
San Antonio de Chadmo 
Santa Rosa 
Auchó 
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XII REGION DE MAGALLANES Y ANTARTICA CHILENA 
 
Provincia Caleta 
Magallanes Barranco Amarillo 
 
 

b) Elimínase del artículo Uno las siguientes caletas: 
 
VIII REGION DEL BIO-BIO 
 
Provincia Caleta 
Concepción Montecristo 

Playa Sur 
 
IX REGION DE LA ARAUCANIA 
 
Provincia Caleta 
Cautín  Río Imperial 

Moncul 
 
X REGION DE LOS LAGOS 
 
Provincia Caleta 
Llanquihue Puluqui Sector 1 

Puluqui Sector 2 
Cochamó 

Chiloé  Isla Tranqui 
Auchac 

 
XII REGION DE MAGALLANES Y ANTARTICA CHILENA 
 
Provincia Caleta 
Magallanes Puerto Palomares 
 
 

c) Reemplázase, en el artículo Uno lo siguiente: 
 
1.- VIII Región 
Provincia: Concepción 
- Donde dice: ‘‘Lota Bajo (Playa de Lota)’’. 
Debe decir: ‘‘Caleta Lota Bajo’’. 
 
2.- X Región 
Provincia: Llanquihue 
- Donde dice: ‘‘Punta Capitanía’’. 
Debe decir: ‘‘Punta Capitanes’’. 
 
Provincia: Chiloé 
- Donde dice: ‘‘Caserío Aucho’’. 
Debe decir: ‘‘Auchac’’. 
- Donde dice: ‘‘Butachauques’’. 
Debe decir: ‘‘San José de Butachauques’’. 
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3.- XI Región 
Provincia: Aysén 
- Donde dice: ‘‘Andrade’’. 
Debe decir: ‘‘Caleta Andrade’’. 
- Donde dice: ‘‘Isla Toto’’. 
Debe decir: ‘‘Caleta Puerto Gala’’. 
 

 
d) Reemplázase, el artículo Dos por el siguiente: 

 
La Subsecretaría de Marina, previa consulta a la Dirección General del Territorio Marítimo y de 

Marina Mercante, a la Dirección de Obras Portuarias, del Ministerio de Obras Públicas y al Servicio Nacional 
de Pesca, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y a la respectiva Comisión Regional de Uso 
del Borde Costero, la que deberá, a su vez, consultar al Municipio involucrado, propondrá a la Comisión 
Nacional de Uso del Borde Costero del Litoral la incorporación o eliminación de caletas de pescadores 
artesanales de la presente nómina oficial. 
 

Anótese, tómese razón, comuníquese, regístrese y publíquese.- RICARDO LAGOS ESCOBAR, 
Presidente de la República.- Jaime Ravinet de la Fuente, Ministro de Defensa Nacional. 
 

Lo que se transcribe para su conocimiento.- Carlos Mackenney Urzúa, Subsecretario de Marina. 
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     Poder Ejecutivo 
 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
 
PROMULGA LA CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA TRANSNACIONAL Y SUS PROTOCOLOS CONTRA EL TRAFICO ILICITO DE 
MIGRANTES POR TIERRA, MAR Y AIRE Y PARA PREVENIR, REPRIMIR Y SANCIONAR LA 
TRATA DE PERSONAS, ESPECIALMENTE MUJERES Y NIÑOS 
 

(D.O. N° 38.088 del 16 de Febrero de 2005) 
 

 
Núm. 342.- Santiago, 20 de diciembre de 2004.- Vistos: Los artículos 32, Nº 17, y 50), Nº 1), de la  
Constitución Política de la República. 
 
Considerando: 
 
Que con fecha 15 de noviembre de 2000 se adoptó la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, y los siguientes Protocolos, que complementan dicha Convención, 
adoptados en igual fecha: 
 

• Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire. 
• Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y    

Niños. 
 

Que dicha Convención y sus Protocolos fueron aprobados por el Congreso Nacional, según consta en 
los oficios Nºs. 4.686, de 4 de diciembre de 2003; 5.116 y 5.117 de 19 de agosto de 2004, respectivamente, de 
la Honorable Cámara de Diputados. 

Que los Instrumentos de Ratificación respectivos se depositaron ante el Secretario General de la 
Organización de las Naciones Unidas con fecha 29 de noviembre de 2004. 

 
Que la aludida Convención se depositó ante el Secretario General de las Naciones Unidas con la 

siguiente Notificación: 
 
‘‘La República de Chile, en cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 3. del artículo 5 de la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, viene en notificar que, 
de conformidad con el ordenamiento jurídico chileno, se requiere la participación de un grupo delictivo 
organizado para penalizar los delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado a), del párrafo 1. del 
artículo 5’’. 

 
Que de igual modo al depositarse dicho Instrumento se designaron las siguientes Autoridades 

Centrales a los efectos de la aplicación de la Convención: 
 
‘‘Conforme a lo dispuesto en el numeral 6. del artículo 31 de la Convención, vienen en designar al 

Ministerio del Interior, con domicilio en el Palacio de la Moneda, Santiago, Chile, como la autoridad nacional 
que puede ayudar a otros Estados Partes a formular medidas para prevenir la delincuencia organizada 
transnacional. 

 
Del mismo modo, conforme a lo dispuesto en el numeral 13. del artículo 18, viene en designar al 

Ministerio de Relaciones Exteriores como Autoridad Central a los efectos recibir solicitudes de asistencia 
judicial recíproca, precisando también de acuerdo al numeral 14. del mismo artículo que, a los efectos 
de las solicitudes, el idioma aceptable para Chile es el idioma español’’. 
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D e c r e t o: 
 

Artículo único: Promúlganse la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, adoptada el 15 de noviembre de 2000, con la Notificación y Designación de 
Autoridades Centrales, y sus Protocolos contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire 
y para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que 
complementan dicha Convención, adoptados en igual fecha; cúmplanse y llévense a efecto como ley y 
publíquese copia autorizada de sus textos en el Diario Oficial. 

 
Anótese, tómese razón, regístrese y publíquese.- RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la 

República.- Ignacio Walker Prieto, Ministro de Relaciones Exteriores. 
Lo que transcribo a US., para su conocimiento.-Demetrio Infante Figueroa, Embajador, Director 

GeneralAdministrativo. 
 
 
CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRALA DELINCUENCIA ORGANIZADA 
TRANSNACIONAL 
 

ARTICULO 1 
   Finalidad 

 
El propósito de la presente Convención es promover la cooperación para prevenir y combatir más 

eficazmente la delincuencia organizada transnacional. 
 

ARTICULO 2 
               Definiciones 

 
Para los fines de la presente Convención: 

 
a) Por ‘‘grupo delictivo organizado’’ se entenderá un grupo estructurado de tres o más personas que 

exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos 
graves o delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con miras a obtener, directa o 
indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material; 

b) Por ‘‘delito grave’’ se entenderá la conducta que constituya un delito punible con una privación de 
libertad máxima de al menos cuatro años o con una pena más grave; 

c) Por ‘‘grupo estructurado’’ se entenderá un grupo no formado fortuitamente para la comisión 
inmediata de un delito y en el que no necesariamente se haya asignado a sus miembros funciones formalmente 
definidas ni haya continuidad en la condición de miembro o exista una estructura desarrollada; 

d) Por ‘‘bienes’’ se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles o 
inmuebles, tangibles o intangibles, y los documentos o instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros 
derechos sobre dichos activos; 

e) Por ‘‘producto del delito’’ se entenderá los bienes de cualquier índole derivados u obtenidos 
directa o indirectamente de la comisión de un delito; 

f) Por ‘‘embargo preventivo’’ o ‘‘incautación’’ se entenderá la prohibición temporal de transferir, 
convertir, enajenar o mover bienes, o la custodia o el control temporales de bienes por mandamiento expedido 
por un tribunal u otra autoridad competente; 

g) Por ‘‘decomiso’’ se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes por decisión de un 
tribunal o de otra autoridad competente; 

h) Por ‘‘delito determinante’’ se entenderá todo delito del que se derive un producto que pueda pasar 
a constituir materia de un delito definido en el artículo 6 de la presente Convención; 

i) Por ‘‘entrega vigilada’’ se entenderá la técnica consistente en dejar que remesas ilícitas o  
sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren en él, con el conocimiento y 
bajo la supervisión de sus autoridades competentes, con el fin de investigar delitos e identificar a las personas 
involucradas en la comisión de éstos; 
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j) Por ‘‘organización regional de integración económica’’ se entenderá una organización constituida 
por Estados soberanos de una región determinada, a la que sus Estados miembros han transferido competencia 
en las cuestiones regidas por la presente Convención y que ha sido debidamente facultada, de conformidad 
con sus procedimientos internos, para firmar, ratificar, aceptar o aprobar la Convención o adherirse a ella; las 
referencias a los ‘‘Estados Parte’’ con arreglo a la presente Convención se aplicarán a esas organizaciones 
dentro de los límites de su competencia. 
 

ARTICULO 3 
                                                                Ambito de aplicación 
 

1. A menos que contenga una disposición en contrario,la presente Convención se aplicará a la 
prevención, la investigación y el enjuiciamiento de: 

 
a) Los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente convención; y 
b) Los delitos graves que se definen en el artículo 2 de la presente Convención; cuando esos delitos 

sean de carácter transnacional y entrañen la participación de un grupo delictivo organizado. 
 

2. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo, el delito será de carácter transnacional si: 
 
a) Se comete en más de un Estado; 
b) Se comete dentro de un solo Estado pero una parte sustancial de su preparación, planificación, 

dirección o control se realiza en otro Estado; 
c) Se comete dentro de un solo Estado pero entraña la participación de un grupo delictivo organizado 

que realiza actividades delictivas en más de un Estado; o 
d) Se comete en un solo Estado pero tiene efectos sustanciales en otro Estado. 

 
ARTICULO 4 

                                                            Protección de la soberanía 
 

1. Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente Convención en 
consonancia con los principios de igualdad soberana e integridad territorial de los Estados, así como de no 
intervención en los asuntos internos de otros Estados. 

2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado Parte para ejercer, en el 
territorio de otro Estado, jurisdicción o funciones que el derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente 
a sus autoridades. 
 

ARTICULO 5 
Penalización de la participación en un grupo delictivo organizado 

 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 

tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 
 

a) Una de las conductas siguientes, o ambas, como delitos distintos de los que entrañen el intento o la 
consumación de la actividad delictiva: 
 

i) El acuerdo con una o más personas de cometer un delito grave con un propósito que guarde 
relación directa o indirecta con la obtención de un beneficio económico u otro beneficio de orden material y, 
cuando así lo prescriba el derecho interno, que entrañe un acto perpetrado por uno de los participantes para 
llevar adelante ese acuerdo o que entrañe la participación de un grupo delictivo organizado; 

ii) La conducta de toda persona que, a sabiendas de la finalidad y actividad delictiva general de un 
grupo delictivo organizado o de su intención de cometer los delitos en cuestión, participe activamente en: 

 
a. Actividades ilícitas del grupo delictivo organizado; 
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b. Otras actividades del grupo delictivo organizado, a sabiendas de que su participación contribuirá al 
logro de la finalidad delictiva antes descrita; 

 
b) La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento en aras de la comisión 

de un delito grave que entrañe la participación de un grupo delictivo organizado. 
 
2. El conocimiento, la intención, la finalidad, el propósito o el acuerdo a que se refiere el párrafo 1 

del presente artículo podrán inferirse de circunstancias fácticas objetivas. 
 

3. Los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la participación de un grupo delictivo organizado 
para la penalización de los delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado a) del párrafo 1 del presente 
artículo velarán por que su derecho interno comprenda todos los delitos graves que entrañen la participación 
de grupos delictivos organizados. Esos Estados Parte, así como los Estados Parte cuyo derecho interno 
requiera la comisión de un acto que tenga por objeto llevar adelante el acuerdo concertado con el propósito de 
cometer los delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, lo 
notificarán al Secretario General de las Naciones Unidas en el momento de la firma o del depósito de su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella. 

 
ARTICULO 6 

Penalización del blanqueo del producto del delito 
 

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se 
cometan intencionalmente: 

 
a) i) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos bienes son producto del 

delito, con el propósito de ocultar o disimular el origen ilícito de los bienes o ayudar a cualquier persona 
involucrada en la comisión del delito determinante a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos; 

ii) La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, origen, ubicación, disposición, 
movimiento o propiedad de bienes o del legítimo derecho a éstos, a sabiendas de que dichos bienes son 
producto del delito; 

 
b) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico: 

 
i) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de su recepción, de 

que son producto del delito; 
ii) La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo al presente 

artículo, así como la asociación y la confabulación para cometerlos, el intento de cometerlos, y la ayuda, la 
incitación, la facilitación y el asesoramiento en aras de su comisión. 
 

2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del presente artículo: 
 

a) Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a la gama más amplia 
posible de delitos determinantes; 

b) Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes todos los delitos graves definidos en el 
artículo 2 de la presente Convención y los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 8 y 23 de la 
presente Convención. Los Estados Parte cuya legislación establezca una lista de delitos determinantes 
incluirán entre éstos, como mínimo, una amplia gama de delitos relacionados con grupos delictivos 
organizados; 

c) A los efectos del apartado b), los delitos determinantes incluirán los delitos cometidos tanto dentro 
como fuera de la jurisdicción del Estado Parte interesado. No obstante, los delitos cometidos fuera de la 
jurisdicción de un Estado Parte constituirán delito determinante siempre y cuando el acto correspondiente sea 
delito con arreglo al derecho interno del Estado en que se haya cometido y constituyese asimismo delito con 
arreglo al derecho interno del Estado Parte que aplique o ponga en práctica el presente artículo si el delito se 
hubiese cometido allí; 
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d) Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de sus 
leyes destinadas a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes 
o una descripción de ésta; 

e) Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de un Estado Parte, podrá 
disponerse que los delitos tipificados en el párrafo 1 del presente artículo no se aplicarán a las personas que 
hayan cometido el delito determinante; 

ºf) El conocimiento, la intención o la finalidad que se requieren como elemento de un delito 
tipificado en el párrafo 1 del presente artículo podrán inferirse de circunstancias fácticas objetivas. 
 

ARTICULO 7 
                                              Medidas para combatir el blanqueo de dinero 
 

1. Cada Estado Parte: 
 

a) Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de los bancos y las 
instituciones financieras no bancarias y, cuando proceda, de otros órganos situados dentro de su jurisdicción 
que sean particularmente susceptibles de utilizarse para el blanqueo de dinero a fin de prevenir y detectar 
todas las formas de blanqueo de dinero, y en ese régimen se hará hincapié en los requisitos relativos a la 
identificación del cliente, el establecimiento de registros y la denuncia de las transacciones sospechosas; 

b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación de los artículos 18 y 27 de la presente Convención, que 
las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas 
de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las 
autoridades judiciales), sean capaces de cooperar e intercambiar información a nivel nacional e internacional 
de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de 
establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y 
difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero. 

2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas viables para detectar y vigilar el 
movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos negociables pertinentes, con sujeción a salvaguardias que 
garanticen la debida utilización de la información y sin restringir en modo alguno la circulación de capitales 
lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia de que los particulares y las entidades comerciales notifiquen 
las transferencias transfronterizas de cantidades elevadas de efectivo y de títulos negociables pertinentes. 

3. Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con arreglo al presente artículo 
y sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro artículo de la presente Convención, se insta a los Estados 
Parte a que utilicen como guía las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, interregionales 
y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero. 4. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y 
promover la cooperación a escala mundial, regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de 
cumplimiento de la ley y de reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero. 
 

ARTICULO 8 
     Penalización de la corrupción 

 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 

tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 
 

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, directa o indirectamentede 
un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que 
dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones 

b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o indirectamente, de un beneficio 
indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho 
funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales. 
 

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole 
que sean necesarias para tipificar como delito los actos a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo 
cuando esté involucrado en ellos un funcionario público extranjero o un funcionario internacional. Del mismo 
modo, cada Estado Parte considerará la posibilidad de tipificar como delito otras formas de corrupción. 
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3. Cada Estado Parte adoptará también las medidas que sean necesarias para tipificar como delito la 
participación como cómplice en un delito tipificado con arreglo al presente artículo. 

4. A los efectos del párrafo 1 del presente artículo y del artículo 9 de la presente Convención, por 
‘‘funcionario público’’ se entenderá todo funcionario público o persona que preste un servicio público 
conforme a la definición prevista en el derecho interno y a su aplicación con arreglo al derecho penal 
del Estado Parte en el que dicha persona desempeñe esa función. 
 

ARTICULO 9 
                                                        Medidas contra la corrupción 
 

1. Además de las medidas previstas en el artículo 8 de la presente Convención, cada Estado Parte, en 
la medida en que proceda y sea compatible con su ordenamiento jurídico, adoptará medidas eficaces de 
carácter legislativo, administrativo o de otra índole para promover la integridad y para prevenir, detectar y 
castigar la corrupción de funcionarios públicos. 

2. Cada Estado Parte adoptará medidas encaminadas a garantizar la intervención eficaz de sus 
autoridades con miras a prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos, incluso dotando a 
dichas autoridades de suficiente independencia para disuadir del ejercicio de cualquier influencia indebida en 
su actuación. 
 

ARTICULO 10 
                                               Responsabilidad de las personas jurídicas 
 

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con sus principios 
jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad de personas jurídicas por participación en delitos graves en 
que esté involucrado un grupo delictivo organizado, así como por los delitos tipificados con arreglo a los 
artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención. 

2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de las personas 
jurídicas podrá ser de índole penal, civil o administrativa. 

3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las personas 
naturales que hayan perpetrado los delitos. 

4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones penales o no penales 
eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones monetarias, a las personas jurídicas consideradas 
responsables con arreglo al presente artículo. 
 

ARTICULO 11 
                   Proceso, fallo y sanciones 

 
1. Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 

8 y 23 de la presente Convención con sanciones que tengan en cuenta la gravedad de esos delitos. 
2. Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades legales discrecionales de que 

disponga conforme a su derecho interno en relación con el enjuiciamiento de personas por los delitos 
comprendidos en la presente Convención a fin de dar máxima eficacia a las medidas adoptadas para 
hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta la necesidad de prevenir su 
comisión. 

3. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente 
Convención, cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad con su derecho interno y 
tomando debidamente en consideración los derechos de la defensa, con miras a procurar que al imponer 
condiciones en relación con la decisión de conceder la libertad en espera de juicio o la apelación se tenga 
presente la necesidad de garantizar la comparecencia del acusado en todo procedimiento penal ulterior. 

4. Cada Estado Parte velará por que sus tribunales u otras autoridades competentes tengan presente la 
naturaleza grave de los delitos comprendidos en la presente Convención al considerar la eventualidad de 
conceder la libertad anticipada o la libertad condicional a personas que hayan sido declaradas culpables de 
tales delitos. 

5. Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, un plazo de 
prescripción prolongado dentro del cual pueda iniciarse el proceso por cualquiera de los delitos comprendidos 
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en la presente Convención y un plazo mayor cuando el presunto delincuente haya eludido la administración 
de justicia. 

6. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio de que la descripción de los 
delitos tipificados con arreglo a ella y de los medios jurídicos de defensa aplicables o demás principios 
jurídicos que informan la legalidad de una conducta queda reservada al derecho interno de los Estados Parte y 
de que esos delitos han de ser perseguidos y sancionados de conformidad con ese derecho. 
 

ARTICULO 12 
      Decomiso e incautación 

 
1. Los Estados Parte adoptarán, en la medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno, las 

medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso: 
 

a) Del producto de los delitos comprendidos en la presente Convención o de bienes cuyo valor 
corresponda al de dicho producto; 

b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados en la comisión 
de los delitos comprendidos en la presente Convención. 

 
2. Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para permitir la dentificación, la 

localización, el embargo preventivo o la incautación de cualquier bien a que se refiera el párrafo 1 del 
presente artículo con miras a su eventual decomiso. 

3. Cuando el producto del delito se haya transformado o convertido parcial o totalmente en otros 
bienes, esos bienes podrán ser objeto de las medidas aplicables a dicho producto a tenor del presente artículo. 

4. Cuando el producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes lícitas, esos 
bienes podrán, sin menoscabo de cualquier otra facultad de embargo preventivo o incautación, ser objeto de 
decomiso hasta el valor estimado del producto entremezclado. 

5. Los ingresos u otros beneficios derivados del producto del delito, de bienes en los que se haya 
transformado o convertido el producto del delito o de bienes con los que se haya entremezclado el producto 
del delito también podrán ser objeto de las medidas previstas en el presente artículo, de la misma manera y en 
el mismo grado que el producto del delito. 

6. Para los fines del presente artículo y del artículo 13 de la presente Convención, cada Estado Parte 
facultará a sus tribunales u otras autoridades competentes para ordenar la presentación o la incautación de 
documentos bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrán negarse a aplicar las 
disposiciones del presente párrafo amparándose en el secreto bancario. 

7. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un delincuente que demuestre el 
origen lícito del presunto producto del delito o de otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello 
sea conforme con los principios de su derecho interno y con la índole del proceso judicial u otras actuaciones 
conexas. 

8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros 
de buena fe. 

9. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que las medidas en él previstas 
se definirán y aplicarán de conformidad con el derecho interno de los Estados Parte y con sujeción a éste. 
 

ARTICULO 13 
Cooperación internacional para fines de decomiso 

 
1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para 

conocer de un delito comprendido en la presente Convención con miras al decomiso del producto del delito, 
los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente 
Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su 
ordenamiento jurídico interno: 
 

a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en 
caso de concederse, darán cumplimiento; o 
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b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, 
la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente Convención en la medida en que 
guarde relación con el producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en 
el párrafo 1 del artículo 12 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido. 
 

2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un 
delito comprendido en la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas encaminadas a la 
identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del delito, los bienes, el 
equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente Convención con miras 
a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud 
presentada con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido. 

3. Las disposiciones del artículo 18 de la presente Convención serán aplicables mutatis mutandis al 
presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 18, las solicitudes 
presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 

 
a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una 

descripción de los bienes susceptibles de decomiso y una exposición de los hechos en que se basa la solicitud 
del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte requerido pueda 
tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 

b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una 
copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa 
la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución 
que se solicita dar a la orden; 

c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los 
hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas. 
 

4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de 
procedimiento o en los tratados, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar 
vinculado al Estado Parte requirente. 

5. Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de sus 
leyes y reglamentos destinados a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que se 
haga a tales leyes y reglamentos o una descripción de ésta. 

6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 
2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente 
Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito. 

7. Los Estados Parte podrán denegar la cooperación solicitada con arreglo al presente artículo si el 
delito al que se refiere la solicitud no es un delito comprendido en la presente Convención. 

8. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán v en perjuicio de los derechos de 
terceros de buena fe. 

9. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar tratados, acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada con arreglo al 
presente artículo. 
 

ARTICULO 14 
Disposición del producto del delito o de los bienes decomisados 

 
1. Los Estados Parte dispondrán del producto del delito o de los bienes que hayan decomisado con 

arreglo al artículo 12 o al párrafo 1 del artículo 13 de la presente Convención de conformidad con su derecho 
interno y sus procedimientos administrativos. 

2. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo al artículo 13 de la 
presente Convención, los Estados Parte, en la medida en que lo permita su derecho interno y de ser requeridos 
a hacerlo, darán consideración prioritaria a la devolución del producto del delito o de los bienes decomisados 



 
D.G.T.M .Y  M.M. 
BOL. INF. MARIT. 2/2005 
 

38

al Estado Parte requirente a fin de que éste pueda indemnizar a las víctimas del delito o devolver ese producto 
del delito o esos bienes a sus propietarios legítimos. 

3. Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo a los artículos 12 y 13 de 
la presente Convención, los Estados Parte podrán considerar en particular la posibilidad de celebrar acuerdos 
o arreglos en el sentido de: 
 

a) Aportar el valor de dicho producto del delito o de dichos bienes, o los fondos derivados de la venta 
de dicho producto o de dichos bienes o una parte de esos fondos, a la cuenta designada de conformidad con lo 
dispuesto en el apartado c) del párrafo 2 del artículo 30 de la presente Convención y a organismos  
intergubernamentales especializados en la lucha contra la delincuencia organizada; 

b) Repartirse con otros Estados Parte, sobre la base de un criterio general o definido para cada caso, 
ese producto del delito o esos bienes, o los fondos derivados de la venta de ese producto o de esos bienes, de 
conformidad con su derecho interno o sus procedimientos administrativos. 
 

ARTICULO 15 
                Jurisdicción 

 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean  necesarias para establecer su jurisdicción 

respecto de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención cuando: 
 
a) El delito se cometa en su territorio; o 
b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de una aeronave registrada 

conforme a sus leyes en el momento de la comisión del delito. 
 
2. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4 de la presente Convención, un Estado Parte también 

podrá establecer su jurisdicción para conocer de tales delitos cuando: 
 
a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales; 
b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona apátrida que tenga residencia 

habitual en su territorio; o 
c) El delito: 

 
i) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al párrafo 1 del artículo 5 de la presente Convención 

y se cometa fuera de su territorio con miras a la comisión de un delito grave dentro de su territorio; 
ii) Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 1 del artículo 

6 de la presente Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la comisión, dentro de su territorio, 
de un delito tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del apartado a) o al inciso i) del apartado b) del párrafo 
1 del artículo 6 de la presente Convención. 
 

3. A los efectos del párrafo 10 del artículo 16 de la presente Convención, cada Estado Parte adoptará 
las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos comprendidos en la 
presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo 
extradite por el solo hecho de ser uno de sus nacionales. 

4. Cada Estado Parte podrá también adoptar las medidas vque sean necesarias para establecer su 
jurisdicción respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención cuando el presunto delincuente 
se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo extradite. 

5. Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 1 ó 2 del presente artículo 
ha recibido notificación, o tomado conocimiento por otro conducto, de que otro u otros Estados Parte están 
realizando una investigación, un proceso o una actuación judicial respecto de los mismos hechos, las 
autoridades competentes de esos Estados Parte se consultarán, según proceda, a fin de coordinar sus 
medidas. 

6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente Convención no excluirá 
el ejercicio de las competencias penales establecidas por los Estados Parte de conformidad con su derecho 
interno. 
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ARTICULO 16 
      Extradición 

 
1. El presente artículo se aplicará a los delitos comprendidos en la presente Convención o a los casos 

en que un delito al que se hace referencia en los apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 3 entrañe la 
participación de un grupo delictivo organizado y la persona que es objeto de la solicitud de extradición se 
encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre y cuando el delito por el que se pide la 
extradición sea punible con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte 
requerido. 

2. Cuando la solicitud de extradición se base en varios delitos graves distintos, algunos de los cuales 
no estén comprendidos en el ámbito del presente artículo, el Estado Parte requerido podrá aplicar el presente 
artículo también respecto de estos últimos delitos. 

3. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los 
delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados Parte. Los Estados 
Parte se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de extradición 
que celebren entre sí. 

4. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud de 
extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún tratado de extradición, podrá considerar la 
presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo. 

5. Los Estados Parte que supediten la extradición a la existencia de un tratado deberán: 
 

a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente 
Convención o de adhesión a ella, informar al Secretario General de las Naciones Unidas de si considerarán o 
no la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia de extradición en sus relaciones 
con otros Estados Parte en la presente Convención; y 

b) Si no consideran la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia de 
extradición, esforzarse, cuando proceda, por celebrar tratados de extradición con otros Estados Parte en la 
presente Convención a fin de aplicar el presente artículo. 

 
6. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los 

delitos a los que se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellos. 
7. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho interno del Estado Parte 

requerido o en los tratados de extradición aplicables, incluidas, entre otras, las relativas al requisito de una 
pena mínima para la extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede denegar la 
extradición. 

8. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar los procedimientos 
de extradición y simplificar los requisitos probatorios correspondientes con respecto a cualquiera de los 
delitos a los que se aplica el presente artículo. 

9. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, el Estado Parte 
requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, y a 
solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la persona presente en su territorio 
cuya extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para garantizar la comparecencia de esa persona 
en los procedimientos de extradición. 

10. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si no lo extradita respecto 
de un delito al que se aplica el presente artículo por el solo hecho de ser uno de sus nacionales, estará 
obligado, previa solicitud del Estado Parte que pide la extradición, a someter el caso sin demora injustificada 
a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. Dichas autoridades adoptarán su decisión y 
llevarán a cabo sus actuaciones judiciales de la misma manera en que lo harían respecto de cualquier otro 
delito de carácter grave con arreglo al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados 
cooperarán entre sí, en particular en lo que respecta a los aspectos procesales y probatorios, con miras a 
garantizar la eficiencia de dichas actuaciones. 
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11. Cuando el derecho interno de un Estado Parte le permita conceder la extradición o, de algún otro 
modo, la entrega de uno de sus nacionales sólo a condición de que esa persona sea devuelta a ese Estado Parte 
para cumplir la condena que le haya sido impuesta como resultado del juicio o proceso por el que se haya 
solicitado la extradición o la entrega, y cuando ese Estado Parte y el Estado Parte que solicite la extradición 
acepten esa opción, así como otras condiciones que estimen apropiadas, esa extradición o entrega condicional 
será suficiente para que quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 10 del presente artículo. 

12. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena es denegada por el 
hecho de que la persona buscada es nacional del Estado Parte requerido, éste, si su derecho interno lo permite 
y de conformidad con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa solicitud del Estado Parte 
requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto pendiente de dicha condena con 
arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente. 

13. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda persona contra la que se 
haya iniciado una instrucción en relación con cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo, 
incluido el goce de todos los derechos y garantías previstos por el derecho interno del Estado Parte en cuyo 
territorio se encuentre esa persona.  

14. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como la imposición de una 
obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene motivos justificados para presumir que la solicitud 
se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona por razón de su sexo, raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento ocasionaría perjuicios a la posición 
de esa persona por cualquiera de estas razones. 

15. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición únicamente porque se 
considere que el delito también entraña cuestiones tributarias. 

16. Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando proceda, consultará al Estado 
Parte requirente para darle amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de proporcionar información 
pertinente a su alegato. 

17. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales para llevar 
a cabo la extradición o aumentar su eficacia. 
 

ARTICULO 17 
Traslado de personas condenadas a cumplir una pena 

 
Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 

multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda persona que haya sido condenada a pena de prisión o a 
otra pena de privación de libertad por algún delito comprendido en la presente Convención a fin de que 
complete allí su condena. 
 

ARTICULO 18 
  Asistencia judicial recíproca 

 
1. Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial recíproca respecto de 

investigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos comprendidos en la presente 
Convención con arreglo a lo dispuesto en el artículo 3 y se prestarán también asistencia de esa índole 
cuando el Estado Parte requirente tenga motivos razonables para sospechar que el delito a que se hace  
referencia en los apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 3 es de carácter transnacional, así como que las 
víctimas, los testigos, el producto, los instrumentos o las pruebas de esos delitos se encuentran en el Estado 
Parte requerido y que el delito entraña la participación de un grupo delictivo organizado. 

2. Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida posible conforme a las leyes, tratados, 
acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte requerido con respecto a investigaciones, procesos y 
actuaciones judiciales relacionados con los delitos de los que una persona jurídica pueda ser considerada 
responsable de conformidad con el artículo 10 de la presente Convención en el Estado Parte requirente. 

3. La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el presente artículo podrá 
solicitarse para cualquiera de los fines siguientes: 

 
a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas; 
b) Presentar documentos judiciales; 
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 c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos; 
d) Examinar objetos y lugares; 
e) Facilitar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos; 
f) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes pertinentes, incluida la 

documentación pública, bancaria y financiera, así como la documentación social o comercial de sociedades 
mercantiles; 

g) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos u otros elementos con 
fines probatorios; 

h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte requirente; 
i) Cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del Estado Parte requerido. 
 
4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un Estado Parte podrán, sin 

que se les solicite previamente, transmitir información relativa a cuestiones penales a una autoridad 
competente de otro Estado Parte si creen que esa información podría ayudar a la autoridad a emprender 
o concluir con éxito indagaciones y procesos penales o podría dar lugar a una petición formulada por este 
último Estado Parte con arreglo a la presente Convención. 

5. La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente artículo se hará sin perjuicio 
de las indagaciones y procesos penales que tengan lugar en el Estado de las autoridades competentes que 
facilitan la información. Las autoridades competentes que reciben la información deberán acceder a toda 
solicitud de que se respete su carácter confidencial, incluso temporalmente, o de que se impongan 
restricciones a su utilización. Sin embargo, ello no obstará para que el Estado Parte receptor revele, en sus 
actuaciones, información que sea exculpatoria de una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte 
receptor notificará al Estado Parte transmisor antes de revelar dicha información y, si así se le solicita, 
consultará al Estado Parte transmisor. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el 
Estado Parte receptor informará sin demora al Estado Parte transmisor de dicha revelación. 

6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones dimanantes de otros tratados 
bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial recíproca. 

7. Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que se formulen con arreglo 
al presente artículo siempre que no medie entre los Estados Parte interesados un tratado de asistencia judicial 
recíproca. Cuando esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa índole se aplicarán las 
disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados Parte convengan en aplicar, en su 
lugar, los párrafos 9 a 29 del presente artículo. Se insta encarecidamente a los Estados Parte a que apliquen 
estos párrafos si facilitan la cooperación. 

8. Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la asistencia judicial recíproca 
con arreglo al presente artículo. 

9. Los Estados Parte podrán negarse a prestar la asistencia judicial recíproca con arreglo al presente 
artículo invocando la ausencia de doble incriminación. Sin embargo, de estimarlo necesario, el Estado Parte 
requerido podrá prestar asistencia, en la medida en que decida hacerlo a discreción propia, 
independientemente de que la conducta esté o no tipificada como delito en el derecho interno del Estado Parte 
requerido. 

10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un Estado 
Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de identificación, para prestar testimonio o 
para que ayude de alguna otra forma a obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente Convención podrá ser trasladada si se 
cumplen las condiciones siguientes: 

 
a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento; 
b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, con sujeción a las 

condiciones que éstos consideren apropiadas. 
 
11. A los efectos del párrafo 10 del presente artículo: 
 
a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la obligación de mantenerla 

detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido trasladada solicite o autorice otra cosa; 
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b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su obligación de devolverla a 
la custodia del Estado Parte del que ha sido trasladada, según convengan de antemano o de otro modo las 
autoridades competentes de ambos Estados Parte; 

c) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado Parte del que ha sido 
trasladada que inicie procedimientos de extradición para su devolución; 

d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte al que ha sido trasladada 
se computará como parte de la pena que ha de cumplir en el Estado del que ha sido trasladada. 
 

12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una persona de conformidad con 
los párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, 
no podrá ser enjuiciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad personal en 
el territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos, omisiones o condenas anteriores a su salida 
del territorio del Estado del que ha sido trasladada. 

13. Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de recibir solicitudes de asistencia 
judicial recíproca y facultada para darles cumplimiento o para transmitirlas a las autoridades competentes para 
su ejecución. Cuando alguna región o algún territorio especial de un Estado Parte disponga de un régimen 
distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado Parte podrá designar a otra autoridad central que  
desempeñará la misma función para dicha región o dicho territorio. Las autoridades centrales velarán por el 
rápido y adecuado cumplimiento o transmisión de las solicitudes recibidas. Cuando la autoridad central 
transmita la solicitud a una autoridad competente para su ejecución, alentará la rápida y adecuada ejecución 
de la solicitud por parte de dicha autoridad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General de las 
Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la 
presente Convención o de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central que haya sido designada a tal fin. 
Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier otra comunicación pertinente serán transmitidas a 
las autoridades centrales designadas por los Estados Parte. La presente disposición no afectará al derecho de 
cualquiera de los Estados Parte a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía 
diplomática y, en circunstancias urgentes, cuando los Estados Parte convengan en ello, por conducto de la 
Organización Internacional de Policía Criminal, de ser posible. 

14. Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por cualquier medio capaz de 
registrar un texto escrito, en un idioma aceptable para el Estado Parte requerido, en condiciones que permitan 
a dicho Estado Parte determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General de las 
Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la 
presente Convención o de adhesión a ella, el idioma o idiomas que sean aceptables para cada Estado Parte. En 
situaciones de urgencia, y cuando los Estados Parte convengan en ello, las solicitudes podrán hacerse 
oralmente, debiendo ser confirmadas sin demora por escrito. 

15. Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo siguiente: 
 
a) La identidad de la autoridad que hace la solicitud; 
b) El objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las actuaciones judiciales a que se 

refiere la solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad encargada de efectuar dichas investigaciones, 
procesos o actuaciones; 

c) Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes de presentación de 
documentos judiciales; 

d) Una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier procedimiento particular 
que el Estado Parte requirente desee que se aplique; 

e) De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona interesada; y 
f) La finalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación. 

 
16. El Estado Parte requerido podrá pedir información complementaria cuando sea necesaria para dar 

cumplimiento a la solicitud de conformidad con su derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento. 
17. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del Estado Parte requerido y 

en la medida en que ello no lo contravenga y sea factible, de conformidad con los procedimientos 
especificados en la solicitud. 
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18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales del derecho interno, 
cuando una persona se encuentre en el territorio de un Estado Parte y tenga que prestar declaración como 
testigo o perito ante autoridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado Parte, a solicitud del otro, 
podrá permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si no es posible o conveniente que la persona 
en cuestión comparezca personalmente en el territorio del Estado Parte requirente. Los Estados Parte podrán 
convenir en que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial del Estado Parte requirente y en que asista 
a ella una autoridad judicial del Estado Parte requerido. 

19. El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo consentimiento del Estado Parte 
requerido, la información o las pruebas proporcionadas por el Estado Parte requerido para investigaciones, 
procesos o actuaciones judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada de lo dispuesto en el presente 
párrafo impedirá que el Estado Parte requirente revele, en sus actuaciones, información o pruebas que sean 
exculpatorias de una persona acusada. En este último caso, el Estado Parte requirente notificará al Estado 
Parte requerido antes de revelar la información o las pruebas y, si así se le solicita, consultará al Estado Parte 
requerido. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado Parte requirente 
informará sin demora al Estado Parte requerido de dicha revelación. 

20. El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido mantenga reserva acerca de 
la existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para darle cumplimiento. Si el Estado 
Parte requerido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de inmediato al Estado Parte requirente. 

21. La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada: 
 
a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo; 
b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo solicitado podría 

menoscabar su soberanía, su seguridad, su orden público u otros intereses fundamentales; 
c) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus autoridades actuar en la forma 

solicitada con respecto a un delito análogo, si éste hubiera sido objeto de investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales en el ejercicio de su propia competencia; 

d) Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte requerido en 
lo relativo a la asistencia judicial recíproca. 
 

22. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial recíproca únicamente 
porque se considere que el delito también entraña asuntos fiscales. 

23. Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentarse debidamente. 
24. El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial recíproca lo antes posible y 

tendrá plenamente en cuenta, en la medida de sus posibilidades, los plazos que sugiera el Estado Parte 
requirente y que estén debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. El Estado Parte requerido 
responderá a las solicitudes razonables que formule el Estado Parte requirente respecto de la evolución del 
trámite de la solicitud. El Estado Parte requirente informará con prontitud cuando ya no necesite la 
asistencia solicitada. 

25. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte requerido si perturbase 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso. 

26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del presente artículo o de 
diferir su cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del presente artículo, el Estado Parte requerido consultará al 
Estado Parte requirente para considerar si es posible prestar la asistencia solicitada supeditándola a las 
condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte requirente acepta la asistencia con arreglo a esas 
condiciones, ese Estado Parte deberá observar las condiciones impuestas. 

27. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el testigo, perito u otra persona 
que, a instancias del Estado Parte requirente, consienta en prestar testimonio en un juicio o en colaborar en 
una investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del Estado Parte requirente no podrá ser 
enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna otra restricción de su libertad personal en ese territorio 
por actos, omisiones o declaraciones de culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el territorio del 
Estado Parte requerido. Ese salvoconducto cesará cuando el testigo, perito u otra persona haya tenido, durante 
quince días consecutivos o durante el período acordado por los Estados Parte después de la fecha en que se le 
haya informado oficialmente de que las autoridades judiciales ya no requerían su presencia, la oportunidad de 
salir del país y no obstante permanezca voluntariamente en ese territorio o regrese libremente a él después de 
haberlo abandonado. 
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28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud serán sufragados por el 
Estado Parte requerido, a menos que los Estados Parte interesados hayan acordado otra cosa. Cuando se 
requieran a este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, los Estados Parte se consultarán para 
determinar las condiciones en que se dará cumplimiento a la solicitud, así como la manera en que se 
sufragarán los gastos. 

29. El Estado Parte requerido: 
 
a) Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos oficiales y otros documentos o 

datos que obren en su poder y a los que, conforme a su derecho interno, tenga acceso el público en general; 
b) Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue apropiadas, proporcionar al Estado 

Parte requirente una copia total o parcial de los documentos oficiales o de otros documentos o datos que obren 
en su poder y que, conforme a su derecho interno, no estén al alcance del público en general. 
 

30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos bilaterales o multilaterales que sirvan a los fines del presente artículo y que, en la práctica, hagan 
efectivas sus disposiciones o las refuercen. 

 
ARTICULO 19 

    Investigaciones conjuntas 
 

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales en virtud de los cuales, en relación con cuestiones que son objeto de investigaciones, 
procesos o actuaciones judiciales en uno o más Estados, las autoridades competentes puedan establecer 
órganos mixtos de investigación. A falta de acuerdos o arreglos de esa índole, las investigaciones conjuntas 
podrán llevarse a cabo mediante acuerdos concertados caso por caso. Los Estados Parte participantes 
velarán por que la soberanía del Estado Parte en cuyo territorio haya de efectuarse la investigación sea 
plenamente respetada. 
 

ARTICULO 20 
         Técnicas especiales de investigación 

 
1. Siempre que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno, cada 

Estado Parte adoptará, dentro de sus posibilidades y en las condiciones prescritas por su derecho interno, las 
medidas que sean necesarias para permitir el adecuado recurso a la entrega vigilada y, cuando lo 
considere apropiado, la utilización de otras técnicas especiales de investigación, como la vigilancia 
electrónica o de otra índole y las operaciones encubiertas, por sus autoridades competentes en su territorio con 
objeto de combatir eficazmente la delincuencia organizada. 

2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente Convención, se alienta a los 
Estados Parte a que celebren, cuando proceda, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales apropiados para 
utilizar esas técnicas especiales de investigación en el contexto de la cooperación en el plano internacional. 
Esos acuerdos o arreglos se concertarán y ejecutarán respetando plenamente el principio de la igualdad 
soberana de los Estados y al ponerlos en práctica se cumplirán estrictamente las condiciones en ellos 
contenidas. 

3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del presente artículo, toda 
decisión de recurrir a esas técnicas especiales de investigación en el plano internacional se adoptará sobre la 
base de cada caso particular y podrá, cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos financieros y los 
entendimientos relativos al ejercicio de jurisdicción por los Estados Parte interesados. 

4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional podrá, con el 
consentimiento de los Estados Parte interesados, incluir la aplicación de métodos tales como interceptar los 
bienes, autorizarlos a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o parcialmente. 
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ARTICULO 21 
Remisión de actuaciones penales 

 
Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse actuaciones penales para el enjuiciamiento 

por un delito comprendido en la presente Convención cuando se estime que esa remisión obrará en beneficio 
de la debida administración de justicia, en particular en casos en que intervengan varias jurisdicciones, con 
miras a concentrar las actuaciones del proceso. 

 
 

ARTICULO 22 
    Establecimiento de antecedentes penales 

 
Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias para 

tener en cuenta, en las condiciones y para los fines que estime apropiados, toda previa declaración de 
culpabilidad, en otro Estado, de un presunto delincuente a fin de utilizar esa información en actuaciones 
penales relativas a un delito comprendido en la presente Convención. 

 
ARTICULO 23 

  Penalización de la obstrucción de la justicia 
 
Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 

tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 
 

a) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento o la concesión de 
un beneficio indebido para inducir a falso testimonio u obstaculizar la prestación de testimonio o la aportación 
de pruebas en un proceso en relación con la comisión de uno de los delitos comprendidos en la presente 
Convención; 

b) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación para obstaculizar el cumplimiento de las 
funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los servicios encargados de hacer cumplir la ley en 
relación con la comisión de los delitos comprendidos en la presente Convención. Nada de lo previsto en el 
presente apartado menoscabará el derecho de los Estados Parte a disponer de legislación que proteja a otras 
categorías de funcionarios públicos. 
 

ARTICULO 24 
      Protección de los testigos 

 
1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para proteger de 

manera eficaz contra eventuales actos de represalia o intimidación a los testigos que participen en actuaciones 
penales y que presten testimonio sobre delitos comprendidos en la presente Convención, así como, cuando 
proceda, a sus familiares y demás personas cercanas. 

2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán consistir, entre otras, sin 
perjuicio de los derechos del acusado, incluido el derecho a las garantías procesales, en: 
 

a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, incluida, en la medida de lo 
necesario y lo posible, su reubicación, y permitir, cuando proceda, la prohibición total o parcial de revelar 
información relativa a su identidad y paradero; 

b) Establecer normas probatorias que permitan que el testimonio de los testigos se preste de modo 
que no se ponga en peligro su seguridad, por ejemplo aceptando el testimonio por conducto de tecnologías de 
comunicación como videoconferencias u otros medios adecuados. 
 

3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con otros Estados 
para la reubicación de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo. 

4. Las disposiciones del presente artículo también serán aplicables a las víctimas en el caso de que 
actúen como testigos. 
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ARTICULO 25 
        Asistencia y protección a las víctimas 

 
1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para prestar asistencia 

y protección a las víctimas de los delitos comprendidos en la presente Convención, en particular en casos de 
amenaza de represalia o intimidación. 

2. Cada Estado Parte establecerá procedimientos adecuados que permitan a las víctimas de los delitos 
comprendidos en la presente Convención obtener indemnización y restitución. 

3. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se presenten y examinen las 
opiniones y preocupaciones de las víctimas en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los 
delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa. 
 

ARTICULO 26 
Medidas para intensificar la cooperación con las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley 
 

1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las personas que participen o hayan 
participado en grupos delictivos organizados a: 

 
a) Proporcionar información útil a las autoridades competentes con fines investigativos y probatorios 

sobre cuestiones como: 
i) La identidad, la naturaleza, la composición, la estructura, la ubicación o las actividades de los 

grupos delictivos organizados; 
ii) Los vínculos, incluidos los vínculos internacionales, con otros grupos delictivos organizados; 
iii) Los delitos que los grupos delictivos organizados hayan cometido o puedan cometer; 

 
b) Prestar ayuda efectiva y concreta a las autoridades competentes que pueda contribuir a privar a los 

grupos delictivos organizados de sus recursos o del producto del delito. 2. Cada Estado Parte considerará la 
posibilidad de prever, en los casos apropiados, la mitigación de la pena de las personas acusadas que presten 
una cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento respecto de los delitos comprendidos 
en la presente Convención. 
 

3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, la concesión de inmunidad judicial a las personas que presten una 
cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento respecto de los delitos comprendidos 
en la presente Convención. 

4. La protección de esas personas será la prevista en el artículo 24 de la presente Convención. 
5. Cuando una de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo que se encuentre en 

un Estado Parte pueda prestar una cooperación sustancial a las autoridades competentes de otro Estado Parte, 
los Estados Parte interesados podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos, de conformidad 
con su derecho interno, con respecto a la eventual concesión, por el otro Estado Parte, del trato enunciado en 
los párrafos 2 y 3 del presente artículo. 
 

ARTICULO 27 
Cooperación en materia de cumplimiento de la ley 

 
1. Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus respectivos ordenamientos 

jurídicos y administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las medidas de cumplimiento de la ley 
orientadas a combatir los delitos comprendidos en la presente Convención. En particular, cada Estado Parte 
adoptará medidas eficaces para: 
 

a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y servicios competentes y, 
de ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido de información sobre todos los 
aspectos de los delitos comprendidos en la presente Convención, así como, si los Estados Parte interesados lo 
estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras actividades delictivas; 
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b) Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con respecto a delitos 
comprendidos en la presente Convención acerca de: 
 

i) La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente implicadas en tales delitos o 
la ubicación de otras personas interesadas; 

ii) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la comisión de esos delitos; 
iii) El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a utilizarse en la 

comisión de esos delitos; 
c) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de sustancias que se requieran para 

fines de análisis o investigación; 
d) Facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos, autoridades y servicios competentes y 

promover el intercambio de personal y otros expertos, incluida la designación de oficiales de enlace, con 
sujeción a acuerdos o arreglos bilaterales entre los Estados Parte interesados; 

e) Intercambiar información con otros Estados Parte sobre los medios y métodos concretos 
empleados por los grupos delictivos organizados, así como, cuando proceda, sobre las rutas y los medios de 
transporte y el uso de identidades falsas, documentos alterados o falsificados u otros medios de encubrir sus 
actividades; 

f) Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y de otra índole adoptadas con 
miras a la pronta detección de los delitos comprendidos en la presente Convención. 

 
2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, considerarán la posibilidad de 

celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales en materia de cooperación directa entre sus 
respectivos organismos encargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos o arreglos ya 
existan, de enmendarlos. A falta de tales acuerdos o arreglos entre los Estados Parte interesados, las Partes 
podrán considerar la presente Convención como la base para la cooperación en materia de cumplimiento de la 
ley respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención. Cuando proceda, los Estados Parte 
recurrirán plenamente a la celebración de acuerdos y arreglos, incluso con organizaciones internacionales o 
regionales, con miras a aumentar la cooperación entre sus respectivos organismos encargados de hacer 
cumplir la ley. 

3. Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus posibilidades para hacer frente a 
la delincuencia organizada transnacional cometida mediante el recurso a la tecnología moderna. 
 

ARTICULO 28 
Recopilación, intercambio y análisis de información sobre la naturaleza de la delincuencia organizada 
 

1. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de analizar, en consulta con los círculos científicos y 
académicos, las tendencias de la delincuencia organizada en su territorio, las circunstancias en que actúa la 
delincuencia organizada, así como los grupos profesionales y las tecnologías involucrados. 

2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir experiencia analítica 
acerca de las actividades de la delincuencia organizada, tanto a nivel bilateral como por conducto de 
organizaciones internacionales y regionales. A tal fin, se establecerán y aplicarán, según proceda, 
definiciones, normas y metodologías comunes. 

3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de vigilar sus políticas y las medidas en vigor 
encaminadas a combatir la delincuencia organizada y evaluarán su eficacia y eficiencia. 
 

ARTICULO 29 
         Capacitación y asistencia técnica 

 
1. Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o perfeccionará programas de 

capacitación específicamente concebidos para el personal de sus servicios encargados de hacer cumplir la ley, 
incluidos fiscales, jueces de instrucción y personal de aduanas, así como para el personal de otra índole 
encargado de la prevención, la detección y el control de los delitos comprendidos en la presente Convención. 
Esos programas podrán incluir adscripciones e intercambios de personal. En particular y en la medida en que 
lo permita el derecho interno, guardarán relación con: 
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a) Los métodos empleados en la prevención, la detección y el control de los delitos comprendidos en 
la presente Convención; 

b) Las rutas y técnicas utilizadas por personas presuntamente implicadas en delitos comprendidos en 
la presente Convención, incluso en los Estados de tránsito, y las medidas de lucha pertinentes; 

c) La vigilancia del movimiento de bienes de contrabando; 
d) La detección y vigilancia de los movimientos del producto del delito o de los bienes, el equipo u 

otros instrumentos utilizados para cometer tales delitos y los métodos empleados para la transferencia, 
ocultación o disimulación de dicho producto, bienes, equipo u otros instrumentos, así como los métodos 
utilizados para combatir el blanqueo de dinero y otros delitos financieros; 

e) El acopio de pruebas; 
f) Las técnicas de control en zonas y puertos francos; 
g) El equipo y las técnicas modernos utilizados para hacer cumplir la ley, incluidas la vigilancia 

electrónica, la entrega vigilada y las operaciones encubiertas; 
h) Los métodos utilizados para combatir la delincuencia organizada transnacional mediante 

computadoras, redes de telecomunicaciones u otras formas de la tecnología moderna; y 
i) Los métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos. 
 
2. Los Estados Parte se prestarán asistencia en la planificación y ejecución de programas de 

investigación y capacitación encaminados a intercambiar conocimientos especializados en las esferas 
mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo y, a tal fin, también recurrirán, cuando proceda, a 
conferencias y seminarios regionales e internacionales para promover la cooperación y fomentar el examen de 
los problemas de interés común, incluidos los problemas y necesidades especiales de los Estados de tránsito. 

3. Los Estados Parte promoverán actividades de capacitación y asistencia técnica que faciliten la 
extradición y la asistencia judicial recíproca. Dicha capacitación y asistencia técnica podrán incluir la 
enseñanza de idiomas, adscripciones e intercambios de personal entre autoridades centrales u organismos 
con responsabilidades pertinentes. 

4. Cuando haya acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales vigentes, los Estados Parte  
Intensificarán, en la medida necesaria, sus esfuerzos por optimizar las actividades operacionales y de 
capacitación en las organizaciones internacionales y regionales, así como en el marco de otros acuerdos o 
arreglos bilaterales y multilaterales pertinentes. 
 

ARTICULO 30 
Otras medidas: aplicación de la Convención mediante el desarrollo económico y la asistencia técnica 

 
1. Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación óptima de la presente 

Convención en la medida de lo posible, mediante la cooperación internacional, teniendo en cuenta los efectos 
adversos de la delincuencia organizada en la sociedad en general y en el desarrollo sostenible en particular. 

2. Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de lo posible y en forma coordinada 
entre sí, así como con organizaciones internacionales y regionales, por: 

 
a) Intensificar su cooperación en los diversos niveles con los países en desarrollo con miras a 

fortalecer las capacidades de esos países para prevenir y combatir la delincuencia organizada transnacional; 
b) Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuerzos de los países en 

desarrollo para combatir con eficacia la delincuencia organizada transnacional y ayudarles a aplicar 
satisfactoriamente la presente Convención; 

c) Prestar asistencia técnica a los países en desarrollo y a los países con economías en transición para 
ayudarles a satisfacer sus necesidades relacionadas con la aplicación de la presente Convención. A tal fin, los 
Estados Parte procurarán hacer contribuciones voluntarias adecuadas y periódicas a una cuenta  
específicamente designada a esos efectos en un mecanismo de financiación de las Naciones Unidas. 
Los Estados Parte también podrán considerar en particular la posibilidad, conforme a su derecho interno y a 
las disposiciones de la presente Convención, de aportar a la cuenta antes mencionada un porcentaje del dinero 
o del valor correspondiente del producto del delito o de los bienes ilícitos decomisados con arreglo a lo 
dispuesto en la presente Convención; 

d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según proceda, para que se sumen a 
los esfuerzos desplegados con arreglo al presente artículo, en particular proporcionando un mayor número de 
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programas de capacitación y equipo moderno a los países en desarrollo a fin de ayudarles a lograr los 
objetivos de la presente Convención. 
 

3. En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos existentes en materia de asistencia 
externa ni otros arreglos de cooperación financiera en los planos bilateral, regional o internacional. 

4. Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales sobre asistencia 
material y logística, teniendo en cuenta los arreglos financieros necesarios para hacer efectiva la cooperación 
internacional prevista en la presente Convención y para prevenir, detectar y combatir la delincuencia 
organizada transnacional. 
 

ARTICULO 31 
  Prevención 

 
1. Los Estados Parte procurarán formular y evaluar proyectos nacionales y establecer y promover 

prácticas y políticas óptimas para la prevención de la delincuencia organizada transnacional. 
2. Los Estados Parte procurarán, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 

interno, reducir las oportunidades actuales o futuras de que dispongan los grupos delictivos organizados para 
participar en mercados lícitos con el producto del delito adoptando oportunamente medidas legislativas, 
administrativas o de otra índole. Estas medidas deberían centrarse en: 

 
a) El fortalecimiento de la cooperación entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley o el 

ministerio público y las entidades privadas pertinentes, incluida la industria; 
b) La promoción de la elaboración de normas y procedimientos concebidos para salvaguardar la 

integridad de las entidades públicas y de las entidades privadas interesadas, así como códigos de conducta 
para profesiones pertinentes, en particular para los abogados, notarios públicos, asesores fiscales 
y contadores; 

c) La prevención de la utilización indebida por parte de grupos delictivos organizados de licitaciones 
públicas y de subsidios y licencias concedidos por autoridades públicas para realizar actividades comerciales; 

d) La prevención de la utilización indebida de personas jurídicas por parte de grupos delictivos 
organizados; a este respecto, dichas medidas podrían incluir las siguientes: 

 
i) El establecimiento de registros públicos de personas jurídicas y naturales involucradas en la 

constitución, la gestión y la financiación de personas jurídicas; 
ii) La posibilidad de inhabilitar por mandato judicial o cualquier medio apropiado durante un período 

razonable a las personas condenadas por delitos comprendidos en la presente Convención para actuar como 
directores de personas jurídicas constituidas en sus respectivas jurisdicciones; 

iii) El establecimiento de registros nacionales de personas inhabilitadas para actuar como directores 
de personas jurídicas; y 

iv) El intercambio de información contenida en los registros mencionados en los incisos i) y iii) del 
presente apartado con las autoridades competentes de otros Estados Parte. 

 
3. Los Estados Parte procurarán promover la reintegración social de las personas condenadas por 

delitos comprendidos en la presente Convención. 
4. Los Estados Parte procurarán evaluar periódicamente los instrumentos jurídicos y las prácticas 

administrativas pertinentes vigentes a fin de detectar si existe el peligro de que sean utilizados indebidamente 
por grupos delictivos organizados. 

5. Los Estados Parte procurarán sensibilizar a la opinión pública con respecto a la existencia, las 
causas y la gravedad de la delincuencia organizada transnacional y la amenaza que representa. Cuando 
proceda, podrá difundirse información a través de los medios de comunicación y se adoptarán medidas 
para fomentar la participación pública en los esfuerzos por prevenir y combatir dicha delincuencia. 

6. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las Naciones Unidas el nombre y la 
dirección de la autoridad o las autoridades que pueden ayudar a otros Estados Parte a formular medidas para 
prevenir la delincuencia organizada transnacional. 
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7. Los Estados Parte colaborarán entre sí y con las organizaciones internacionales y regionales 
pertinentes, según proceda, con miras a promover y formular las medidas mencionadas en el presente artículo. 
Ello incluye la participación en proyectos internacionales para la prevención de la delincuencia 
organizada transnacional, por ejemplo mediante la litigación de las circunstancias que hacen vulnerables a los 
grupos socialmente marginados a las actividades de la delincuencia organizada transnacional. 
 
 

ARTICULO 32 
  Conferencia de las Partes en la Convención 

 
1. Se establecerá una Conferencia de las Partes en la Convención con objeto de mejorar la capacidad 

de los Estados Parte para combatir la delincuencia organizada transnacional y para promover y examinar la 
aplicación de la presente Convención. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de las Partes a más tardar 
un año después de la entrada en vigor de la presente Convención. La Conferencia de las Partes aprobará reglas 
de procedimiento y normas que rijan las actividades enunciadas en los párrafos 3 y 4 del presente artículo 
(incluidas normas relativas al pago de los gastos resultantes de la puesta en marcha de esas actividades). 

3. La Conferencia de las Partes concertará mecanismos con miras a lograr los objetivos mencionados 
en el párrafo 1 del presente artículo, en particular a: 
 

a) Facilitar las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a los artículos 29, 30 y 31 de la 
presente Convención, alentando inclusive la movilización de contribuciones voluntarias; 

b) Facilitar el intercambio de información entre Estados Parte sobre las modalidades y tendencias de 
la delincuencia organizada transnacional y sobre prácticas eficaces para combatirla; 

c) Cooperar con las organizaciones internacionales y regionales y las organizaciones no  
gubernamentales pertinentes; 

d) Examinar periódicamente la aplicación de la presente Convención; 
e) Formular recomendaciones para mejorar la presente Convención y su aplicación. 

 
4. A los efectos de los apartados d) y e) del párrafo 3 del presente artículo, la Conferencia de las 

Partes obtendrá el necesario conocimiento de las medidas adoptadas y de las dificultades encontradas por los 
Estados Parte en aplicación de la presente Convención mediante la información que ellos le faciliten y 
mediante los demás mecanismos de examen que establezca la Conferencia de las Partes. 

º5. Cada Estado Parte facilitará a la Conferencia de las Partes información sobre sus programas, 
planes y prácticas, así como sobre las medidas legislativas y administrativas adoptadas para aplicar la presente 
Convención, según lo requiera la Conferencia de las Partes. 
 

ARTICULO 33 
     Secretaría 

 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de secretaría necesarios a la 

Conferencia de las Partes en la Convención. 
2. La secretaría: 
 
a) Prestará asistencia a la Conferencia de las Partes en la realización de las actividades enunciadas en 

el artículo 32 de la presente Convención y organizará los períodos de sesiones de la Conferencia de las Partes 
y les prestará los servicios necesarios; 

b) Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro de información a la 
Conferencia de las Partes según lo previsto en el párrafo 5 del artículo 32 de la presente Convención; y 

c) Velará por la coordinación necesaria con la secretaría de otras organizaciones internacionales y 
regionales pertinentes. 
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ARTICULO 34 
 Aplicación de la Convención 

 
1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 

interno, las medidas que sean necesarias, incluidas medidas legislativas y administrativas, para garantizar el 
cumplimiento de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención. 

2. Los Estados Parte tipificarán en su derecho interno los delitos tipificados de conformidad con los 
artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención independientemente del carácter transnacional o la 
participación de un grupo delictivo organizado según la definición contenida en el párrafo 1 del artículo 
3 de la presente Convención, salvo en la medida en que el artículo 5 de la presente Convención exija la 
participación de un grupo delictivo organizado. 

3. Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que las previstas en la presente 
Convención a fin de prevenir y combatir la delincuencia organizada transnacional. 

 
ARTICULO 35 

    Solución de controversias 
 

1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación o 
aplicación de la presente Convención mediante la negociación. 

2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación de la 
presente Convención que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un plazo razonable deberá, a 
solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la fecha de la solicitud 
de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, 
cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante 
solicitud conforme al Estatuto de la Corte. 

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación de la 
presente Convención o adhesión a ella, declarar que no se considera vinculado por el párrafo 2 del presente 
artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo respecto de 
todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente artículo 
podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 
 

ARTICULO 36 
         Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 

 
1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados del 12 al 15 de diciembre de 

2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 12 
de diciembre de 2002. 

2. La presente Convención también estará abierta a la firma de las organizaciones regionales de 
integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales organizaciones haya 
firmado la presente Convención de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo. 

3. La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
Las organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miembros ha procedido de igual manera. En ese 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas organizaciones 
comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia. 

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados u organizaciones 
regionales de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro que sea Parte en la 
presente Convención. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones regionales de integración económica 
declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. 
Dichas organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de 
su competencia. 
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ARTICULO 37 

   Relación con los protocolos 
 
1. La presente Convención podrá complementarse con uno o más protocolos. 
2. Para pasar a ser parte en un protocolo, los Estados o las organizaciones regionales de integración 

económica también deberán ser parte en la presente Convención.  
3. Los Estados Parte en la presente Convención no quedarán vinculados por un protocolo a menos 

que pasen a ser parte en el protocolo de conformidad con sus disposiciones. 
4. Los protocolos, de la presente Convención se interpretarán juntamente con ésta, teniendo en 

cuenta la finalidad de esos protocolos. 
 

ARTICULO 38 
            Entrada en vigor 

 
1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo  día después de la fecha en que se haya 

depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. A los efectos del 
presente párrafo, los instrumentos depositados por una organización regional de integración económica no se 
considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros de tal organización. 

2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, acepte o apruebe 
la presente Convención o se adhiera a ella después de haberse depositado el cuadragésimo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la presente Convención entrará en vigor el trigésimo día 
después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado el instrumento pertinente. 
 
 

ARTICULO 39 
       Enmienda 

 
1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la presente Convención, los 

Estados Parte podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a 
continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de las Partes en la 
Convención para que la examinen y decidan al respecto. La Conferencia de las Partes hará todo lo 
posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr un 
consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una 
mayoría de dos tercios de los Estados Parte presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las 
Partes. 

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, ejercerán 
su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto 
si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa. 

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta a 
ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte. 

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor 
respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa enmienda. 

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan expresado 
su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las disposiciones de la presente 
Convención, así como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado. 
 

ARTICULO 40 
     Denuncia 

 
1. Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante notificación escrita al 

Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el 
Secretario General haya recibido la notificación. 
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2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en la presente 
Convención cuando la hayan denunciado todos sus Estados miembros. 

3. La denuncia de la presente Convención con arreglo al párrafo 1 del presente artículo entrañará la 
denuncia de sus protocolos. 
 

ARTICULO 41 
       Depositario e idiomas 

 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente Convención. 
2. El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 

ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

 
En Fe de lo Cual, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos 

gobiernos, han firmado la presente Convención. 
 
 
PROTOCOLO CONTRA EL TRAFICO ILICITO DE MIGRANTES POR TIERRA, MAR Y AIRE, QUE 
COMPLEMENTA LA CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA TRANSNACIONAL 

  
Preámbulo 

 
                             Los Estados Parte en el presente Protocolo, 

 
Declarando que para prevenir y combatir eficazmente el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y 

aire se requiere un enfoque amplio e internacional, que conlleve la cooperación, el intercambio de 
información y la adopción de otras medidas apropiadas, incluidas las de índole socioeconómica, en los 
planos nacional, regional e internacional, Recordando la resolución 54/212 de la Asamblea General, de 22 de 
diciembre de 1999, en la que la Asamblea instó a los Estados Miembros y al sistema de las Naciones 
Unidas a que fortalecieran la cooperación internacional en la esfera de la migración internacional y el 
desarrollo a fin de abordar las causas fundamentales de la migración, especialmente las relacionadas con la 
pobreza, y de aumentar al máximo los beneficios que la migración internacional podía reportar a los 
interesados, y alentó a los mecanismos interregionales, regionales y subregionales a que, cuando procediera, 
se siguieran ocupando de la cuestión de la migración y el desarrollo, 

Convencidos de la necesidad de dar un trato humano a los migrantes y de proteger plenamente sus 
derechos humanos, 

Habida cuenta de que, pese a la labor emprendida en otros foros internacionales, no existe un 
instrumento universal que aborde todos los aspectos del tráfico ilícito de migrantes y otras cuestiones 
conexas, 

Preocupados por el notable aumento de las actividades de los grupos delictivos organizados en 
relación con el tráfico ilícito de migrantes y otras actividades delictivas conexas tipificadas en el presente 
Protocolo, que causan graves perjuicios a los Estados afectados, 

Preocupados también por el hecho de que el tráfico ilícito de migrantes puede poner en peligro la 
vida o la seguridad de los migrantes involucrados, 

Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 1998, en la que la 
Asamblea decidió establecer un comité especial intergubernamental de composición abierta con la finalidad 
de elaborar una convención internacional amplia contra la delincuencia transnacional organizada y de 
examinar la posibilidad de elaborar, entre otros, un instrumento internacional que abordara el tráfico y el 
transporte ilícitos de migrantes, particularmente por mar, 

Convencidos de que complementar el texto de la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional con un instrumento internacional dirigido contra el tráfico ilícito de 
migrantes por tierra, mar y aire constituirá un medio útil para prevenir y combatir esta forma de delincuencia, 

 
Han convenido en lo siguiente: 
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   I. Disposiciones generales 

 
ARTICULO 1 

 
Relación con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 

 
1. El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con la Convención. 
2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente Protocolo, a menos 

que en él se disponga otra cosa. 
3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 6 del presente Protocolo se considerarán delitos 

tipificados con arreglo a la Convención. 
 
ARTICULO 2 
   Finalidad 

 
El propósito del presente Protocolo es prevenir y combatir el tráfico ilícito de migrantes, así como 

promover la cooperación entre los Estados Parte con ese fin, protegiendo al mismo tiempo los derechos de los 
migrantes objeto de dicho tráfico. 

 
ARTICULO 3 
 Definiciones 

 
Para los fines del presente Protocolo: 

 
a) Por ‘‘tráfico ilícito de migrantes’’ se entenderá la facilitación de la entrada ilegal de una persona 

en un Estado Parte del cual dicha persona no sea nacional o residente permanente con el fin de obtener, 
directa o indirectamente, un beneficio financiero u otro beneficio de orden material; 

b) Por ‘‘entrada ilegal’’ se entenderá el paso de fronteras sin haber cumplido los requisitos necesarios 
para entrar legalmente en el Estado receptor; 

c) Por ‘‘documento de identidad o de viaje falso’’ se entenderá cualquier documento de viaje o de 
identidad: 

 
i) Elaborado o expedido de forma espuria o alterado materialmente por cualquiera que no sea la 

persona o entidad legalmente autorizada para producir o expedir el documento de viaje o de identidad en 
nombre de un Estado; o 

ii) Expedido u obtenido indebidamente mediante declaración falsa, corrupción o coacción o de 
cualquier otra forma ilegal; o 

iii) Utilizado por una persona que no sea su titular legítimo; 
 

d) Por ‘‘buque’’ se entenderá cualquier tipo de embarcación, con inclusión de las embarcaciones sin 
desplazamiento y los hidroaviones, que se utilice o pueda utilizarse como medio de transporte sobre el agua, 
excluidos los buques de guerra, los buques auxiliares de la armada u otros buques que sean propiedad de un 
Estado o explotados por éste y que en ese momento se empleen únicamente en servicios oficiales no 
comerciales. 
 

ARTICULO 4 
       Ambito de aplicación 

 
A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo se aplicará a la 

prevención, investigación y penalización de los delitos tipificados con arreglo al artículo 6 del presente 
Protocolo, cuando esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la participación de un 
grupo delictivo organizado, así como a la protección de los derechos de las personas que hayan sido objeto de 
tales delitos. 
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ARTICULO 5 

      Responsabilidad penal de los migrantes 
 

Los migrantes no estarán sujetos a enjuiciamiento penal con arreglo al presente Protocolo por el 
hecho de haber sido objeto de alguna de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo. 
 

ARTICULO 6 
Penalización 

 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 

tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente y con el fin de obtener, directa o indirectamente, 
un beneficio económico u otro beneficio de orden material: 
 

a) El tráfico ilícito de migrantes; 
b) Cuando se cometan con el fin de posibilitar el tráfico ilícito de migrantes: 
 
i) La creación de un documento de viaje o de identidad falso; 
ii) La facilitación, el suministro o la posesión de tal documento. 

 
c) La habilitación de una persona que no sea nacional o residente permanente para permanecer en el 

Estado interesado sin haber cumplido los requisitos para permanecer legalmente en ese Estado, recurriendo a 
los medios mencionados en el apartado b) del presente párrafo o a cualquier otro medio ilegal. 

 
2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 

para tipificar como delito: 
 
a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la tentativa de comisión de un 

delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo; 
b) La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con arreglo al apartado a), 

al inciso i) del apartado b) o al apartado c) del párrafo 1 del presente artículo y, con sujeción a los conceptos 
básicos de su ordenamiento jurídico, la participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado 
con arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 1 del presente artículo; y 

c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un delito tipificado con arreglo 
al párrafo 1 del presente artículo. 
 

3. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
considerar como circunstancia agravante de los delitos tipificados con arreglo al apartado a), al inciso i) del 
apartado b) y al apartado c) del párrafo 1 del presente artículo y, con sujeción a los conceptos básicos de su 
ordenamiento jurídico, de los delitos tipificados con arreglo a los apartados b) y c) del párrafo 2 del presente 
artículo toda circunstancia que: a) Ponga en peligro o pueda poner en peligro la vida o la seguridad de los 
migrantes afectados; o b) Dé lugar a un trato inhumano o degradante de esos migrantes, en particular con el 
propósito de explotación. 

4. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo impedirá que un Estado Parte adopte medidas contra 
toda persona cuya conducta constituya delito con arreglo a su derecho interno. 
 

    II. Tráfico ilícito de migrantes por mar 
 

ARTICULO 7 
              Cooperación 

 
Los Estados Parte cooperarán en la mayor medida posible para prevenir y reprimir el tráfico ilícito de 

migrantes por mar, de conformidad con el derecho internacional del mar. 
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ARTICULO 8 
      Medidas contra el tráfico ilícito de migrantes por mar 

 
1. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables para sospechar que un buque que enarbole su 

pabellón o pretenda estar matriculado en su registro, que carezca de nacionalidad o que, aunque enarbole un 
pabellón extranjero o se niegue a izar su pabellón, tenga en realidad la nacionalidad del Estado Parte 
interesado, está involucrado en el tráfico ilícito de migrantes por mar podrá solicitar la asistencia de otros 
Estados Parte a fin de poner término a la utilización del buque para ese fin. Los Estados Parte a los que se 
solicite dicha asistencia la prestarán, en la medida posible con los medios de que dispongan. 

2. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables para sospechar que un buque que esté haciendo 
uso de la libertad de navegación con arreglo al derecho internacional y que enarbole el pabellón o lleve 
matrícula de otro Estado Parte, está involucrado en el tráfico ilícito de migrantes por mar podrá notificarlo al 
Estado del pabellón, pedirle que confirme la matrícula y, si la confirma, solicitarle autorización para 
adoptar medidas apropiadas con respecto a ese buque. El Estado del pabellón podrá autorizar al Estado 
requirente, entre otras cosas, a: 

 
a) Visitar el buque; 
b) Registrar el buque; y 
c) Si se hallan pruebas de que el buque está involucrado en el tráfico ilícito de migrantes por mar, 

adoptar medidas apropiadas con respecto al buque, así como a las personas y a la carga que se encuentren a 
bordo, conforme le haya autorizado el Estado del pabellón. 
 

3. Todo Estado Parte que haya adoptado cualesquiera de las medidas previstas en el párrafo 2 del 
presente artículo informará con prontitud al Estado del pabellón pertinente de los resultados de dichas 
medidas. 

4. Los Estados Parte responderán con celeridad a toda solicitud de otro Estado Parte con miras a 
determinar si un buque que está matriculado en su registro o enarbola su pabellón está autorizado a hacerlo, 
así como a toda solicitud de autorización que se presente con arreglo a lo previsto en el párrafo 2 del presente 
artículo. 

5. El Estado del pabellón podrá, en consonancia con el artículo 7 del presente Protocolo, someter su 
autorización a las condiciones en que convenga con el Estado requirente, incluidas las relativas a la 
responsabilidad y al alcance de las medidas efectivas que se adopten. Los Estados Parte no adoptarán otras 
medidas sin la autorización expresa del Estado del pabellón, salvo las que sean necesarias para eliminar un 
peligro inminente para la vida de las personas o las que se deriven de los acuerdos bilaterales o multilaterales 
pertinentes. 

6. Cada Estado Parte designará a una o, de ser necesario, a varias autoridades para recibir y atender 
las solicitudes de asistencia, de confirmación de la matrícula o del derecho de un buque a enarbolar su 
pabellón y de autorización para adoptar las medidas pertinentes. Esa designación será dada a conocer, 
por conducto del Secretario General, a todos los demás Estados Parte dentro del mes siguiente a la 
designación. 

7. Todo Estado Parte que tenga motivos razonables para sospechar que un buque está involucrado en 
el tráfico ilícito de migrantes por mar y no posee nacionalidad o se hace pasar por un buque sin nacionalidad 
podrá visitar y registrar el buque. Si se hallan pruebas que confirmen la sospecha, ese Estado Parte 
adoptará medidas apropiadas de conformidad con el derecho interno e internacional, según proceda. 
 

ARTICULO 9 
    Cláusulas de protección 

 
1. Cuando un Estado Parte adopte medidas contra un buque con arreglo al artículo 8 del presente 

Protocolo: 
 

a) Garantizará la seguridad y el trato humano de las personas que se encuentren a bordo; 
b) Tendrá debidamente en cuenta la necesidad de no poner en peligro la seguridad del buque o de su 

carga; 
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c) Tendrá debidamente en cuenta la necesidad de no perjudicar los intereses comerciales o jurídicos 
del Estado del pabellón o de cualquier otro Estado interesado; 

d) Velará, dentro de los medios disponibles, por que las medidas adoptadas con respecto al buque 
sean ecológicamente razonables. 

 
2. Cuando las razones que motivaron las medidas adoptadas con arreglo al artículo 8 del presente 

Protocolo no resulten fundadas y siempre que el buque no haya cometido ningún acto que las justifique, dicho 
buque será indemnizado por todo perjuicio o daño sufrido. 

3. Toda medida que se tome, adopte o aplique de conformidad con lo dispuesto en el presente 
capítulo tendrá debidamente en cuenta la necesidad de no interferir ni causar menoscabo en: 

 
a) Los derechos y las obligaciones de los Estados ribereños en el ejercicio de su jurisdicción de 

conformidad con el derecho internacional del mar; ni en 
b) La competencia del Estado del pabellón para ejercer la jurisdicción y el control en cuestiones 

administrativas, técnicas y sociales relacionadas con el buque. 
 
4. Toda medida que se adopte en el mar en cumplimiento de lo dispuesto en el presente capítulo será 

ejecutada únicamente por buques de guerra o aeronaves militares, o por otros buques o aeronaves que 
ostenten signos claros y sean identificables como buques o aeronaves al servicio de un gobierno y 
autorizados a tal fin. 
 

III. Medidas de prevención, cooperación y otras medidas 
 

ARTICULO 10 
 Información 

 
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 27 y 28 de la Convención y con miras a lograr los 

objetivos del presente Protocolo, los Estados Parte, en particular los que tengan fronteras comunes o estén 
situados en las rutas de tráfico ilícito de migrantes, intercambiarán, de conformidad con sus respectivos 
ordenamientos jurídicos y administrativos internos, información pertinente sobre asuntos como: 

 
a) Los lugares de embarque y de destino, así como las rutas, los transportistas y los medios de 

transporte a los que, según se sepa o se sospeche, recurren los grupos delictivos organizados involucrados en 
las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo; 

b) La identidad y los métodos de las organizaciones o los grupos delictivos organizados involucrados 
o sospechosos de estar involucrados en las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo; 

c) La autenticidad y la debida forma de los documentos de viaje expedidos por los Estados Parte, así 
como todo robo o concomitante utilización ilegítima de documentos de viaje o de identidad en blanco; 

d) Los medios y métodos utilizados para la ocultación y el transporte de personas, la alteración, 
reproducción o adquisición ilícitas o cualquier otra utilización indebida de los documentos de viaje o de 
identidad empleados en las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo, así como las 
formas de detectarlos; 

e) Experiencias de carácter legislativo, así como prácticas y medidas conexas, para prevenir y 
combatir las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo; y 

f) Cuestiones científicas y tecnológicas de utilidad para el cumplimiento de la ley, a fin de reforzar la 
capacidad respectiva de prevenir, detectar e investigar las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente 
Protocolo y de enjuiciar a las personas implicadas en ellas. 

 
2. El Estado Parte receptor de dicha información dará cumplimiento a toda solicitud del Estado Parte 

que la haya facilitado en el sentido de imponer restricciones a su utilización. 
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ARTICULO 11 
             Medidas fronterizas 

 
1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación de personas, los 

Estados Parte reforzarán, en la medida de lo posible, los controles fronterizos que sean necesarios para 
prevenir y detectar el tráfico ilícito de migrantes. 

2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativas u otras medidas apropiadas para prevenir, en la 
medida de lo posible, la utilización de medios de transporte explotados por transportistas comerciales para la 
comisión del delito tipificado con arreglo al apartado a) del párrafo 1 del artículo 6 del presente Protocolo. 

3. Cuando proceda y sin perjuicio de las convenciones internacionales aplicables se preverá, entre 
esas medidas, la obligación de los transportistas comerciales, incluidas las empresas de transporte, así como 
los propietarios o explotadores de cualquier medio de transporte, de cerciorarse de que todos los pasajeros 
tengan en su poder los documentos de viaje requeridos para entrar en el Estado receptor. 

4. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias, de conformidad con su derecho interno, para 
prever sanciones en caso de incumplimiento de la obligación enunciada en el párrafo 3 del presente artículo. 

5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permitan, de conformidad 
con su derecho interno, denegar la entrada o revocar visados a personas implicadas en la comisión de delitos 
tipificados con arreglo al presente Protocolo. 

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención, los Estados Parte considerarán la 
posibilidad de reforzar la cooperación entre los organismos de control fronterizo, en particular, entre otras 
medidas, estableciendo y manteniendo conductos de comunicación directos. 
 

ARTICULO 12 
     Seguridad y control de los documentos 

 
Cada Estado Parte adoptará, con los medios de que disponga, las medidas que se requieran para: 

 
a) Garantizar la necesaria calidad de los documentos de viaje o de identidad que expida a fin de que 

éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni falsificarse o alterarse, reproducirse o expedirse de 
forma ilícita; y 

b) Garantizar la integridad y seguridad de los documentos de viaje o de identidad que expida o que se 
expidan en su nombre e impedir la creación, expedición y utilización ilícitas de dichos documentos. 
 

ARTICULO 13 
    Legitimidad y validez de los documentos 

 
Cuando lo solicite otro Estado Parte, cada Estado Parte verificará, de conformidad con su derecho 

interno y dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los documentos de viaje o de identidad 
expedidos o presuntamente expedidos en su nombre y sospechosos de ser utilizados para los fines de las 
conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo. 
 

ARTICULO 14 
         Capacitación y cooperación técnica 

 
1. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios de inmigración y a otros funcionarios pertinentes 

capacitación especializada en la prevención de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente 
Protocolo y en el trato humano de los migrantes objeto de esa conducta, respetando al mismo tiempo 
sus derechos reconocidos conforme al presente Protocolo o reforzarán dicha capacitación, según proceda. 

2. Los Estados Parte cooperarán entre sí y con las organizaciones internacionales competentes, las 
organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y demás sectores de la sociedad civil, 
según proceda, a fin de garantizar que en sus respectivos territorios se imparta una capacitación de personal 
adecuada para prevenir, combatir y erradicar las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente 
Protocolo, así como proteger los derechos de los migrantes que hayan sido objeto de esas conductas. Dicha 
capacitación incluirá, entre otras cosas: 

 



 
D.G.T.M .Y  M.M. 
BOL. INF. MARIT. 2/2005 
 

59

a) La mejora de la seguridad y la calidad de los documentos de viaje; 
b) El reconocimiento y la detección de los documentos de viaje o de identidad falsificados; 
c) La compilación de información de inteligencia criminal, en particular con respecto a la 

identificación de los grupos delictivos organizados involucrados o sospechosos de estar involucrados en las 
conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo, los métodos utilizados para transportar a 
los migrantes objeto de dicho tráfico, la utilización indebida de documentos de viaje o de identidad para los 
fines de las conductas enunciadas en el artículo 6 y los medios de ocultación utilizados en el tráfico ilícito de 
migrantes; 

d) La mejora de los procedimientos para detectar a las personas objeto de tráfico ilícito en puntos de 
entrada y salida convencionales y no convencionales; y 

e) El trato humano de los migrantes afectados y la protección de sus derechos reconocidos conforme 
al presente Protocolo. 
 

3. Los Estados Parte que tengan conocimientos especializados pertinentes considerarán la posibilidad 
de prestar asistencia técnica a los Estados que sean frecuentemente países de origen o de tránsito de personas 
que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo. Los Estados Parte 
harán todo lo posible por suministrar los recursos necesarios, como vehículos, sistemas de informática 
y lectores de documentos, para combatir las conductas enunciadas en el artículo 6. 
 

ARTICULO 15 
              Otras medidas de prevención 

 
1. Cada Estado Parte adoptará medidas para cerciorarse de poner en marcha programas de 

información o reforzar los ya existentes a fin de que la opinión pública sea más consciente de que las 
conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo son una actividad delictiva que frecuentemente 
realizan los grupos delictivos organizados con fines de lucro y que supone graves riesgos para los migrantes 
afectados. 

2. De conformidad con el artículo 31 de la Convención, los Estados Parte cooperarán en el ámbito de 
la información pública a fin de impedir que los migrantes potenciales lleguen a ser víctimas de grupos 
delictivos organizados. 

3. Cada Estado Parte promoverá o reforzará, según proceda, los programas y la cooperación para el 
desarrollo en los planos nacional, regional e internacional, teniendo en cuenta las realidades socioeconómicas 
de la migración y prestando especial atención a las zonas económica y socialmente deprimidas, a fin de 
combatir las causas socioeconómicas fundamentales del tráfico ilícito de migrantes, como la pobreza 
y el subdesarrollo. 
 

ARTICULO 16 
         Medidas de protección y asistencia 

 
1. Al aplicar el presente Protocolo, cada Estado Parte adoptará, en consonancia con sus obligaciones 

emanadas del derecho internacional, todas las medidas apropiadas, incluida la legislación que sea necesaria, a 
fin de preservar y proteger los derechos de las personas que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en 
el artículo 6 del presente Protocolo, conforme a las normas aplicables del derecho internacional, en particular 
el derecho a la vida y el derecho a no ser sometido a tortura o a otras penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. 

2. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para otorgar a los migrantes protección adecuada 
contra toda violencia que puedan infligirles personas o grupos por el hecho de haber sido objeto de las 
conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo. 

3. Cada Estado Parte prestará asistencia apropiada a los migrantes cuya vida o seguridad se haya 
puesto en peligro como consecuencia de haber sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del 
presente Protocolo. 

4. Al aplicar las disposiciones del presente artículo, los Estados Parte tendrán en cuenta las 
necesidades especiales de las mujeres y los niños. 
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5. En el caso de la detención de personas que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en el 
artículo 6 del presente Protocolo, cada Estado Parte cumplirá las obligaciones contraídas con arreglo a la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, cuando proceda, incluida la de informar sin demora 
a la persona afectada sobre las disposiciones relativas a la notificación del personal consular y a la 
comunicación con dicho personal. 
 

ARTICULO 17 
            Acuerdos y arreglos 

 
Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos bilaterales o regionales o arreglos 

operacionales con miras a: 
 

a) Adoptar las medidas más apropiadas y eficaces para prevenir y combatir las conductas enunciadas 
en el artículo 6 del presente Protocolo; o 

b) Contribuir conjuntamente a reforzar las disposiciones del presente Protocolo. 
 
 

ARTICULO 18 
Repatriación de los migrantes objeto de tráfico ilícito 

 
1. Cada Estado Parte conviene en facilitar y aceptar, sin demora indebida o injustificada, la 

repatriación de toda persona que haya sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente 
Protocolo y que sea nacional de ese Estado Parte o tuviese derecho de residencia permanente en su 
territorio en el momento de la repatriación. 

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de facilitar y aceptar la repatriación de una persona 
que haya sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo y que, de 
conformidad con el derecho interno, tuviese derecho de residencia permanente en el territorio de ese 
Estado Parte en el momento de su entrada en el Estado receptor. 

3. A petición del Estado Parte receptor, todo Estado Parte requerido verificará, sin demora indebida o 
injustificada, si una persona que ha sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente 
Protocolo es nacional de ese Estado Parte o tiene derecho de residencia permanente en su territorio. 

4. A fin de facilitar la repatriación de toda persona que haya sido objeto de las conductas enunciadas 
en el artículo 6 del presente Protocolo y que carezca de la debida documentación, el Estado Parte del que esa 
persona sea nacional o en cuyo territorio tenga derecho de residencia permanente convendrá en expedir, 
previa solicitud del Estado Parte receptor, los documentos de viaje o autorización de otro tipo que sean 
necesarios para que la persona pueda viajar a su territorio y reingresar en él. 

5. Cada Estado Parte que intervenga en la repatriación de una persona que haya sido objeto de las 
conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo adoptará todas las medidas que procedan para 
llevar a cabo la repatriación de manera ordenada y teniendo debidamente en cuenta la seguridad 
y dignidad de la persona. 

6. Los Estados Parte podrán cooperar con las organizaciones internacionales que procedan para 
aplicar el presente artículo. 

7. Las disposiciones del presente artículo no menoscabarán ninguno de los derechos reconocidos a 
las personas que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo por el 
derecho interno del Estado Parte receptor. 

8. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a las obligaciones contraídas con arreglo a 
cualquier otro tratado bilateral o multilateral aplicable o a cualquier otro acuerdo o arreglo operacional que 
rija, parcial o totalmente, la repatriación de las personas que hayan sido objeto de las conductas enunciadas en 
el artículo 6 del presente Protocolo. 
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     IV. Disposiciones finales 
 

ARTICULO 19 
    Cláusula de salvaguardia 

 
1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará a los demás derechos, obligaciones y 

responsabilidades de los Estados y las personas con arreglo al derecho internacional, incluidos el derecho 
internacional humanitario y la normativa internacional de derechos humanos y, en particular, cuando sean 
aplicables, la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así 
como el principio de non-refoulement consagrado en dichos instrumentos. 

2. Las medidas previstas en el presente Protocolo se interpretarán y aplicarán de forma que no sea 
discriminatoria para las personas por el hecho de ser objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del 
presente Protocolo. La interpretación y aplicación de esas medidas estarán en consonancia con los principios 
de no discriminación internacionalmente reconocidos. 
 

ARTICULO 20 
                  Solucion de controversias 

 
1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación o 

aplicación del presente Protocolo mediante la negociación. 
2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación del 

presente Protocolo que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un plazo razonable deberá, a 
solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la fecha de la solicitud 
de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, 
cualquiera de esas Partes podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud 
conforme al Estatuto de la Corte. 

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación del 
presente Protocolo o de la adhesión a él, declarar que no se considera vinculado por el párrafo 2 del presente 
artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo respecto de 
todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente artículo 
podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 
 

ARTICULO 21 
       Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 

 
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados del 12 al 15 de diciembre de 

2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 12 
de diciembre de 2002. 

2. El presente Protocolo también estará abierto a la firma de las organizaciones regionales de 
integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales organizaciones haya 
firmado el presente Protocolo de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo. 

3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
Las organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miembros ha procedido de igual manera. En ese 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones 
comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia. 

4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados u organizaciones regionales 
de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro que sea Parte en el presente 
Protocolo. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones regionales de integración económica 
declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. 
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Dichas organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de 
su competencia. 
 

ARTICULO 22 
            Entrada en vigor 

 
1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que se haya 

depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, a condición de 
que no entre en vigor antes de la entrada en vigor de la Convención. A los efectos del presente párrafo, los 
instrumentos depositados por una organización regional de integración económica no se considerarán 
adicionales a los depositados por los Estados miembros de tal organización. 

2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, acepte o apruebe 
el presente Protocolo o se adhiera a él después de haberse depositado el cuadragésimo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día 
después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado el instrumento pertinente o en la fecha 
de su entrada en vigor con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, cualquiera que sea la última fecha. 
 

ARTICULO 23 
                  Enmienda 

 
1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del presente Protocolo, los 

Estados Parte podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas, quien a 
continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de las Partes en la 
Convención para que la examinen y decidan al respecto. Los Estados Parte en el presente Protocolo reunidos 
en la Conferencia de las Partes harán todo lo posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se han 
agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la 
enmienda exigirá, en última instancia, una mayoría de dos tercios de los Estados Parte en el presente 
Protocolo presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes. 

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, ejercerán 
su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes en el presente Protocolo. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto si  
sus Estados miembros ejercen, el suyo, y viceversa. 

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta a 
ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte. 

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor 
respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa enmienda. 

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan expresado 
su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las disposiciones del presente 
Protocolo, así como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado. 
 

ARTICULO 24 
     Denuncia 

 
1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente Protocolo mediante notificación escrita al 

Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el 
Secretario General haya recibido la notificación. 

2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en el presente 
Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus Estados miembros. 
 

ARTICULO 25 
        Depositario e idiomas 

 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente Protocolo. 
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2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. En fe de lo cual, 
los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, han firmado el 
presente Protocolo. 
 
 
PROTOCOLO PARA PREVENIR, REPRIMIR Y SANCIONAR LA TRATA DE PERSONAS, 
ESPECIALMENTE MUJERES Y NIÑOS, QUE COMPLEMENTA LA CONVENCION 
DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 
 

Preámbulo 
 
Los Estados Parte en el presente Protocolo, 
 

Declarando que para prevenir y combatir eficazmente la trata de personas, especialmente mujeres y 
niños, se requiere un enfoque amplio e internacional en los países de origen, tránsito y destino que incluya 
medidas para prevenir dicha trata, sancionar a los traficantes y proteger a las víctimas de esa trata, en 
particular amparando sus derechos humanos internacionalmente reconocidos, 

Teniendo en cuenta que si bien existe una gran variedad de instrumentos jurídicos internacionales 
que contienen normas y medidas prácticas para combatir la explotación de las personas, especialmente las 
mujeres y los niños, no hay ningún instrumento universal que aborde todos los aspectos de la trata 
de personas, Preocupados porque de no existir un instrumento de esa naturaleza las personas vulnerables a la 
trata no estarán suficientemente protegidas, 

Recordando la resolución 53/111 de la Asamblea General, de 9 de diciembre de 1998, en la que la 
Asamblea decidió establecer un comité especial intergubernamental de composición abierta encargado de 
elaborar una convención internacional amplia contra la delincuencia transnacional organizada y de 
examinar la elaboración, entre otras cosas, de un instrumento internacional relativo a la trata de mujeres y de 
niños, Convencidos de que para prevenir y combatir ese delito será útil complementar la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional con un instrumento internacional 
destinado a prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, 
 

Acuerdan lo siguiente: 
 

   I. Disposiciones generales 
 

ARTICULO 1 
 
Relación con la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 
 

1. El presente Protocolo complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional y se interpretará juntamente con la Convención. 

2. Las disposiciones de la Convención se aplicarán mutatis mutandis al presente Protocolo, a menos 
que en él se disponga otra cosa. 

3. Los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente Protocolo se considerarán delitos 
tipificados con arreglo a la Convención. 
 

ARTICULO 2 
               Finalidad 

 
Los fines del presente Protocolo son: 

 
a) Prevenir y combatir la trata de personas, prestando especial atención a las mujeres y los niños. 
b) Promover y ayudar a las víctimas de dicha trata, respetando plenamente sus derechos humanos; y 
c) Promover la cooperación entre los Estados Parte para lograr esos fines. 
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ARTICULO 3 
Definiciones 

 
Para los fines del presente Protocolo: 

 
a) Por ‘‘trata de personas’’ se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la 

recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al 
fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de 
pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de 
explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de 
explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la 
servidumbre o la extracción de órganos; 

b) El consentimiento dado por la víctima de la trata de personas a toda forma de explotación que se 
tenga la intención de realizar descrita en el apartado a) del presente artículo no se tendrá en cuenta cuando se 
haya recurrido a cualquiera de los medios enunciados en dicho apartado; 

c) La captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de un niño con fines de 
explotación se considerará ‘‘trata de personas’’ incluso cuando no se recurra a ninguno de los medios 
enunciados en el apartado a) del presente artículo; 

d) Por ‘‘niño’’ se entenderá toda persona menor de 18 años. 
 

ARTICULO 4 
      Ambito de aplicación 

 
A menos que contenga una disposición en contrario, el presente Protocolo se aplicará a la 

prevención, investigación y penalización de los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente 
Protocolo, cuando esos delitos sean de carácter transnacional y entrañen la participación de un grupo delictivo 
organizado, así como a la protección de las víctimas de esos delitos. 
 

ARTICULO 5 
               Penalización 

 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 

tipificar como delito en su derecho interno las conductas enunciadas en el artículo 3 del presente Protocolo, 
cuando se cometan intencionalmente. 

2. Cada Estado Parte adoptará asimismo las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito: 
 

a) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, la tentativa de comisión de un 
delito tipificado con arreglo al párrafo 1 del presente artículo; 

b) La participación como cómplice en la comisión de un delito tipificado con el arreglo al párrafo 1 
del presente artículo; y 

c) La organización o dirección de otras personas para la comisión de un delito tipificado con arreglo 
al párrafo 1 del presente artículo. 
 

II. Protección de las víctimas de la trata de personas 
 

ARTICULO 6 
       Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas 

 
1. Cuando proceda y en la medida que lo permita su derecho interno, cada Estado Parte protegerá la 

privacidad y la identidad de las víctimas de la trata de personas, en particular, entre otras cosas, 
previendo la confidencialidad de las actuaciones judiciales relativas a dicha trata. 
2. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico o administrativo interno prevea 

medidas con miras a proporcionar a las víctimas de la trata de personas, cuando proceda: 
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a) Información sobre procedimientos judiciales y administrativos pertinentes; 
b) Asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y preocupaciones se presenten y examinen en 

las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos 
de la defensa; 
 

3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de aplicar medidas destinadas a prever la 
recuperación física, sicológica y social de las víctimas de la trata de personas, incluso, cuando proceda, en 
cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y demás sectores de la 
sociedad civil, y en particular mediante el suministro de: 
 

a) Alojamiento adecuado; 
b) Asesoramiento e información, en particular con respecto a sus derechos jurídicos, en un idioma 

que las víctimas de la trata de personas puedan comprender; 
c) Asistencia médica, sicológica y material; y 
d) Oportunidades de empleo, educación y capacitación. 

 
4. Cada Estado Parte tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presente artículo, la edad, el 

sexo y las necesidades especiales de las víctimas de la trata de personas, en particular las necesidades 
especiales de los niños, incluidos el alojamiento, la educación y el cuidado adecuados. 

5. Cada Estado Parte se esforzará por prever la seguridad física de las víctimas de la trata de personas 
mientras se encuentren en su territorio. 

6. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico interno prevea medidas que brinden a 
las víctimas de la trata de personas la posibilidad de obtener indemnización     por los daños sufridos. 
 

ARTICULO 7 
    Régimen aplicable a las víctimas de la trata de personas en el Estado receptor 

 
1. Además de adoptar las medidas previstas en el artículo 6 del presente Protocolo, cada Estado Parte 

considerará la posibilidad de adoptar medidas legislativas u otras medidas apropiadas que permitan a las 
víctimas de la trata de personas permanecer en su territorio, temporal o permanentemente, cuando proceda. 

2. Al aplicar la disposición contenida en el párrafo 1 del presente artículo, cada Estado Parte dará la 
debida consideración a factores humanitarios y personales. 
 

ARTICULO 8 
          Repatriación de las víctimas de la trata de personas 

 
1. El Estado Parte del que sea nacional una víctima de la trata de personas o en el que ésta tuviese 

derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio del Estado Parte receptor 
facilitará y aceptará, sin demora indebida o injustificada, la repatriación de esa persona teniendo debidamente 
en cuenta su seguridad. 

2. Cuando un Estado Parte disponga la repatriación de una víctima de la trata de personas a un 
Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tuviese derecho de residencia permanente en el 
momento de su entrada en el territorio del Estado Parte receptor, velará por que dicha repatriación se realice 
teniendo debidamente en cuenta la seguridad de esa persona, así como el estado de cualquier procedimiento 
legal relacionado con el hecho de que la persona es una víctima de la trata, y preferentemente de forma 
voluntaria. 

3. Cuando lo solicite un Estado Parte receptor, todo Estado Parte requerido verificará, sin demora 
indebida o injustificada, si la víctima de la trata de personas es uno de sus nacionales o tenía derecho de 
residencia permanente en su territorio en el momento de su entrada en el territorio del Estado Parte receptor. 

4. A fin de facilitar la repatriación de toda víctima de la trata de personas que carezca de la debida 
documentación, el Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tuviese derecho de residencia 
permanente en el momento de su entrada en el territorio del Estado Parte receptor convendrá en expedir, 
previa solicitud del Estado Parte receptor, los documentos de viaje o autorización de otro tipo que sean 
necesarios para que la persona pueda viajar a su territorio y reingresar en él. 
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5. El presente artículo no afectará a los derechos reconocidos a las víctimas de la trata de personas 
con arreglo al derecho interno del Estado Parte receptor. 

6. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier acuerdo o arreglo bilateral o 
multilateral aplicable que rija, total o parcialmente, la repatriación de las víctimas de la trata de personas. 
 

     III. Medidas de prevención, cooperación y otras medidas 
 

ARTICULO 9 
         Prevención de la trata de personas 

 
1. Los Estados Parte establecerán políticas, programas y otras medidas de carácter amplio con miras 

a: 
 
a) Prevenir y combatir la trata de personas; y 
b) Proteger a las víctimas de trata de personas, especialmente las mujeres y los niños, contra un 

nuevo riesgo de victimización. 
 

2. Los Estados Parte procurarán aplicar medidas tales como actividades de investigación y campañas 
de información y difusión, así como iniciativas sociales y económicas, con miras a prevenir y combatir la trata 
de personas. 

3. Las políticas, los programas y demás medidas que se adopten de conformidad con el presente 
artículo incluirán, cuando proceda, la cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras 
organizaciones pertinentes y otros sectores de la sociedad civil. 

4. Los Estados Parte adoptarán medias o reforzarán las ya existentes recurriendo en particular a la 
cooperación bilateral o multilateral, a fin de mitigar factores como la pobreza, el subdesarrollo y la falta de 
oportunidades equitativas que hacen a las personas, especialmente las mujeres y los niños, vulnerables 
a la trata. 

5. Los Estados Parte adoptarán medidas legislativas o de otra índole, tales como medidas educativas, 
sociales y culturales, o reforzarán las ya existentes, recurriendo en particular a la cooperación bilateral y 
multilateral, a fin de desalentar la demanda que propicia cualquier forma de explotación conducente 
a la trata de personas, especialmente mujeres y niños. 
 

ARTICULO 10 
               Intercambio de información y capacitación 

 
1. Las autoridades de los Estados Parte encargadas de hacer cumplir la ley, así como las autoridades 

de inmigración u otras autoridades competentes, cooperarán entre sí, según proceda, intercambiando 
información, de conformidad con su derecho interno, a fin de poder determinar: 
 

a) Si ciertas personas que cruzan o intentan cruzar una frontera internacional con documentos de 
viaje pertenecientes a terceros o sin documentos de viaje son autores o víctimas de la trata de personas; 

b) Los tipos de documento de viaje que ciertas personas han utilizado o intentado utilizar para cruzar 
una frontera internacional con fines de trata de personas; y 

c) Los medios y métodos utilizados por grupos delictivos organizados para los fines de la trata de 
personas, incluidos la captación y el transporte, las rutas y los vínculos entre personas y grupos involucrados 
en dicha trata, así como posibles medidas para detectarlos. 

 
2. Los Estados Parte impartirán a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como a los 

de inmigración y a otros funcionarios pertinentes, capacitación en la prevención de la trata de personas o 
reforzarán dicha capacitación, según proceda. Esta deberá centrarse en los métodos aplicados para 
prevenir dicha trata, enjuiciar a los traficantes y proteger los derechos de las víctimas, incluida la protección 
de las víctimas  frente a los traficantes. La capacitación también deberá tener en cuenta la necesidad de 
considerar los derechos humanos y las cuestiones relativas al niño y a la mujer, así como fomentar la 
cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones pertinentes y demás sectores de la 
sociedad civil. 
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3. El Estado Parte receptor de dicha información dará cumplimiento a toda solicitud del Estado 
Parte que la haya facilitado en el sentido de imponer restricciones a su utilización. 

 
 ARTICULO 11 

                                                                  Medidas fronterizas 
 

1. Sin perjuicio de los compromisos internacionales relativos a la libre circulación de personas, los 
Estados Parte reforzarán, en la medida de lo posible, los controles fronterizos que sean necesarios para 
prevenir y detectar la trata de personas. 

2. Cada Estado Parte adoptará medidas legislativo u otras medidas apropiadas para prevenir, en la 
medida de lo posible, la utilización de medios de transporte explotados por transportistas comerciales para la 
comisión de los delitos tipificados con arreglo al artículo 5 del presente Protocolo. 

3. Cuando proceda y sin perjuicio de las convenciones internacionales aplicables se preverá, entre 
esas medidas, la obligación de los transportistas comerciales, incluidas las empresas de transporte, así como 
los propietarios o explotadores de cualquier medio de transporte, de cerciorarse de que todos los pasajeros 
tengan en su poder los documentos de viaje requeridos para entrar en el Estado receptor. 

4. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias, de conformidad con su derecho interno, para 
prever sanciones en caso de incumplimiento de la obligación enunciada en el párrafo 3 del presente artículo. 

5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas que permitan, de conformidad 
con su derecho interno, denegar la entrada o revocar visados a personas implicadas en la comisión de delitos 
tipificados con arreglo al presente Protocolo. 

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Convención, los Estados Parte considerarán la 
posibilidad de reforzar la cooperación entre los organismos de control fronterizo, en particular, entre otras 
medidas, estableciendo y manteniendo conductos de comunicación directos. 
 

ARTICULO 12 
      Seguridad y control de los documentos 

 
Cada Estado Parte adoptará, con los medios de que disponga, las medidas que se requieran para: 

 
a) Garantizar la necesaria calidad de los documentos de viaje o de identidad que expida a fin de que 

éstos no puedan con facilidad utilizarse indebidamente ni falsificarse o alterarse, reproducirse o expedirse de 
forma ilícita; y 

b) Garantizar la integridad y la seguridad de los documentos de viaje o de identidad que expida o que 
se expidan en su nombre e impedir la creación, expedición y utilización ilícitas de dichos documentos. 
 

ARTICULO 13 
    Legitimidad y validez de los documentos 

 
Cuando lo solicite otro Estado Parte, cada Estado Parte verificará, de conformidad con su derecho 

interno y dentro de un plazo razonable, la legitimidad y validez de los documentos de viaje o de identidad 
expedidos o presuntamente expedidos en su nombre y sospechosos de ser utilizados para la trata de 
personas. 
 

     IV. Disposiciones finales 
 

ARTICULO 14 
        Cláusula de salvaguardia 

 
1. Nada de lo dispuesto en el presente Protocolo afectará a los derechos, obligaciones y 

responsabilidades de los Estados y las personas con arreglo al derecho internacional, incluidos el 
derecho internacional humanitario y la normativa internacional de derechos humanos y, en particular, cuando 
sean aplicables, la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, así como 
el principio de non-refoulement consagrado en dichos instrumentos. 
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2. Las medidas previstas en el presente Protocolo se interpretarán y aplicarán de forma que no sea 
discriminatoria para las personas por el hecho de ser víctimas de la trata de personas. La interpretación y 
aplicación de esas medidas estarán en consonancia con los principios de no discriminación internacionalmente 
reconocidos. 
 

ARTICULO 15 
                 Solución de controversias 

 
1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación o 

aplicación del presente Protocolo mediante la negociación. 
2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación del 

presente Protocolo que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un plazo razonable deberá, a 
solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la fecha de la solicitud 
de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, 
cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante 
solicitud conforme al Estatuto de la Corte. 

3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación del 
presente Protocolo o adhesión a él, declarar que no se considera vinculado por el párrafo 2 del presente 
artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo respecto de 
todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 

4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente artículo 
podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 
 

ARTICULO 16 
      Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 

 
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados del 12 al 15 de diciembre de 

2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 12 
de diciembre de 2002. 

2. El presente Protocolo también estará abierto a la firma de las organizaciones regionales de 
integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales organizaciones haya 
firmado el presente Protocolo de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo. 

3. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
Las organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miembros ha procedido de igual manera. En ese 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el alcance de su 
competencia con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas organizaciones 
comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia. 

4. El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados u organizaciones regionales 
de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro que sea Parte en el presente 
Protocolo. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones regionales de integración económica declararán el 
alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por el presente Protocolo. Dichas 
organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su 
competencia. 
 

ARTICULO 17 
                          Entrada en vigor 

 
1. El presente Protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que se haya 

depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, a condición de 
que no entre en vigor antes de la entrada en vigor de la Convención. A los efectos del presente párrafo, los 
instrumentos depositados por una organización regional de integración económica no se considerarán 
adicionales a los depositados por los Estados miembros de tal organización. 
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2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, acepte o apruebe 
el presente Protocolo o se adhiera a él después de haberse depositado el cuadragésimo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día 
después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado el instrumento pertinente o en la fecha 
de su entrada en vigor con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, cualquiera que sea la última fecha. 

 
ARTICULO 18 
  Enmienda 

 
º1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor del presente Protocolo, los 

Estados Parte en el Protocolo podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien a continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la 
Conferencia de las Partes en la Convención para que la examinen y decidan al respecto. Los Estados Parte en 
el presente Protocolo reunidos en la Conferencia de las Partes harán todo lo posible por lograr un consenso 
sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a un 
acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una mayoría de dos tercios de los 
Estados Parte en el presente Protocolo presentes y votantes en 
la sesión de la Conferencia de las Partes. 

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, ejercerán 
su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes en el presente Protocolo. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto si 
sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa. 

3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta a 
ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte. 

4. Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor 
respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa enmienda. 

5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan expresado 
su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las disposiciones del presente 
Protocolo, así como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado. 
 

ARTICULO 19 
                   Denuncia 

 
1. Los Estados Parte podrán denunciar el presente Protocolo mediante notificación escrita al 

Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el 
Secretario General haya recibido la notificación. 

2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en el presente 
Protocolo cuando lo hayan denunciado todos sus Estados miembros. 
 

ARTICULO 20 
       Depositario e idiomas 

 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente Protocolo. 
2. El original del presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 

son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
 
En Fe de lo Cual, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos 

gobiernos, han firmado el presente Protocolo. 
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MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y RECONSTRUCCION 

 
Subsecretaría de Pesca 

 
ESTABLECE VEDA BIOLOGICA PARA EL RECURSO ANCHOVETA EN AREA Y PERIODO 

QUE INDICA 
 

(D.O. N° 38.091, de 19 de Febrero de 2005) 
 
 

Núm. 271 exento.- Santiago, 17 de febrero de 2005. 
Visto: Lo informado por la División de Administración Pesquera de la Subsecretaría de Pesca 

mediante memorándum técnico (R. Pesq.) Nº 18 de fecha 16 de febrero de 2005; lo dispuesto en el artículo 32 
Nº 8 de la Constitución Política de la República; el D.F.L. Nº 5 de 1983; la Ley General de Pesca y 
Acuicultura Nº 18.892 y sus modificaciones, cuyo texto refundido fue fijado por el D.S. Nº 430 de 1991, del 
Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción; el D.S. Nº 354 de 1993 y el decreto exento Nº 1.014 de 
2004, ambos del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción; el D.S. Nº 19 del 2001, del Ministerio 
Secretaría General de la Presidencia; la resolución Nº 520 de 1996, de la Contraloría General de la República; 
la comunicación previa al Consejo Zonal de Pesca de la I y II Regiones, 
 

Considerando: 
 

Que el artículo 3º letras a) y e) de la Ley General de Pesca y Acuicultura establece la facultad y el 
procedimiento para fijar vedas biológicas por especie en un área determinada y para establecer porcentaje de 
desembarque de especies como fauna acompañante; 

 
Que resulta necesario establecer una veda biológica para la especie Anchoveta Engraulis ringens 

con e objeto proteger de proceso de reclutamiento de dicho recurso en el área marítima correspondiente a las 
Regiones I y II;                                                                                                                                                            

 
Que se ha comunicado esta medida de conservación al Consejo Zonal de Pesca de las Regiones I y II; 

 
 

D e c r e t o: 
 
 

Artículo 1º.- Establécese una veda biológica para el recurso Anchoveta Engraulis ringens, en el 
área marítima comprendida entre el límite norte de la I Región y el límite sur de la II Región, la que regirá por 
15 días a partir de la fecha de publicación del presente decreto en el Diario Oficial. 

 
Artículo 2º.- Durante el período de veda biológica, prohíbese la captura, comercialización, 

transporte, procesamiento, elaboración y almacenamiento de la especie vedada y de los productos derivados 
de ella, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 110, 119 y 139 de la Ley General de Pesca y 
Acuicultura. 

 
Artículo 3º.- Se exceptúa de lo establecido en los artículos precedentes, la captura de Anchoveta 

destinada a la elaboración de productos de consumo humano directo y a carnada, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 3º letra a) de la Ley General de Pesca y Acuicultura. El Servicio Nacional de Pesca 
establecerá mediante resolución las condiciones y requisitos para acogerse a la excepción antes señalada. 

 
Artículo 4º.- Durante la vigencia y en el área de la veda biológica, autorízase la captura del recurso 

Anchoveta en calidad de fauna acompañante de la pesca dirigida a los recursos Jurel y Caballa, la que no 
podrá exceder de un 5%, medido en peso, de la captura total de la especie objetivo, en cada viaje de pesca. 
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Las capturas antes señaladas se regirán por las reglas de imputación contenidas en el artículo 6º del decreto 
exento Nº 1014 de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 

Artículo 5º.- El Servicio Nacional de Pesca podrá mediante resolución establecer medidas y 
procedimientos para permitir una adecuada fiscalización, tales como, horarios y puertos de desembarques, 
solicitar información de la actividad pesquera a las plantas de transformación, naves pesqueras u otros agentes 
del sector en los períodos y fechas que indique y efectuar los controles que sean necesarios, para lograr un 
efectivo cumplimiento de las disposiciones del presente decreto. 

 
Artículo 6º.- La infracción a lo dispuesto en el presente decreto, será sancionada en conformidad con 

el procedimiento y las penas contempladas en la Ley General de Pesca y Acuicultura. 
 

Anótese, comuníquese y publíquese.- Por orden del Sr. Presidente de la República, Carlos Alvarez 
Voullieme, Ministro de Economía y Energía (S). 

 
Lo que transcribo para su conocimiento.- Saluda atentamente a usted, Jessica Fuentes Olmos, 

Subsecretario de Pesca (S). 
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Ministerio del Interior 

Subsecretaría del Interior 
 

LEY NUM. 20.000 
 

SUSTITUYE LA LEY Nº 19.366, QUE SANCIONA EL TRAFICO ILICITO DE 
ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS SICOTROPICAS 

 
                     (D.O. N° 38.088, del 16 de Febrero de 2005) 

 
Teniendo presente que el H. Congreso Nacional ha dado su aprobación al siguiente 
Proyecto de ley: 

T I T U L O I 
 

De los delitos y sanciones 
 

Párrafo 1º 
 

De los crímenes y simples delitos 
 

Artículo 1º.- Los que elaboren, fabriquen, transformen, preparen o extraigan sustancias o drogas 
estupefacientes o sicotrópicas productoras de dependencia física o síquica, capaces de provocar graves efectos 
tóxicos o daños considerables a la salud, sin la debida autorización, serán castigados con presidio mayor en 
sus grados mínimo a medio y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales. 

Si se tratare de otras drogas o sustancias de esta índole que no produzcan los efectos indicados en el 
inciso anterior, podrá rebajarse la pena hasta en un grado. 

Incurren también en este delito, quienes tengan en su poder elementos, instrumentos, materiales o 
equipos comúnmente destinados a la elaboración, fabricación, preparación, transformación o extracción de las 
sustancias o drogas a que se refieren los incisos anteriores. 

 
Artículo 2º.- La producción, fabricación, elaboración, distribución, transporte, comercialización, 

importación, exportación, posesión o tenencia de precursores o de sustancias químicas esenciales, con el 
objetivo de destinarlos a la preparación de drogas estupefacientes o sustancias sicotrópicas para perpetrar, 
dentro o fuera del país, alguno de los hechos considerados como delitos en esta ley, será castigado con 
presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de cuarenta a cuatrocientas 
unidades tributarias mensuales. 

Si alguna de las conductas descritas en el inciso anterior se hubiere realizado sin conocer el destino 
de los precursores o de las sustancias químicas esenciales por negligencia inexcusable, la pena será de 
presidio menor en sus grados mínimo a medio. 

 
Artículo 3º.- Las penas establecidas en el artículo 1º se aplicarán también a quienes trafiquen, bajo 

cualquier título, con las sustancias a que dicha disposición se refiere, o con las materias primas que sirvan 
para obtenerlas y a quienes, por cualquier medio, induzcan, promuevan o faciliten el uso o consumo de tales 
sustancias. 

Se entenderá que trafican los que, sin contar con la autorización competente, importen, exporten, 
transporten, adquieran, transfieran, sustraigan, posean, suministren, guarden o porten tales sustancias o 
materias primas. 

 
Artículo 4º.- El que, sin la competente autorización posea, transporte, guarde o porte consigo 

pequeñas cantidades de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas, productoras de dependencia física 
o síquica, o de materias primas que sirvan para obtenerlas, sea que se trate de las indicadas en los incisos 
primero o segundo del artículo 1º, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa 
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de diez a cuarenta unidades tributarias mensuales, a menos que justifique que están destinadas a la atención de 
un tratamiento médico o a su uso o consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo. 

En igual pena incurrirá el que adquiera, transfiera, suministre o facilite a cualquier título pequeñas 
cantidades de estas sustancias, drogas o materias primas, con el objetivo de que sean consumidas o usadas por 
otro. 

Se entenderá que no concurre la circunstancia de uso o consumo personal exclusivo y próximo en el 
tiempo, cuando la calidad o pureza de la droga poseída, transportada, guardada o portada no permita 
racionalmente suponer que está destinada al uso o consumo descrito o cuando las circunstancias de la 
posesión, transporte, guarda o porte sean indiciarias del propósito de traficar a cualquier título. 
 

Artículo 5º.- El que suministre a menores de dieciocho años de edad, a cualquier título, productos 
que contengan hidrocarburos aromáticos, tales como benceno, tolueno u otras sustancias similares, incurrirá 
en la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cuarenta a doscientas unidades 
tributarias mensuales. 

Atendidas las circunstancias del delito, podrá imponerse, además, la clausura a que hace referencia el 
artículo 7º. 

 
Artículo 6º.- El médico cirujano, odontólogo o médico veterinario que recete alguna de las 

sustancias señaladas en el artículo 1º, sin necesidad médica o terapéutica, será penado con presidio mayor en 
sus grados mínimo a medio y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales. 

 
Artículo 7º.- El que, encontrándose autorizado para suministrar a cualquier título las sustancias o 

drogas a que se refiere el artículo 1º, o las materias que sirvan para obtenerlas, lo hiciere en contravención de 
las disposiciones legales o reglamentarias que lo regulan, será sancionado con presidio mayor en sus grados 
mínimo a medio y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales. Atendidas las 
circunstancias del delito, podrá imponerse, además, la medida de clausura temporal del establecimiento por un 
plazo no inferior a sesenta días ni superior a ciento veinte días, aun cuando el autor del hecho sea empleado o 
dependiente de cualquier modo en dicho establecimiento. En caso de reiteración, podrá imponerse la clausura 
definitiva y la prohibición perpetua para el autor de tales ilícitos de participar en otro establecimiento de igual 
naturaleza. 
 

Artículo 8º.- El que, careciendo de la debida autorización, siembre, plante, cultive o coseche 
especies vegetales del género cannabis u otras productoras de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, 
incurrirá en la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa 
de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales, a menos que justifique que están destinadas a su 
uso o consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo, caso en el cual sólo se aplicarán las sanciones de 
los artículos 50 y siguientes. 

Según la gravedad del hecho y las circunstancias personales del responsable, la pena podrá rebajarse 
en un grado. 

 
Artículo 9º.- La autorización a que se refiere el artículo anterior será otorgada por el Servicio 

Agrícola y Ganadero. No podrá otorgarse dicha autorización a las personas naturales respecto de las cuales se 
hubiere formalizado la investigación, decretado la suspensión condicional del procedimiento prevista 
en el artículo 237 del Código Procesal Penal o hayan sido  condenadas por alguna de las conductas punibles 
contempladas en esta ley o en las leyes 19.366 y 19.913. Tampoco se otorgará a las personas jurídicas, cuando 
cualesquiera de sus representantes legales o administradores, y socios en el caso de las sociedades que no sean 
anónimas, se encuentren en alguna de dichas situaciones. 

Se suspenderá la autorización concedida por el solo ministerio de la ley si, con posterioridad a ésta, 
se formaliza la investigación por alguno de los delitos aludidos; y se entenderá 
cancelada definitivamente, de igual modo, desde que se encuentre ejecutoriada la respectiva sentencia de 
término condenatoria. 

Las resoluciones judiciales aludidas en los incisos anteriores se comunicarán al Servicio Agrícola y 
Ganadero tan pronto se encuentren firmes. Dicho Servicio, a la brevedad, dictará la correspondiente 
resolución, de carácter declarativo, y la comunicará a los interesados. 
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Artículo 10.- El que, estando autorizado para efectuar las siembras, plantaciones, cultivos o cosechas 
a que se refiere el artículo anterior, desvíe o destine al tráfico ilícito alguna de las especies vegetales allí 
señaladas, o sus rastrojos, florescencias, semillas u otras partes activas, será penado con presidio 
mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales. 

Si, por imprudencia o negligencia culpable, abandonare en lugares de fácil acceso al público plantas, 
sus rastrojos, florescencias, semillas u otras partes activas, o no cumpliere con las obligaciones establecidas 
en el reglamento sobre cierro y destrucción de tales especies, será castigado con reclusión o relegación 
menores en su grado mínimo y multa de veinte a doscientas unidades tributarias mensuales. 

 
Artículo 11.- El propietario, poseedor, mero tenedor o administrador a cualquier título de bienes 

raíces o muebles que, aun sin concierto previo, los facilite a otro a sabiendas de que serán destinados a la 
comisión de alguno de los delitos contemplados en los artículos 1º, 2º, 3º u 8º, será penado con la misma 
sanción establecida para el respectivo delito. 
 

Artículo 12.- Quien se encuentre, a cualquier título, a cargo de un establecimiento de comercio, cine, 
hotel, restaurante, bar, centro de baile o música, recinto deportivo, establecimiento educacional de cualquier 
nivel, u otros abiertos al público, y tolere o permita el tráfico o consumo de alguna de las sustancias 
mencionadas en el artículo 1º, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de 
cuarenta a doscientas unidades tributarias mensuales, a menos que le corresponda una sanción mayor por su 
participación en el hecho. 

El tribunal podrá, además, imponer las medidas de clausura a que hace referencia el artículo 7º. 
 
Artículo 13.- El funcionario público que, en razón de su cargo, tome conocimiento de alguno de los 

delitos contemplados en esta ley y omita denunciarlo al Ministerio Público, a los funcionarios de Carabineros 
de Chile o de la Policía de Investigaciones, o de Gendarmería en los casos de los delitos cometidos dentro de 
los recintos penitenciarios, o ante cualquier tribunal con competencia en lo criminal, será castigado con 
presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias 
mensuales. 

 
Artículo 14.- El personal militar a que se refiere el artículo 6º del Código de Justicia Militar, con 

excepción de los conscriptos, el de la Policía de Investigaciones de Chile, el de Gendarmería de Chile y el de 
aeronáutica a que se refiere el artículo 57 del Código Aeronáutico que consuma alguna de las sustancias 
señaladas en los artículos 1º y 5º de esta ley, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados 
mínimo a medio. 

No obstante, si consumieren tales sustancias en los lugares o situaciones mencionados en el artículo 
5º, Nº 3º, del Código de Justicia Militar, la sanción será presidio menor en sus grados medio a máximo. 

Los conscriptos que consuman alguna de las sustancias señaladas en los artículos 1º y 5º de esta ley, 
en los lugares o situaciones indicados en el artículo 5º, Nº 3º, del Código de Justicia Militar, serán castigados 
con la pena de presidio menor en su grado mínimo. 

Las mismas penas expresadas en los incisos anteriores se aplicará al respectivo personal si guarda o 
porta consigo dichas sustancias, aun cuando sean para su uso o consumo personal exclusivo y próximo en el 
tiempo. 

Esta pena no se aplicará a los que justifiquen el uso, consumo, porte o tenencia de dichas sustancias 
en la atención de un tratamiento médico. 

Corresponderá a la autoridad superior de cada organismo prevenir el uso indebido de sustancias 
estupefacientes o sicotrópicas, debiendo ordenar la realización periódica de controles de consumo conforme a 
las normas contenidas en un reglamento que se dictará al efecto. 

 
Artículo 15.- Los oficiales y el personal de Gente de Mar de dotación de buques de la marina 

mercante, de naves especiales y de artefactos navales que, a bordo o en el cumplimiento de sus funciones, 
porten para su exclusivo uso personal y próximo en el tiempo o consuman alguna de las sustancias señaladas 
en los artículos 1º y 5°, serán sancionados con presidio o reclusión menores en sus grados medio a máximo y 
multa de diez a cien unidades tributarias mensuales. 

Dichas penas no se aplicarán a los que justifiquen el uso, consumo, porte o tenencia de alguna de 
dichas sustancias en la atención de un tratamiento médico. 
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Artículo 16.- Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer alguno de los delitos 

contemplados en esta ley serán sancionados, por este solo hecho, según las normas que siguen: 
 
1.- Con presidio mayor en sus grados medio a máximo, al que financie de cualquier forma, ejerza el 

mando o dirección, o planifique el o los delitos que se propongan. 
2.- Con presidio mayor en sus grados mínimo a medio, al que suministre vehículos, armas, 

municiones, instrumentos, alojamientos, escondite, lugar de reunión o cualquiera otra forma de colaboración 
para la consecución de los fines de la organización. 

Si el autor, cómplice o encubridor del delito establecido en este artículo cometiere, además, alguno 
de los delitos contemplados en esta ley, se estará a lo dispuesto en el artículo 74 del Código Penal para los 
efectos de la aplicación de la pena. 

 
Artículo 17.- La conspiración para cometer los delitos contemplados en esta ley será sancionada con 

la pena asignada al delito respectivo, rebajada en un grado. 
 
Artículo 18.- Los delitos de que trata esta ley se sancionarán como consumados desde que haya 

principio de ejecución. 
Párrafo 2º 

 

De las circunstancias agravantes 
 

Artículo 19.- Tratándose de los delitos anteriormente descritos, la pena deberá ser aumentada en un 
grado si concurre alguna de las circunstancias siguientes: 

a) Si el imputado formó parte de una agrupación o reunión de delincuentes, sin incurrir en el delito 
de organización del artículo 16. 

b) Si se utilizó violencia, armas o engaño en su comisión. 
c) Si se suministró, promovió, indujo o facilitó el uso o consumo de drogas o sustancias 

estupefacientes o sicotrópicas a menores de dieciocho años de edad, o a personas con sus facultades mentales 
disminuidas o perturbadas. 

d) Si el delito se cometió por funcionarios públicos aprovechando o abusando de su calidad de tales. 
e) Si el delito se cometió valiéndose de personas exentas de responsabilidad penal. 
f) Si el delito se cometió en las inmediaciones o en el interior de un establecimiento de enseñanza o 

en sitios a los que escolares y estudiantes acuden a realizar actividades educativas, deportivas o sociales. 
g) Si el delito se perpetró en una institución deportiva, cultural o social, mientras ésta cumplía sus 

fines propios; o en sitios donde se estaban realizando espectáculos públicos, actividades recreativas, culturales 
o sociales. 

h) Si el delito fue cometido en un centro hospitalario, asistencial, lugar de detención o reclusión, 
recinto militar o policial. 

Si concurren dos o más de las circunstancias señaladas precedentemente, la pena podrá ser 
aumentada en dos grados. 

 
Artículo 20.- En los delitos contemplados en esta ley no procederá la atenuante de responsabilidad 

penal contenida en el número 7 del artículo 11 del Código Penal. 
 
Artículo 21.- Para determinar si existe reincidencia en los delitos castigados en esta ley, se 

considerarán las sentencias firmes dictadas en un Estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya 
sido cumplida. 
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Párrafo 3º 
 

De la cooperación eficaz 
 

Artículo 22.- Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz que 
conduzca al esclarecimiento de los hechos investigados o permita la identificación de sus responsables; o 
sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad 
contemplados en esta ley. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados. 

Sin embargo, tratándose del delito contemplado en el artículo 16, la reducción de la pena podrá 
comprender hasta tres grados. 

Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisos, verídicos y 
comprobables, que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso primero. 

El Ministerio Público deberá expresar, en la formalización de la investigación o en su escrito de 
acusación, si la cooperación prestada por el imputado ha sido eficaz a los fines señalados en el inciso primero. 

Si con ocasión de la investigación de otro hecho constitutivo de delito, el fiscal correspondiente 
necesita tomar conocimiento de los antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz, deberá solicitarlos 
fundadamente. El fiscal requirente, para los efectos de efectuar la diligencia, deberá realizarla en presencia del 
fiscal ante quien se prestó la cooperación, debiendo este último previamente calificar su conveniencia. El 
superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su 
cumplimiento. 

La reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal 
según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran; o de su compensación, de acuerdo 
con las reglas generales 
 

T I T U L O II 
 

De las técnicas de investigación 
 

Párrafo 1º 
 

De las entregas vigiladas o controladas 
 

Artículo 23.- El Ministerio Público podrá autorizar que los envíos ilícitos o sospechosos de las 
sustancias a que se refieren los artículos 1º y 2º, o las sustancias por las que se hayan sustituido, total o 
parcialmente, las anteriormente mencionadas, los instrumentos que hubieren servido o pudieren servir para la 
comisión de alguno de los delitos sancionados en esta ley y los efectos de tales delitos, se trasladen, guarden, 
intercepten o circulen dentro del territorio nacional, salgan de él o entren en él, bajo la vigilancia o el control 
de la autoridad correspondiente, con el propósito de individualizar a las personas que participen en la 
ejecución de tales hechos, conocer sus planes, evitar el uso ilícito de las especies referidas o prevenir 
y comprobar cualquiera de tales delitos. 

Se utilizará esta técnica de investigación cuando se presuma fundadamente que ella facilitará la 
individualización de otros partícipes, sea en el país o en el extranjero, como, asimismo, el cumplimiento de 
alguno de los fines descritos en el inciso anterior. 

Cuando las sustancias, instrumentos y efectos del delito se encuentren en zonas sujetas a la potestad 
aduanera, el Servicio Nacional de Aduanas observará las instrucciones que imparta el Ministerio Público para 
los efectos de aplicar esta técnica de investigación. 

El Ministerio Público podrá disponer en cualquier momento la suspensión de la entrega vigilada o 
controlada y solicitar al juez de garantía que ordene la detención de los partícipes y la incautación de las 
sustancias y demás instrumentos, si las diligencias llegaren a poner en peligro la vida o integridad de los 
funcionarios, agentes encubiertos o informantes que intervengan en la operación, la recolección de 
antecedentes importantes para la investigación o el aseguramiento de los partícipes. Lo anterior es sin 
perjuicio de que, si surgiere ese peligro durante las diligencias, los funcionarios policiales encargados de la 
entrega vigilada o controlada apliquen las normas sobre detención en caso de flagrancia. 
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El Ministerio Público deberá adoptar todas las medidas necesarias para vigilar las especies y bienes a 
que se alude en el inciso primero, como, asimismo, para proteger a todos los que participen en la operación. 
En el plano internacional, la entrega vigilada o controlada se adecuará a lo dispuesto en los acuerdos o 
tratados internacionales. 

Sin perjuicio de las facultades que se le confieren en los artículos 47 y siguientes, el Ministerio 
Público podrá solicitar a las autoridades policiales y judiciales extranjeras, directamente y sin sujeción a lo 
dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 76 del Código de Procedimiento Civil, la remisión de 
los elementos de convicción necesarios para acreditar el hecho delictuoso y las responsabilidades penales 
investigadas en el país, de conformidad a los convenios y tratados internacionales vigentes, como asimismo, 
otorgar a dichas autoridades extranjeras tales antecedentes o elementos de convicción. 

No obstará a la consumación de los delitos que se pesquisen con ocasión de una entrega vigilada o 
controlada, el hecho de que en ella se hayan sustituido las sustancias a que se refieren los artículos 1º y 2º de 
esta ley, o de que hayan participado funcionarios, agentes encubiertos, agentes reveladores 
o informantes. La intervención de estos últimos no será considerada inducción o instigación al delito. 
 

Párrafo 2º 
 

De la restricción de las comunicaciones y otros medios 
técnicos de investigación 

 
Artículo 24.- Las medidas de retención e incautación de correspondencia, obtención de copias de 

comunicaciones o transmisiones, interceptación de comunicaciones telefónicas y uso de otros medios técnicos 
de investigación, se podrán aplicar respecto de todos los delitos previstos en esta ley y cualquiera sea la pena 
que merecieren, de conformidad a las disposiciones pertinentes del Código Procesal Penal. 

Sin perjuicio de lo anterior, no regirá lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 222 de ese Código, 
en cuanto a indicar circunstanciadamente el nombre y dirección del afectado por la medida, siendo suficiente 
consignar las circunstancias que lo individualizaren o determinaren. 

Asimismo, no obstante lo prevenido en el artículo 167 de dicho Código, si las diligencias ordenadas 
no dieren resultado, el fiscal podrá archivar provisionalmente la investigación hasta que aparezcan mejores y 
nuevos antecedentes. 
 

Párrafo 3º 
Del agente encubierto, el agente revelador y el informante 

 
Artículo 25.- El Ministerio Público podrá autorizar a funcionarios policiales para que se desempeñen 

como agentes encubiertos o agentes reveladores y, a propuesta de dichos funcionarios, para que determinados 
informantes de esos Servicios actúen en alguna de las dos calidades anteriores. 

Agente encubierto es el funcionario policial que oculta su identidad oficial y se involucra o introduce 
en las organizaciones delictuales o en meras asociaciones o agrupaciones con propósitos delictivos, con el 
objetivo de identificar a los participantes, reunir información y recoger antecedentes necesarios para la 
investigación. 

El agente encubierto podrá tener una historia ficticia. La Dirección Nacional del Servicio de Registro 
Civil e Identificación deberá otorgar los medios necesarios para la oportuna y debida materialización de ésta. 

Agente revelador es el funcionario policial que simula ser comprador o adquirente, para sí o para 
terceros, de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, con el propósito de lograr la manifestación o 
incautación de la droga. 

Informante es quien suministra antecedentes a los organismos policiales acerca de la preparación o 
comisión de un delito o de quienes han participado en él, o que, sin tener la intención de cometerlo y con 
conocimiento de dichos organismos, participa en los términos señalados en alguno de los incisos anteriores. 

El agente encubierto, el agente revelador y el informante en sus actuaciones como agente encubierto 
o agente revelador, estarán exentos de responsabilidad criminal por aquellos delitos en que deban incurrir o 
que no hayan podido impedir, siempre que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación y 
guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma. 
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T I T U L O III 
 

De la competencia del Ministerio Público 
 

Párrafo 1º 
 

De la investigación 
 

Artículo 26.- El Ministerio Público podrá efectuar indagaciones y actuaciones en el extranjero 
dirigidas a recoger antecedentes acerca de hechos constitutivos de alguno de los  delitos contemplados en la 
presente ley, pudiendo solicitar directamente asesoría a las representaciones diplomáticas y  consulares 
chilenas. 

Artículo 27.- El Ministerio Público podrá solicitar al juez de garantía que decrete las siguientes 
medidas cautelares, sin comunicación previa al afectado, antes de la formalización de la investigación: 

a) impedir la salida del país de quienes, a lo menos, se sospeche fundadamente que están vinculados 
a alguno de los delitos previstos en esta ley, por un período máximo de sesenta días. Para estos efectos, deberá 
comunicar la prohibición y su alzamiento a la Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile. En todo 
caso, transcurrido este plazo, la medida de arraigo caducará por el solo ministerio de la ley, de lo cual 
deberán tomar nota de oficio los organismos señalados, y 

b) ordenar cualquiera medida cautelar real que sea necesaria para evitar el uso, aprovechamiento, 
beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dineros provenientes de los delitos materia de la 
investigación. Para estos efectos, y sin perjuicio de las demás facultades conferidas por la ley, el juez 
podrá decretar, entre otras, la prohibición de celebrar determinados actos y contratos y su inscripción en toda 
clase de registros; retener en bancos o entidades financieras depósitos de cualquiera naturaleza que sean; 
impedir transacciones de acciones, bonos o debentures y, en general, cuanto conduzca a evitar la conversión 
del provecho ilícito en actividades que oculten o disimulen su origen delictual. 

También con la autorización del juez de garantía, otorgada de conformidad al artículo 236 del 
Código Procesal Penal, el Ministerio Público podrá, sin comunicación previa al afectado, recoger e incautar la 
documentación y los antecedentes necesarios para la investigación de los hechos, en caso de aparecer indicios 
graves que de esta diligencia pudiere resultar el descubrimiento o la comprobación de algún hecho o 
circunstancia importante para aquélla. Se aplicará, al efecto, lo dispuesto en los artículos 216 y 221 del 
Código Procesal Penal. 

 
Artículo 28.- Los notarios, conservadores y archiveros deberán entregar al Ministerio Público, en 

forma expedita y rápida, los informes, documentos, copias de instrumentos y datos que se les soliciten. 
El otorgamiento de los antecedentes mencionados en este artículo será gratuito y libre de toda clase 

de derechos e impuestos. 
 

Artículo 29.- El que se resista o se niegue injustificadamente a entregar al Ministerio Público los 
informes, documentos y demás antecedentes que se le soliciten en conformidad al artículo precedente, será 
castigado con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo. 
 

Párrafo 2º 
 

De las medidas de protección a testigos, peritos, agentes 
encubiertos, reveladores, informantes y cooperador eficaz 

 
Artículo 30.- Sin perjuicio de las reglas generales sobre protección a los testigos contempladas en el 

Código Procesal Penal, en cualquier etapa del procedimiento, cuando el Ministerio Público estimare, por las 
circunstancias del caso, que existe riesgo o peligro grave para la vida o la integridad física de un testigo o de 
un perito, de un informante o de un agente encubierto o revelador y, en general de quienes hayan colaborado 
eficazmente en el procedimiento, en los términos del artículo 22, como asimismo de su cónyuge, 
ascendientes, descendientes, hermanos u otras personas a quienes se hallaren ligados por relaciones de afecto, 
dispondrá, de oficio o a petición de parte, las medidas especiales de protección que resulten adecuadas. 
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Para proteger la identidad de los que intervengan en el procedimiento, su domicilio, profesión y lugar 
de trabajo, el fiscal podrá aplicar medidas tales como: 

a) que no consten en los registros de las diligencias que se practiquen su nombre, apellidos, profesión 
u oficio, domicilio, lugar de trabajo, ni cualquier otro dato que pudiera servir para la identificación de los 
mismos, pudiéndose utilizar una clave u otro mecanismo de verificación, para esos efectos; 

b) que su domicilio sea fijado, para efectos de notificaciones y citaciones, en la sede de la fiscalía o 
del tribunal, debiendo el órgano interviniente hacerlas llegar reservadamente a su destinatario, y 

c) que las diligencias que tengan lugar durante el curso de la investigación, a las cuales deba 
comparecer el testigo o perito protegido, se realicen en un lugar distinto de aquél donde funciona la fiscalía y 
de cuya ubicación no se dejará constancia en el registro respectivo. 

 
Artículo 31.- Dispuesta que sea la medida de protección de la identidad a que se refiere el artículo 

anterior, el tribunal, sin audiencia de los intervinientes, deberá decretar la prohibición de revelar, en cualquier 
forma, la identidad de testigos o peritos protegidos, o los antecedentes que conduzcan a su identificación. 
Asimismo, deberá decretar la prohibición para que sean fotografiados, o se capte su imagen a través de 
cualquier otro medio. 

La infracción de estas prohibiciones será sancionada con  la pena de reclusión menor en su grado 
medio a máximo, tratándose de quien proporcionare la información. En caso de que la información fuere 
difundida por algún medio de comunicación social, se impondrá, además, a su director, una multa 
de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales. 
 

Artículo 32.- Las declaraciones del cooperador eficaz, de los agentes encubiertos, agentes 
reveladores, informantes, y, en general, de testigos y peritos, cuando se estimare necesario para su seguridad 
personal, podrán ser recibidas anticipadamente en conformidad con el artículo 191 del Código Procesal 
Penal. En este caso, el juez de garantía podrá disponer que los testimonios de estas personas se presten por 
cualquier medio idóneo que impida su identificación física normal. Igual sistema de declaración protegida 
podrá disponerse por el tribunal de juicio oral en lo penal, en su caso. 

Si las declaraciones se han de prestar de conformidad al inciso precedente, el tribunal deberá 
comprobar en forma previa la identidad del testigo o perito, en particular los antecedentes relativos a sus 
nombres y apellidos, edad, lugar de nacimiento, estado civil, profesión, industria o empleo y residencia 
o domicilio. Consignada en el registro tal comprobación, el tribunal podrá resolver que se excluya del debate 
cualquier referencia a la identidad que pudiere poner en peligro la protección de ésta. 

En ningún caso la declaración de cualquier testigo o perito protegido podrá ser recibida e introducida 
al juicio sin que la defensa haya podido ejercer su derecho a contrainterrogarlo personalmente, con los 
resguardos contemplados en los incisos precedentes. 

Dispuesta por el fiscal la protección de la identidad de los testigos en la etapa de investigación, el 
tribunal deberá mantenerla, sin perjuicio de los otros derechos que se confieren a los  demás intervinientes. 

Artículo 33.- De oficio o a petición del interesado, durante el desarrollo del juicio, o incluso una vez 
que éste hubiere finalizado, si las circunstancias de peligro se mantienen, el fiscal o el tribunal otorgarán 
protección policial a quien la necesitare, de conformidad a lo prevenido en el artículo 308 del Código Procesal 
Penal. 

 
Artículo 34.- Las medidas de protección antes descritas podrán ir acompañadas, en caso de ser 

necesario, de otras medidas complementarias, tales como la provisión de los recursos económicos suficientes 
para facilitar la reinserción del sujeto u otra medida que se estime idónea en función del caso. 

 
Artículo 35.- El tribunal podrá autorizar a estas personas para cambiar de identidad, con 

posterioridad al juicio, en caso de ser necesario para su seguridad. 
La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación adoptará todos los resguardos 

necesarios para asegurar el carácter secreto de estas medidas, conforme al reglamento que se dicte al efecto. 
Todas las actuaciones judiciales y administrativas a que dé lugar esta medida serán secretas. El 

funcionario del Estado que violare este sigilo será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados 
medio a máximo. 
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Quienes hayan sido autorizados para cambiar de identidad sólo podrán usar sus nuevos nombres y 
apellidos en el futuro. El uso malicioso de su anterior identidad será sancionado con la pena de presidio menor 
en su grado mínimo. 

 
Artículo 36.- Cuando se trate de la investigación de los delitos a que se refiere esta ley, si el 

Ministerio Público estimare que existe riesgo para la seguridad de los agentes encubiertos, agentes 
reveladores, informantes, testigos, peritos y, en general, de quienes hayan cooperado eficazmente en el 
procedimiento podrá disponer que determinadas actuaciones, registros o documentos sean mantenidos en 
secreto respecto de uno o más intervinientes. 

Se aplicará lo dispuesto en el artículo 182 del Código Procesal Penal, pero el Ministerio Público 
podrá disponer que se mantenga el secreto hasta el cierre de la investigación. 

Además, deberá adoptar medidas para garantizar que el término del secreto no ponga en riesgo la 
seguridad de las personas mencionadas en el inciso anterior. 

 
Artículo 37.- La violación del secreto de la investigación y de la identidad de las personas a que se 

refieren los artículos precedentes será castigada con presidio menor en sus grados medio a máximo. 
 

 
Párrafo 3º 

 
De las medidas para asegurar el mejor resultado de la 

Investigación 
 

Artículo 38.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 36, la investigación de los delitos a que se 
refiere esta ley será siempre secreta para los terceros ajenos al procedimiento y también para los terceros 
afectados por una investigación preliminar del Ministerio Público. Respecto del imputado y de los demás 
intervinientes, la investigación será secreta cuando así lo disponga el Ministerio Público, por un plazo 
máximo de ciento veinte días, renovables sucesivamente, con autorización del juez de garantía, por plazos 
máximos de sesenta días. 

A estas investigaciones no les será aplicable lo dispuesto en el artículo 186 del Código Procesal 
Penal, cuando se haya decretado el secreto en los términos señalados en el inciso precedente. 

El que de cualquier modo informe, difunda o divulgue información relativa a una investigación 
amparada por el secreto e, incluso, al hecho de estarse realizando ésta, incurrirá en la pena de presidio menor 
en su grado medio a máximo. 

 
Artículo 39.- Tratándose de la investigación de los delitos establecidos en esta ley, el plazo 

contemplado en el inciso segundo del artículo 132 del Código Procesal Penal podrá ser ampliado por el juez 
de garantía hasta por el término de cinco días, cuando el fiscal así lo solicite, por ser conducente para el éxito 
de alguna diligencia. El juez se pronunciará de inmediato sobre dicha petición, que podrá ser formulada y 
resuelta de conformidad con lo prevenido en el artículo 9º del Código Procesal Penal. 
 

Artículo 40.- Los instrumentos, objetos de cualquier clase y los efectos incautados de los delitos a 
que se refiere esta ley y de que se hace mención en los artículos 187 y 188 del Código Procesal Penal, podrán 
ser destinados por el juez de garantía, a solicitud del Ministerio Público, a una institución del Estado o, previa 
caución, a una institución privada sin fines de lucro, que tenga como objetivo la prevención del consumo 
indebido, el tratamiento y la rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción, o el control del 
tráfico ilegal de estupefacientes, oyendo a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de 
Estupefacientes. Estos bienes deberán ser utilizados en los fines propios de la entidad que los reciba, la que 
deberá acreditar recursos suficientes para hacerse cargo de los costos de conservación. 

La incautación de las armas se regirá por la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas. Los dineros se 
depositarán en el Banco del Estado de Chile, en cuentas o valores reajustables. 

Si la incautación recae sobre establecimientos industriales o mercantiles, sementeras, plantíos o en 
general frutos pendientes, el juez de garantía, a solicitud del Ministerio Público, designará un administrador 
provisional, quien deberá rendir cuenta de su gestión a este último, a lo menos trimestralmente. 
La incautación de un inmueble comprende la de sus frutos o rentas. 
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Si el juez de garantía, a solicitud del Ministerio Público, estimare conveniente la enajenación de 
alguna de las especies a que se hace mención en este artículo, lo dispondrá en resolución fundada. Si se tratare 
de bienes sujetos a corrupción, o susceptibles de próximo deterioro, o cuya conservación sea difícil o muy 
dispendiosa, deberá, en todo caso, procederse a su enajenación. La enajenación se llevará a cabo por la 
Dirección General del Crédito Prendario en subasta pública, salvo que el tribunal, también a petición del 
Ministerio Público, dispusiere la venta directa. 

En este último caso y en el evento de que la sentencia no condene a la pena de comiso de las especies 
enajenadas, el precio de la venta, sus reajustes e intereses serán restituidos a quien corresponda. Lo mismo 
sucederá con los dineros aludidos en el inciso segundo. 

El Ministerio Público deberá informar al Ministerio del Interior, trimestralmente, sobre los dineros, 
valores y demás bienes incautados conforme a esta ley. 

 
Artículo 41.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23, las sustancias y especies a que se 

refieren los artículos 1º, 2º, 5º y 8º y, en su caso, las materias primas empleadas en su elaboración, que sean 
incautadas en conformidad a la ley, deberán ser entregadas dentro de las veinticuatro horas siguientes 
al Servicio de Salud que corresponda.  

Con todo, cuando circunstancias especiales así lo aconsejen, el juez de garantía, a solicitud del 
Ministerio Público, podrá ampliar este plazo hasta en cuarenta y ocho horas, a 
solicitud de los funcionarios que hubieren incautado las referidas sustancias o materias primas. 

Las sustancias estupefacientes o sicotrópicas y sus materias primas y las que contengan 
hidrocarburos aromáticos deberán destruirse en el plazo de quince días por el Servicio de Salud respectivo, 
una vez separada una cantidad técnicamente suficiente para los análisis de que trata el artículo 43, siempre 
que respecto de dichas sustancias no se discuta su legítima tenencia o posesión por terceros. 
 

Artículo 42.- Los funcionarios responsables del retardo en el cumplimiento de las obligaciones 
impuestas en el artículo anterior serán sancionados con una multa a beneficio fiscal equivalente al cinco por 
ciento de su remuneración imponible mensual, por cada día de atraso, sin que pueda exceder del total 
de dicha remuneración. 
 

Artículo 43.- El Servicio de Salud deberá remitir al Ministerio Público, en el más breve plazo, un 
protocolo delanálisis químico de la sustancia suministrada, en el que se  identificará el producto y se señalará 
su peso o cantidad, su naturaleza, contenido, composición y grado de pureza, como, asimismo, un informe 
acerca de los componentes tóxicos y sicoactivos asociados, los efectos que produzca y la peligrosidad 
que revista para la salud pública. 

Conservará, en todo caso, una determinada cantidad de dicha sustancia para el evento de que 
cualquiera de los intervinientes solicite nuevos análisis de la misma, de conformidad a los artículos 188, 
inciso tercero, y 320 del Código Procesal Penal. 

Esta muestra se conservará por el plazo máximo de dos años, al cabo del cual se destruirá. De los 
procedimientos administrativos de destrucción se levantará acta, copia de la cual deberá hacerse llegar al 
Ministerio Público dentro de quinto día de haberse producido. 

Efectuado el análisis a que se refiere el inciso primero, los precursores y sustancias químicas 
esenciales deberán ser enajenados en la forma dispuesta en el inciso cuarto del artículo 40. 

 
Artículo 44.- Cuando las sustancias estupefacientes o sicotrópicas incautadas, las plantas o materias 

primas, con excepción de los precursores y sustancias químicas esenciales, hagan difícil, por su cantidad, 
lugar de ubicación u otras circunstancias, su traslado y almacenamiento, el juez de garantía, a petición del 
Ministerio Público, decretará su incineración o destrucción en el mismo lugar donde hubieren sido 
encontradas, debiendo, en este caso, darse cumplimiento a las demás normas de los artículos 40 a 43. 

 
Artículo 45.- Sin perjuicio de las reglas generales, caerán especialmente en comiso los bienes raíces; 

los muebles, tales como vehículos motorizados terrestres, naves y aeronaves, dinero, efectos de comercio y 
valores mobiliarios; y, en general, todo otro instrumento que haya servido o hubiere estado destinado a la 
comisión de cualquiera de los delitos penados en esta ley; los efectos que de ellos provengan y las utilidades 
que hubieren originado, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, o las transformaciones que hubieren 
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experimentado, como, asimismo, todos aquellos bienes facilitados o adquiridos por terceros a sabiendas del 
destino u origen de los mismos. 

Igual sanción se aplicará respecto de las sustancias señaladas en el inciso primero del artículo 2º, y de 
las materias primas, elementos, materiales, equipos e instrumentos usados o destinados a ser utilizados, en 
cualquier forma, para cometer alguno de los delitos sancionados en esta ley 

. 
Artículo 46.- Los bienes decomisados en conformidad a esta ley serán enajenados en subasta pública 

por la Dirección General del Crédito Prendario, la que podrá, además, ordenar su destrucción, si carecieren de 
valor. 

El producto de la enajenación de los bienes y valores decomisados y los dineros en tal situación 
ingresarán a un fondo especial del Ministerio del Interior, con el objetivo de ser utilizados en programas de 
prevención del consumo de drogas, tratamiento y rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción. 
Un reglamento establecerá la forma de distribución de los fondos, así como los mecanismos que garanticen la 
transparencia de los actos tendientes a su traspaso. 

Igual aplicación se dará al monto de las multas impuestas en esta ley y al precio de la subasta de las 
especies de que hace mención el artículo 470 del Código Procesal Penal. Se exceptúan de esta disposición las 
armas de fuego y demás elementos a que se refiere la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas. 

El tribunal deberá informar a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de 
Estupefacientes sobre los bienes que hubieran sido declarados en comiso, así como de las multas impuestas en 
conformidad con esta ley, dentro de los quince días hábiles a la fecha en que la sentencia que así lo 
decreta haya quedado ejecutoriada.  

En lo no contemplado en esta ley, regirán las reglas generales contenidas en el Párrafo 2º del Título 
VIII del Libro Cuarto del Código Procesal Penal. 

El Fondo a que se refiere este artículo será el continuador del Fondo establecido en el artículo 28 de 
la ley Nº 19.366. 
 

Párrafo 4º 
 

De la Cooperación Internacional 
 

Artículo 47.- El Ministerio Público, directamente y sin sujeción a lo dispuesto en los incisos primero 
y segundo del artículo 76 del Código de Procedimiento Civil, podrá requerir y otorgar cooperación y 
asistencia internacional destinada al éxito de las investigaciones sobre los delitos materia de esta ley, de 
acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales, pudiendo proporcionar antecedentes 
específicos, aun cuando ellos se encontraren en la situación prevista en el inciso tercero del artículo 182 del 
Código Procesal Penal. 

Igualmente, a solicitud de las entidades de países extranjeros que correspondan, podrá proporcionar 
información sobre operaciones sujetas a secreto o reserva legal a las que haya tenido acceso en conformidad 
con la legislación nacional aplicable, con el fin de ser utilizada en la investigación de aquellos delitos, 
háyanse cometido en Chile o en el extranjero. La entrega de la información solicitada deberá condicionarse a 
que ésta no será utilizada con fines diferentes a los señalados anteriormente y a que ella mantendrá su carácter 
confidencial. 

Los antecedentes, documentos y demás medios de prueba obtenidos según este artículo y lo pactado 
en convenciones o tratados internacionales se entenderán producidos conforme a la ley, independientemente 
de lo que se resuelva, con posterioridad, sobre su incorporación al juicio, o el mérito probatorio 
que el tribunal le asigne. 
 

Artículo 48.- Los delitos de esta ley serán susceptibles de extradición, tanto activa como pasiva, aun 
en ausencia de reciprocidad o de tratado sobre la materia. 

 
Artículo 49.- El Ministro de Justicia podrá disponer, de acuerdo con los tratados internacionales 

vigentes sobre la materia o sobre la base del principio de reciprocidad, que los extranjeros condenados por 
alguno de los delitos contemplados en esta ley cumplan en el país de su nacionalidad las penas corporales que 
les hubieren sido impuestas. 
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T I T U L O IV 
 

De las faltas 
 

Párrafo 1º 
 

De las faltas comunes 
 

Artículo 50.- Los que consumieren alguna de las drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas 
de que hace mención el artículo 1º, en lugares públicos o abiertos al público, tales como calles, caminos, 
plazas, teatros, cines, hoteles, cafés, restaurantes, bares, estadios, centros de baile o de música; o en 
establecimientos educacionales o de capacitación, serán sancionados con alguna de las siguientes penas: 

a) Multa de una a diez unidades tributarias mensuales. 
b) Asistencia obligatoria a programas de prevención hasta por sesenta días, o tratamiento o 

rehabilitación en su caso por un período de hasta ciento ochenta días en instituciones autorizadas por el 
Servicio de Salud competente. Para estos efectos, el Ministerio de Salud o el Ministerio del Interior deberán 
asignar preferentemente los recursos que se requieran. 

c) Participación en actividades determinadas a beneficio de la comunidad, con acuerdo del infractor y 
a propuesta del departamento social de la municipalidad respectiva, hasta por un máximo de treinta horas, o 
en cursos de capacitación por un número de horas suficientes para el aprendizaje de la técnica o arte objeto 
del curso. Para estos efectos, cada municipalidad deberá anualmente informar a el o los juzgados de garantía 
correspondientes acerca de los programas en beneficio de la comunidad de que disponga. El juez deberá 
indicar el tipo de actividades a que se refiere esta letra, el lugar en que se desarrollarán y el organismo o 
autoridad encargada de su supervisión. Esta medida se cumplirá sin afectar la jornada educacional o laboral 
del infractor. Se aplicará como pena accesoria, en su caso, la suspensión de la licencia para conducir 
vehículos motorizados por un plazo máximo de seis meses. En caso de reincidencia, la suspensión será de 
hasta un año y, de reincidir nuevamente, podrá extenderse hasta por dos años. Esta medida no podrá ser 
suspendida, ni aun cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código 
Procesal Penal. 

Idénticas penas se aplicarán a quienes tengan o porten en tales lugares las drogas o sustancias antes 
indicadas para su uso o consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo. 

Con las mismas penas serán sancionados quienes consuman dichas drogas en lugares o recintos 
privados, si se hubiesen concertado para tal propósito. 

Se entenderá justificado el uso, consumo, porte o tenencia de alguna de dichas sustancias para la 
atención de un tratamiento médico. 

 
Párrafo 2º 

 
De las faltas especiales 

 
Artículo 51.- Si la falta de que hace mención el artículo anterior se cometiere en un lugar de 

detención, recinto militar o policial por personas ajenas a él o en un establecimiento educacional o de salud 
por quienes se desempeñen como docentes o trabajadores, la sanción pecuniaria se aplicará en su máximo. 

 
Párrafo 3º 

 
De la aplicación de la pena 

 
Artículo 52.- Si el sentenciado no pagare la multa impuesta sufrirá, por vía de sustitución, la pena de 

reclusión, regulándose un día por cada media unidad tributaria mensual. En todo caso, la reclusión no podrá 
exceder de seis meses. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en casos debidamente calificados, el tribunal podrá 
eximir al condenado del pago de multa o imponerle una inferior al mínimo establecido en esta ley, debiendo 
dejar constancia en la sentencia de las razones que motivaron su decisión. 
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Artículo 53.- Las disposiciones de este Título se aplicarán también al menor de dieciocho años, el 
que será puesto a disposición del juez de menores correspondiente. El juez, prescindiendo de la declaración de 
haber obrado o no con discernimiento respecto del que tuviere más de dieciséis años,  podrá imponer al menor 
alguna de las medidas establecidas en la ley Nº 16.618 o de las siguientes, según estimare más apropiado para 
su rehabilitación: 

a) asistencia obligatoria a programas de prevención, hasta por sesenta días, o tratamiento o 
rehabilitación, en su caso, por un período de hasta ciento ochenta días, en instituciones consideradas idóneas 
por el Servicio de Salud de la ciudad asiento de la Corte de Apelaciones respectiva. Esta medida se cumplirá, 
en lo posible, sin afectar la jornada escolar o laboral del infractor. 

b) participación del menor, con acuerdo expreso de éste, en actividades determinadas a beneficio de 
la comunidad, a propuesta del departamento social de la municipalidad respectiva, hasta por un máximo de 
treinta horas, o en cursos de capacitación por un número de horas suficientes para el aprendizaje de la técnica 
o arte objeto del curso. El juez de menores deberá indicar el tipo de actividades de que se trate, el lugar en 
que se desarrollarán y el organismo o autoridad encargada de su supervisión. Esta medida se cumplirá sin 
afectar la jornada escolar o laboral del infractor. 
 

Artículo 54.- Las faltas a que aluden los artículos 50 y 51 serán de conocimiento del juez de 
garantía, de acuerdo a las reglas generales establecidas en el Título I del Libro Cuarto del Código Procesal 
Penal. 

 Los autores de las faltas contempladas en este Título serán citados por los agentes de la policía para 
que comparezcan a la fiscalía correspondiente, a la cual se remitirá la respectiva denuncia. 

Si las personas señaladas en el inciso anterior no tuvieren, manifiestamente, control sobre sus actos y 
hubiere riesgo de que pueda afectarse su integridad física o de terceros, los agentes de la policía podrán 
conducirlos al recinto hospitalario más cercano, para que reciban la atención de salud que según el caso se 
necesite. 

El tribunal determinará la sanción correspondiente teniendo en cuenta las circunstancias personales 
del infractor y su mayor probabilidad de rehabilitación. Para estos efectos, el juez establecerá la obligación 
del infractor de ser examinado por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente, con el fin 
de determinar si es o no dependiente de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, el grado de dependencia 
y el tratamiento que debiera seguir el afectado. En todo caso, el aludido examen podrá ser decretado desde 
que se inicie el respectivo procedimiento. 

En caso de resistencia o negativa del infractor a practicarse el examen decretado, el juez ordenará las 
medidas conducentes a su cumplimiento. 

La Secretaría Regional Ministerial de Justicia, previo informe de la Secretaría Regional Ministerial 
de Salud, entregará a la Corte de Apelaciones respectiva la nómina de facultativos habilitados para practicar 
los exámenes y remitir los informes a que se refiere este artículo. 

El fiscal, con el acuerdo del infractor, podrá solicitar al juez de garantía la suspensión condicional del 
procedimiento, en los términos previstos en los artículos 237 y siguientes del Código Procesal Penal. En tal 
evento, se podrá imponer como condición la asistencia obligatoria a programas de prevención, tratamiento o 
rehabilitación, en su caso, por el tiempo que sea necesario, de acuerdo al informe a que se refiere el inciso 
cuarto de este artículo, en instituciones consideradas idóneas por el Servicio de Salud competente. 

Si el imputado sirviere un cargo público que, legalmente, no puede ser desempeñado por una persona 
que tenga dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas, el juez de garantía enviará al 
organismo respectivo copia de la sentencia ejecutoriada que lo condene por alguna de estas faltas 
o de la resolución que dispone la suspensión condicional del procedimiento, en su caso, a fin de que se  
dopten las medidas pertinentes para dar cumplimiento a las disposiciones estatutarias que procedan. 

 
T I T U L O V 

 
De las medidas de control de precursores y sustancias 

químicas esenciales 
 

Artículo 55.- Las personas naturales o jurídicas que produzcan, fabriquen, preparen, importen o 
exporten precursores o sustancias químicas esenciales catalogadas por el reglamento a que alude el artículo 58 
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como susceptibles de ser utilizadas para la fabricación ilícita de drogas estupefacientes o sicotrópicas, deberán 
inscribirse en un registro especial que el Ministerio del Interior creará para tal efecto. 

Sólo quienes se hayan inscrito en ese registro especial podrán efectuar las operaciones y actividades 
previstas en el inciso precedente con precursores y sustancias químicas esenciales catalogadas en dicho 
reglamento. Las inscripciones deberán ser renovadas periódicamente. 

Artículo 56.- Para inscribirse en el registro se deberán presentar antecedentes que permitan la plena 
individualización de la persona interesada y del domicilio en que funciona la industria. En caso de tratarse de 
una persona jurídica, se requerirán además los antecedentes de su constitución legal, el número de rol único 
tributario y los poderes vigentes de el o los representantes legales. Para los efectos de evaluar la circunstancia 
mencionada en el inciso siguiente, se deberán acompañar los certificados de antecedentes penales respectivos. 

La inscripción en el registro especial sólo podrá ser denegada a las personas naturales respecto de las 
cuales se hubiere formalizado la investigación, decretado la suspensión condicional del procedimiento 
prevista en el artículo 237 del Código Procesal Penal o hayan sido condenadas por alguna de las conductas 
punibles contempladas en esta ley o en las leyes Nºs. 19.366 y 19.913. También se podrá denegar respecto de 
las personas jurídicas, cuando cualesquiera de sus representantes legales o administradores, y socios en el 
caso de las sociedades que no sean anónimas, se encuentren en alguna de dichas situaciones. 

Del mismo modo, la inscripción en el registro será suspendida si, con posterioridad a ella, se 
formaliza la investigación por alguno de los delitos aludidos y se cancelará, desde que se encuentre 
ejecutoriada la respectiva sentencia de término condenatoria. 

Las resoluciones judiciales aludidas en los incisos anteriores se comunicarán al Ministerio del 
Interior tan pronto se encuentren firmes. El Ministerio, a la brevedad, dictará la correspondiente resolución, de 
carácter declarativo, y la comunicará a los interesados. 

 
Artículo 57.- Las personas que se encuentren registradas en conformidad al artículo 55 deberán 

mantener un inventario de las existencias de las sustancias a que se refiere dicho artículo y una relación 
completa y actualizada del movimiento que éstas experimenten, los que deberán encontrarse disponibles para 
ser remitidos o examinados por la autoridad responsable del registro con la frecuencia y bajo las modalidades 
que el reglamento indique. Asimismo, comunicarán a la referida autoridad las operaciones de importación 
y exportación, con antelación a la fecha prevista para el embarque o para el envío legal de la exportación, 
respecto de lo cual el Ministerio del Interior notificará al país importador. 

El intercambio de información que se realice con organismos internacionales y con otros Estados, 
por aplicación de lo señalado en el inciso precedente, se sujetará a lo dispuesto en las convenciones y tratados 
internacionales, o en su defecto, al principio de reciprocidad, y se condicionará a que el Estado que 
reciba la información mantenga el carácter confidencial con que se le remite. 
 

Artículo 58.- El reglamento determinará el listado de precursores y sustancias químicas esenciales 
catalogadas como susceptibles de ser utilizadas para la fabricación ilícita de drogas estupefacientes o 
sicotrópicas, el que será actualizado periódicamente; las características que tendrá el registro especial; el 
período de renovación de las inscripciones; la forma, plazos y otras modalidades con que se ejecutarán las 
obligaciones impuestas por este Título; las normas relativas a su control y fiscalización y la coordinación con 
el Servicio Nacional de Aduanas y demás entidades públicas con competencia relativa al control del 
movimiento de las sustancias antes mencionadas. 
 

Artículo 59.- La infracción a las obligaciones de registrarse, de mantener inventario y relación de 
movimientos e informar sobre los mismos cuando la autoridad lo requiera, y de informar importaciones y 
exportaciones, será sancionada con multa de cuarenta a mil unidades tributarias mensuales. El producto de las 
multas ingresará al fondo especial a que se refiere el artículo 46 de esta ley y se destinará a los fines que allí 
se contemplan. 
 

Artículo 60.- Las personas que se encuentren registradas en conformidad al artículo 55 deberán 
informar inmediatamente a las autoridades competentes cualquier operación de la que sean parte y sobre la 
cual tengan certeza o indicio de que precursores o sustancias químicas esenciales catalogadas por el 
reglamento puedan ser desviadas para la fabricación ilícita de drogas estupefacientes o sicotrópicas, 
absteniéndose de realizar la operación sin efectuar previamente la comunicación. 
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T I T U L O VI 
 

Disposiciones varias 
 

Artículo 61.- Los abogados que se desempeñen como funcionarios o empleados contratados a 
cualquier título en los servicios de la Administración del Estado o en instituciones o servicios 
descentralizados, territorial o funcionalmente, no podrán patrocinar ni actuar como apoderados o mandatarios 
de imputados por crímenes, simples delitos o faltas contemplados en esta ley. 

Si se tratare de actuaciones relativas a crímenes o simples delitos, la infracción de esta prohibición se 
sancionará administrativamente con la destitución del cargo o con el término del contrato. Si se tratare de 
faltas, se considerará infracción grave de las obligaciones funcionarias, pudiendo disponerse hasta su 
destitución o el término del contrato. 

No se aplicará la prohibición establecida en el inciso primero a los abogados que se desempeñen en 
la Defensoría Penal Pública o como prestadores del servicio de defensa penal pública, cuando intervengan en 
esas calidades, ni a los abogados en su desempeño como funcionarios de las Corporaciones de Asistencia 
Judicial, a los contratados por éstas, y a los egresados de Facultades de Derecho que estén realizando la 
práctica gratuita requerida para obtener el título de abogado, sólo en lo relativo a su actuación en dichas 
Corporaciones. 

Para efectos de lo dispuesto en este artículo, el juez de garantía o el Ministerio Público, en su caso, 
deberá informar a la Contraloría General de la República sobre la identidad de los abogados que patrocinen o 
actúen como apoderados o mandatarios de imputados por crímenes, simples delitos o faltas 
contemplados en esta ley. 

Artículo 62.- No se aplicará ninguna de las medidas alternativas contempladas en la ley Nº 18.216 a 
la persona que haya sido condenada con anterioridad por alguno de los crímenes o simples delitos 
contemplados en esta ley o en la ley Nº 19.366, en virtud de sentencia ejecutoriada, haya cumplido, o 
no, efectivamente la condena, a menos que le sea reconocida la circunstancia atenuante establecida en el 
artículo 22. 
 

Artículo 63.- Un reglamento señalará las sustancias y especies vegetales a que se refieren los 
artículos 1º, 2º, 5º y 8º; los requisitos, obligaciones y demás exigencias que deberán cumplirse para el 
otorgamiento de las autorizaciones a que se refiere el artículo 9º, y las normas relativas al control y 
fiscalización de dichas plantaciones. 

 
Artículo 64.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, derógase la ley Nº 19.366. 

Toda referencia legal o reglamentaria a dicha ley debe entenderse hecha a esta ley. 
 
Artículo 65.- Para los efectos de lo establecido en el Nº 3 del artículo 6º del Código Orgánico de 

Tribunales, en cuanto al sometimiento a la jurisdicción chilena de crímenes y simples delitos perpetrados 
fuera del territorio de la República, las disposiciones de esta ley se entenderán comprendidas en el 
párrafo 14 del Título VI del Libro II del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la salud 
pública. 
 

Artículo 66.- Derógase el artículo 299 bis del Código de Justicia Militar. 
 
Artículo 67.- Suprímese, en el artículo 193 del Código Aeronáutico, la frase ‘‘o de drogas 

estupefacientes o sicotrópicas’’ y la coma (,) que la sigue. 
 
Artículo 68.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.575, Orgánica 

Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y 
sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, del Ministerio Secretaría General de 
la Presidencia, de 2001: 
 

1.- Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 40, pasando el actual inciso segundo 
a ser inciso tercero: 
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‘‘No podrá ser Ministro de Estado el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes 

o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir alguno de 
esos cargos, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta 
causal de inhabilidad.’’. 

 
2.- Intercálase el siguiente artículo 55 bis, nuevo: 
‘‘Artículo 55 bis.- No podrá desempeñar las funciones de Subsecretario, jefe superior de servicio ni 

directivo superior de un órgano u organismo de la Administración del Estado, hasta el grado de jefe de 
división o su equivalente, el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas 
ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. 

Para asumir alguno de esos cargos, el interesado deberá  prestar una declaración jurada que acredite 
que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.’’. 

 
3.- Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, al artículo 61: 
‘‘Corresponderá a la autoridad superior de cada órgano u organismo de la Administración del Estado 

prevenir el consumo indebido de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas, de acuerdo con las 
normas contenidas en el reglamento. 

El reglamento a que se refiere el inciso anterior contendrá, además, un procedimiento de control de 
consumo aplicable a las personas a que se refiere el artículo 55 bis. Dicho procedimiento de control 
comprenderá a todos los integrantes de un grupo o sector de funcionarios que se determinará en forma 
aleatoria; se aplicará en forma reservada y resguardará la dignidad e intimidad de ellos, observando las 
prescripciones de la ley Nº 19.628, sobre protección de los datos de carácter personal. Sólo será admisible 
como prueba de la dependencia una certificación médica, basada en los exámenes que correspondan.’’. 

4.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 64: 
a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo: 
‘‘En el caso de la inhabilidad a que se refiere el artículo 55 bis, junto con admitirla ante el superior 

jerárquico, el funcionario se someterá a un programa de tratamiento y rehabilitación en alguna de las 
instituciones que autorice el reglamento.  Si concluye ese programa satisfactoriamente, deberá aprobar un 
control de consumo toxicológico y clínico que se le aplicará, con los mecanismos de resguardo a que alude el 
artículo 61, inciso cuarto.’’. 

b) En el inciso segundo, que pasa a ser inciso tercero, sustitúyese la frase ‘‘esta norma’’ por 
‘‘cualquiera de estas normas’’, y agrégase la siguiente oración, pasando el punto aparte (.) a ser punto seguido 
(.): ‘‘Lo anterior es sin perjuicio de la aplicación de las reglas sobre salud irrecuperable o incompatible con el 
desempeño del cargo, si procedieren, tratándose de la situación a que alude el inciso segundo.’’. 

 
Artículo 69.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.175, Orgánica 

Constitucional de Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto Nº 291, 
de 1993, del Ministerio del Interior: 

 
1.- Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 6º:  
‘‘No podrá ser intendente o gobernador el que tuviere dependencia de sustancias o drogas 

estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para 
asumir alguno de esos cargos, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se 
encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.’’. 

 
2.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 31: 
‘‘No podrá ser consejero regional el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o 

sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir el cargo, el 
interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de 
inhabilidad.’’. 

 
Artículo 70.- Introdúcese el siguiente inciso segundo en el artículo 73 de la ley Nº 18.695, Orgánica 

Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado 
por el decreto con fuerza de ley Nº 1-19.704, de 2002, del Ministerio del Interior: 
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‘‘No podrá ser alcalde ni concejal el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes 
o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico.’’. 

 
Artículo 71.- Agrégase en el artículo 10 de la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal 

Constitucional, el siguiente inciso final: 
‘‘En forma previa al juramento o promesa, el Presidente y los Ministros prestarán una declaración 

jurada en la cual acrediten que no se encuentran afectos a ninguna causal de inhabilidad.’’. 
 
Artículo 72.- Agrégase en el artículo 2º de la ley Nº 18.460, Orgánica Constitucional sobre el 

Tribunal Calificador de Elecciones, el siguiente inciso final: 
‘‘En forma previa al juramento o promesa, los Ministros prestarán una declaración jurada en la cual 

acrediten que no se encuentran afectos a ninguna causal de inhabilidad.’’. 
 
Artículo 73.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.640, Orgánica 

Constitucional del Ministerio Público: 
 
1.- Intercálase el siguiente artículo 9º bis: 
‘‘Artículo 9º bis.- Asimismo, el Fiscal Nacional, los Fiscales Regionales y los fiscales adjuntos, antes 

de asumir sus cargos, deberán efectuar una declaración jurada en la cual acrediten que no tienen dependencia 
de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales o, si la tuvieren, que su consumo está justificado 
por un tratamiento médico.’’. 

2.- Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 50: 
‘‘Sin embargo, no se aplicará la medida de remoción respecto del fiscal adjunto que incurra en la 

prohibición a que se refiere el artículo 9º bis, siempre que admita ese hecho ante su superior jerárquico y se 
someta a un programa de tratamiento y rehabilitación en alguna de las instituciones que autorice el 
reglamento. Si concluye ese programa satisfactoriamente, deberá aprobar un control de consumo toxicológico 
y clínico que se le aplicará, con los mecanismos de resguardo a que alude el inciso segundo del artículo 66. El 
incumplimiento de esta norma hará procedente la remoción, sin perjuicio de la aplicación de las reglas sobre 
salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, si procedieren.’’. 

3.- Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 66: 
‘‘En el reglamento se contendrán normas para prevenir el consumo indebido de sustancias o drogas 

estupefacientes o sicotrópicas. Además, se establecerá un procedimiento de control de consumo aplicable a 
las personas a que se refiere el artículo 9º bis. Dicho procedimiento de control comprenderá a todos los 
integrantes de un grupo o sector de funcionarios que se determinará en forma aleatoria, se aplicará en forma 
reservada y resguardará la dignidad e intimidad de ellos, observando las prescripciones de la ley Nº 19.628, 
sobre protección de los datos de carácter personal. Sólo será admisible como prueba de la dependencia una 
certificación médica, basada en los exámenes que correspondan.’’. 

 
Artículo 74.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.840, Orgánica 

Constitucional del Banco Central de Chile: 
 
a) Intercálase el siguiente artículo 14 bis: 
‘‘Artículo 14 bis.- No podrá ser consejero el que tuviere dependencia de sustancias o drogas 

estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. 
Para asumir el cargo, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se 

encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.’’. 
 
b) Introdúcese el siguiente artículo 81 bis, nuevo: 
‘‘Artículo 81 bis.- No podrá desempeñar las funciones de directivo superior, o su equivalente, el que 

tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes ilegales, a menos que justifique su consumo por 
un tratamiento médico. Para asumir alguno de esos cargos, el interesado deberá prestar una declaración 
jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad. 

El Reglamento del Personal establecerá normas para prevenir el consumo indebido de sustancias o 
drogas estupefacientes o sicotrópicas. 
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Dicho reglamento contendrá, además, un procedimiento de control de consumo aplicable a las 
personas a que se refiere el inciso primero. Dicho procedimiento de control comprenderá a todos los 
integrantes de un grupo o sector de funcionarios que se determinará en forma aleatoria; se aplicará en forma 
reservada y resguardará la dignidad e intimidad de ellos, observando las prescripciones de la ley Nº 19.628, 
sobre protección de los datos de carácter personal. Sólo será admisible como prueba de la dependencia 
una certificación médica, basada en los exámenes que correspondan. 

En el caso de la inhabilidad a que se refiere el inciso primero, junto con admitirla ante el superior 
jerárquico, el funcionario se someterá a un programa de tratamiento y rehabilitación en alguna de las 
instituciones que autorice el reglamento. Si concluye ese programa satisfactoriamente, deberá aprobar un 
control de consumo toxicológico y clínico que se le aplicará, con los mecanismos de resguardo a que 
alude el inciso precedente. Lo anterior es sin perjuicio de la aplicación de las reglas sobre salud irrecuperable 
o incompatible con el desempeño del cargo, si procedieren.’’. 
 

Artículo 75.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales: 
1.- Intercálase el siguiente artículo 100, nuevo: 
‘‘Artículo 100.- La Corte Suprema, mediante auto acordado, dictará normas para prevenir el 

consumo indebido de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas por parte de los funcionarios 
judiciales. Ese auto acordado contendrá, además, un procedimiento de control de consumo aplicable a los 
miembros del escalafón primario. Dicho procedimiento de control comprenderá a todos los integrantes de un 
grupo o sector de funcionarios que se determinará en forma aleatoria, se aplicará en forma reservada 
y resguardará la dignidad e intimidad de ellos, observando las prescripciones de la ley Nº 19.628, sobre 
protección de los datos de carácter personal. Sólo será admisible como prueba de la dependencia una 
certificación médica, basada en los exámenes que correspondan.’’. 
 

2.- Intercálase el siguiente artículo 251, nuevo: 
‘‘Artículo 251.- No puede ser juez la persona que tuviere dependencia de sustancias o drogas 

estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico.’’. 
3.- Intercálase el siguiente artículo 323 ter, nuevo: 
‘‘Artículo 323 ter.- Asimismo, antes de asumir sus cargos, los miembros del escalafón primario 

deberán prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentran afectos a la causal de inhabilidad 
contemplada en el artículo 251.  

En caso de inhabilidad sobreviniente, el funcionario deberá admitirla ante su superior jerárquico y 
someterse a un programa de tratamiento y rehabilitación en alguna de las instituciones que autorice el auto 
acordado de la Corte Suprema. Si concluye ese programa satisfactoriamente, deberá aprobar un control de 
consumo toxicológico y clínico que se le aplicará, con los mecanismos de resguardo a que alude el 
inciso segundo del artículo 100. El incumplimiento de esta norma dará lugar al correspondiente juicio de 
amovilidad, salvo que la Corte Suprema acuerde su remoción. Lo anterior es sin perjuicio de la aplicación de 
las reglas sobre salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, si procedieren.’’. 
 

Artículo 76.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al 
presupuesto del Ministerio del Interior. 
 

Artículos transitorios 
 

Artículo 1º.- Esta ley sólo se aplicará a los hechos delictivos cometidos con posterioridad a su 
entrada en vigencia. En consecuencia, la ley Nº 19.366, el artículo 299 bis del Código de Justicia Militar y el 
artículo 193 del Código Aeronáutico continuarán vigentes para todos los efectos relativos a la persecución de 
los delitos contemplados en sus disposiciones y perpetrados con anterioridad a la publicación de esta ley, sin 
perjuicio de las normas relativas a la pena, en que regirá lo dispuesto en el artículo 18 del Código Penal. 
Asimismo, la tramitación de los respectivos procesos, la prueba y la apreciación de la misma, se regirán por 
las normas de dichos cuerpos legales. 
 

En el caso de los procesos que, una vez en vigencia esta ley, se continúen tramitando conforme a las 
leyes procesales penales anteriores a la entrada en vigor del Código Procesal Penal, la autorización a que se 
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refiere el artículo 9º no se concederá a los acusados y se suspenderá respecto de quienes se dicte auto de 
procesamiento. Asimismo, se denegará respecto de los procesados la inscripción en el registro especial a que 
se refiere el Título V y se suspenderá la que ya se hubiere practicado respecto de quienes sean sometidos a 
proceso. 

 
Artículo 2º.- En tanto no se dicte el reglamento a que se refiere el artículo 63, regirá el actual. 
 
Artículo 3º.- En la Región Metropolitana de Santiago, mientras no se implemente el Ministerio 

Público, ni entre a regir el Código Procesal Penal establecido en la ley Nº 19.696, se aplicarán las siguientes 
reglas:  

a) Se mantendrá vigente la ley Nº 19.366, en lo relativo a las normas procesales de carácter orgánico 
y penal que ésta contempla, salvo en lo que respecta al inciso tercero del artículo 31, que se reemplaza por el 
siguiente: 

‘‘Las medidas no podrán decretarse por un plazo superior a sesenta días, prorrogables por períodos 
de igual duración.’’. 

b) El Consejo de Defensa del Estado conservará sus actuales facultades y la estructura prevista por la 
ley Nº 19.366 para el ejercicio de las mismas. 

c) La resolución judicial que otorgue la libertad provisional a los procesados por los delitos a que se 
refieren los artículos 1º, 2º, 3º y 16 de esta ley, deberá siempre elevarse en consulta, y la sala deberá resolver 
sólo con titulares. 

d) Los jueces de letras con competencia en lo criminal ejercerán las atribuciones que confieren al 
Ministerio Público los artículos 23, 30 y 31 de esta ley, relativos a las entregas vigiladas o controladas y a las 
medidas de protección a testigos, peritos, agentes encubiertos, reveladores, informantes y cooperador 
eficaz. 

e) Al comenzar a regir la reforma procesal penal en dicha Región, no surtirán efecto las  
odificaciones que el artículo 4º de la ley Nº 19.806 introdujo a la ley Nº 19.366 y cuya entrada en vigencia 
estaba condicionada a ese hecho, por mandato del inciso segundo del artículo transitorio de la misma ley Nº 
19.806. 
 

Artículo 4º.- Facúltase al Ministerio de Bienes Nacionales para que, dentro de un plazo de ciento 
veinte días, contados desde la publicación de esta ley, proceda, con consulta al Ministerio del Interior, a 
enajenar en subasta pública las especies decomisadas que hubieran sido puestas a su disposición en virtud de 
la ley Nº 19.366, debiendo ingresar el producto de estas enajenaciones al fondo especial del Ministerio del 
Interior a que se refiere el artículo 46 de la presente ley. 

 
Tratándose de dineros, efectos de comercio o valores mobiliarios, el Ministerio de Bienes 

Nacionales, de oficio, efectuará los depósitos que corresponda en el fondo especial aludido en el inciso 
anterior.’’. 

 
Habiéndose cumplido con lo establecido en el Nº 1º del artículo 82 de la Constitución Política de la 

República y por cuanto he tenido a bien aprobarlo y sancionarlo; por tanto promúlguese y llévese a efecto 
como Ley de la República. 
 

Santiago, 2 de febrero de 2005.- RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República.- Jorge 
Correa Sutil, Ministro del Interior (S).- Jaime Campos Quiroga, Ministro de Justicia (S). 
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Lo que transcribo a Ud., para su conocimiento.- Saluda Atte. a Ud., Carlos Varas González, 

Subsecretario del Interior Subrogante. 
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